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Prólogo 



En la línea de contribuir y expandir el conocimiento tributario local, tenemos abierta una vía de colaboración con la editorial LA LEY que nos mantiene puntualmente informados de las novedades más importantes que se producen en el ámbito de las publicaciones de contenido relacionado con nuestra actividad.

Inicialmente no teníamos previsto patrocinar más libros en este ejercicio pero recientemente recibí la información sobre la publicación de este texto y, dado su incuestionable interés, no pude dejar pasar esta oportunidad.

Del contenido no es necesario mencionar la relación directa que guarda con nuestras tareas diarias, sí cabe destacar el análisis riguroso y minucioso que el autor realiza de La Ley de Haciendas Locales como se puede constatar a la vista del volumen del libro. También es relevante mencionar el examen que realiza de toda la normativa vinculada a las haciendas locales y que son objeto de regularización en otros textos legales.

Que son tiempos de cambio, ya es obvio comentarlo, pero no quiero dejar de insistir en la importancia de mantener nuestros conocimientos actualizados para poder afrontar de una forma rápida y eficiente este entorno cambiante, por ello y, aunque los tiempos casi obligan a lo contrario, no dejaremos de invertir en difundir el conocimiento.

Por último, no quiero terminar esta presentación sin hacer referencia al autor, Jesús M.ª GONZÁLEZ PUEYO, conocido de la empresa con el que he tenido el placer de coincidir en diversos foros de análisis del sistema tributario local. Más de 35 años de experiencia en la Administración tributaria local en puestos de máximo nivel, con una participación muy activa dentro del colectivo de directivos de la Administración, le avalan como un autor de prestigio con un conocimiento muy exhaustivo sobre la materia.

Así, tanto por el contenido, como por el autor, hemos decidido colaborar en la edición de este texto.

Fernando Plaza González 

Director Gerente de Gestión Tributaria Territorial, S.A. 






Presentación 



La crisis económica que asola España se ha cebado especialmente con las Haciendas Locales, que se han resentido las primeras de la caída del sector de la construcción. Pero no debemos, no nos podemos permitir, caer en la desesperación, pues se corre el peligro de que las lágrimas por la pérdida del sol nos impidan ver las estrellas, ya que para salir de la actual situación son necesarios trabajo e imaginación, los cuales mejoran con la buena presencia de ánimo.

Ahora bien, para lograr mejorar la hacienda local, en una época en que empeoran los ingresos, la única vía razonable es la mejora de la gestión y para ello es herramienta imprescindible un adecuado conocimiento de la normativa legal, de la cual es piedra angular el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL).

La 2.ª edición de una obra puede obedecer a diferentes causas, pero ninguna es más satisfactoria que el agotamiento de la anterior edición y la insistencia de los clientes en demandarla. Pues bien, siendo éste el caso, además concurre la circunstancia de existir más de una docena de Leyes que han modificado el TRLRHL desde la primera edición, la última de ellas la reciente Ley General de Presupuestos del Estado. Por supuesto, también se han dictado en este tiempo numerosas sentencias que han interpretado la norma, y se ha producido abundante doctrina científica y administrativa.

La obra cuenta también con un importante valor añadido, ya que su autor es, desde hace muchos años, uno de los más reputados profesionales en materia económico-financiera local. No en vano ha ostentado, entre otros méritos, la condición de Interventor General del Ayuntamiento de Madrid, Presidente del Consejo General de los Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local, profesor del Centro de Estudios Abella, profesor del INAP y autor de alguno de nuestros mayores éxitos editoriales. Pero además ha contado con la inestimable ayuda de manejar muchas de las consultas contestadas por nuestra Redacción, de las que varios miles, de fecha posterior a la edición primera, tienen relación directa con la materia del libro.

El libro, gracias al tratamiento unitario de todas las materias abarcadas por las haciendas locales, logra dar pautas y ofrecer alternativas a los profesionales que se encargan de gestionar los recursos de las Corporaciones locales, planteando soluciones a los diversos problemas prácticos. De esta forma se convierte en una obra imprescindible para la aplicación de la normativa tributaria local o, cuando menos, para su correcta interpretación. De igual modo es un instrumento valiosísimo para Abogados y Asesores que deben asistir al contribuyente para el cumplimiento de sus deberes con la hacienda local.

Su autor, Jesús María GONZÁLEZ PUEYO, no sorprende a nadie por la gran calidad de su trabajo, pues a ello nos tiene acostumbrados, pero sí logra ¡de nuevo! sorprendernos con nuevas aportaciones en temas que ya creíamos trillados.

Por todo ello, sin el más mínimo rubor, podemos proclamar que éste es un libro imprescindible en el despacho de cualquier profesional de las Haciendas Locales.

Y no podemos obviar la importancia que tiene una obra del calado de ésta, pues una adecuada gestión de la Hacienda Local no es solo cuestión de oportunidad, para ayudar a mejorar la gestión económica. Es una cuestión de justicia, para que, en estos momentos difíciles, realmente se contribuya al levantamiento de las cargas públicas en función de la capacidad de cada cual, evitando que los errores de gestión hagan recaer un mayor rigor en los más débiles.

EL CONSULTOR 

Septiembre de 2012 






Abreviaturas 





	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOP
	Boletín Oficial Provincial



	C
	Circular



	CA/CC.AA.
	Comunidad/Comunidades Autónomas



	CC
	Código Civil



	CCLL
	Corporaciones Locales



	CE
	
Constitución Española de 27 de diciembre de 1978



	CP
	Código Penal, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre (EC 1679/1996)



	D
	Decreto



	DGAL
	Dirección General de Administración Local



	D-l
	Decreto-ley



	D-Leg.
	Decreto Legislativo



	EC
	El Consultor. La referencia EC 1047/2004 significa la página 1047 del Anuario de 2004



	IAE
	Impuesto sobre Actividades Económicas



	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles



	ICB
	Instrucción del modelo Básico de Contabilidad Local, aprobada por Orden EHA/4040/2004, de 23 de noviembre (EC, número especial, enero 2005)



	ICN
	Instrucción del modelo Normal de Contabilidad Local, aprobada por Orden EHA/4041/2004, de 23 de noviembre (EC, número especial, enero 2005)



	ICO
	Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras



	ICS
	Instrucción del modelo Simplificado de Contabilidad Local, aprobada por Orden EHA/4042/2004, de 23 de noviembre (EC, número especial, enero 2005)



	IEAL
	Instituto de Estudios de Administración Local



	IGAE
	Intervención General de la Administración del Estado



	IICC
	Instrucciones de Contabilidad



	INAP
	Instituto Nacional de Administración Pública



	IPV
	Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana



	IVM o IVTM
	Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica



	JCCA
	Junta Consultiva de Contratación



	JEC
	Junta Electoral Central



	L
	Ley



	LCAP
	
Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas



	LCSP
	
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público



	LGP
	
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria



	LGT 63
	
Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1963



	LGT 03
	
Ley General Tributaria de 27 de diciembre de 2003



	LH
	
Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946



	LJCA o LJCA.56
	Ley de 27 de diciembre de 1956, de la Jurisdicción Contencioso Administrativa



	LMMGL
	
Ley 57/2003, de 16 de diciembre (EC 4103/2003), de medidas para la Modernización del Gobierno Local



	LOFAGE
	
Ley 6/1997, de 14 de abril, sobre Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado



	LOREG
	
Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General



	LORTAD
	
Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal



	LOTC
	
Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional



	LOTCU
	
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas



	LPA
	
Ley de 17 de julio de 1958, de Procedimiento Administrativo



	LPAP
	
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas



	LPGE
	Ley de Presupuestos Generales del Estado



	LRBRL
	
Ley 7/1985, de 2 de abril (EC 404/85), Reguladora de las Bases de Régimen Local



	LRFP
	
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública



	LRHL
	
Ley 39/1988, de 28 de diciembre (EC 42/1989), Reguladora de las Haciendas Locales



	LRJCA o LJCA.98
	
Ley 29/1998, de 13 de julio (EC 2363/1998), reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa



	LRJPA o LRPAC
	
Ley 30/1992, de 26 de noviembre (EC 380/1993), de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LRL
	Ley de Régimen Local, Texto Refundido de 24 de junio de 1955



	LRSV
	
Ley 6/1998 de 13 de abril (EC 984/98), sobre régimen del suelo y valoraciones



	PGCP
	Plan General de Contabilidad Pública



	RB
	
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio (EC 1255/1986)



	RC
	Reglamento de Contratación de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 9 de enero de 1953



	RCE
	Reglamento General de Contratación del Estado, aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre (EC 234/1976)



	RD
	Real Decreto



	RD 500/90
	
Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos



	RDGRN
	Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado



	RDU
	
Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio (EC 1541/1978), por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística



	RGU
	
Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística



	RHAL
	Revista de Hacienda Autonómica y Local



	RJFHN
	
Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, de Régimen Jurídico de los Funcionarios de Administración Local con Habilitación de Carácter Nacional



	RLH
	
Reglamento Hipotecario, aprobado por Decreto de 14 de febrero de 1947



	ROAS
	Reglamento de Obras, Actividades y Servicios de las Entidades Locales de Cataluña, aprobado por Decreto 179/1995, de 13 junio



	ROF
	
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre (EC 258/1987)



	RP
	Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio (EC 1269/1986)



	RPEA
	Reglamento de Procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas, aprobado por Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo



	RPPS
	
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora



	RPU
	
Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento Urbanístico



	RR
	
Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación (EC 434/1991)



	RS
	Decreto de 17 de junio de 1955, por el que se aprueba el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales



	SICOP
	Sistema de Información Contable y Ordenación de Pagos



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo



	STSJ
	Sentencia del Tribunal Superior de Justicia



	TC
	Tribunal Constitucional



	TJCE
	Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea



	TRLCAP
	Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2000 de 16 de junio (EC 2287/2000)



	TRLCAT
	
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo



	TRLRHL
	
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (EC 1106/2004)



	TRLS 92
	Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio (EC 1830/1992)



	
TRLS 76
	Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril (EC 815/1976)



	TRRL
	
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril (EC 535/1986), por el que se aprueba el Texto Refundido de Régimen Local (TRRL)



	TS
	Tribunal Supremo



	TSJ
	Tribunal Superior de Justicia









Recogemos el preámbulo y la parte dispositiva del RDL 2/2004, de 5 de marzo (BOE del 9; corrección de errores, BOE del 13), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (en lo sucesivo, TRLRHL), que constituye el objeto de la presente obra, sin perjuicio de que a lo largo de ella haremos, cuando proceda, referencia a la Exposición de Motivos de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL).
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Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales

BOE  9 Marzo 2004 




	INTRODUCCION

	Artículo único. Aprobación del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales

	DISPOSICIONES ADICIONALES

	DISPOSICIONES TRANSITORIAS

	DISPOSICIONES DEROGATORIAS

	DISPOSICIONES FINALES
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volverReal Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales

BOE  9 Marzo 2004 

R.D. Leg. 2/2004, 5 marzo, rectificado por Corrección de errores («B.O.E.» 13 marzo).  I

La disposición adicional quinta de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, añade una disposición adicional decimotercera a la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, estableciendo que el Gobierno elaborará y aprobará en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta ley el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

El plazo de esta habilitación fue ampliado a 15 meses por la disposición final decimosexta de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, que modifica la disposición adicional decimotercera de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

Esta habilitación tiene por finalidad dotar de mayor claridad al sistema tributario y financiero aplicable a las entidades locales mediante la integración en un único cuerpo normativo de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, y de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, en particular determinadas disposiciones adicionales y transitorias de esta última, contribuyendo con ello a aumentar la seguridad jurídica de la Administración tributaria y, especialmente, de los contribuyentes.

No obstante, esta delegación legislativa tiene el alcance más limitado de los previstos en el apartado 5 del artículo 82 de la Constitución, ya que se circunscribe a la mera formulación de un texto único y no incluye autorización para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales a refundir.

II

La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» de 30 de diciembre de 1988, aprobó una nueva normativa reguladora de las haciendas locales, en su vertiente tributaria y financiera. No obstante, desde su entrada en vigor, dicha ley ha experimentado diversas modificaciones, entre las que pueden destacarse, por su carácter reciente y su trascendencia, las llevadas a cabo por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, y por la ya comentada Ley 51/2002, de 27 de diciembre, la cual ha supuesto la modificación de múltiples preceptos de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, y una reforma de gran trascendencia en todo el régimen tributario y financiero propio de las haciendas locales.

El texto refundido aprobado por este real decreto legislativo integra la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, tanto su articulado como las disposiciones adicionales y transitorias cuya incorporación resulta pertinente, y determinadas disposiciones adicionales y transitorias de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, en particular aquellas cuya incorporación al texto refundido resulta procedente para dotarle de una mayor claridad en la conjunción entre la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, y la Ley 51/2002, de 27 de diciembre.

También se han incorporado las modificaciones que los artículos 15 y 64 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, realizan a la Ley 39/1988 de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

En concreto, se incorporan al texto refundido las disposiciones adicionales primera, segunda, séptima y octava y las disposiciones transitorias primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, séptima, octava, décima, undécima y duodécima, todas ellas de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, en algunos casos con las adaptaciones de redacción precisas para darles el sentido que tuvieron en su incorporación a la ley citada.

Asimismo, en el texto refundido se recogen ya expresamente en euros las cuotas del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, así como la cuantía de los gastos menores no sometidos a intervención previa, con aplicación de las reglas de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre la introducción del euro.

III 

Este real decreto legislativo contiene un artículo por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, dos disposiciones adicionales: la primera regula las remisiones normativas a los textos derogados, y la segunda hace referencia a la aplicación del régimen especial previsto en el título X de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local; tres disposiciones transitorias que regulan, la participación de las entidades locales en los tributos del Estado para ejercicios anteriores al 1 de enero de 2004 y la aplicación de las referencias a las nuevas Leyes General Tributaria y General Presupuestaria hasta su entrada en vigor; una disposición derogatoria que prevé la derogación de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, y de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, y una disposición final de entrada en vigor.

El texto refundido se estructura en un título preliminar, seis títulos, 223 artículos, 12 disposiciones adicionales, 17 disposiciones transitorias y una disposición final. Asimismo, se incluye un índice de su articulado, cuyo objeto es facilitar la utilización de la norma por sus destinatarios mediante una rápida localización y ubicación sistemática de sus preceptos.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 5 de marzo de 2004.







]>

 Wolters kluwer España RDLeg. 2/2004 de 5 Mar. (TR Ley Reguladora de las Haciendas Locales) 





volver
Artículo único Aprobación del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 


Se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que se incluye a continuación.







]>

 Wolters kluwer España RDLeg. 2/2004 de 5 Mar. (TR Ley Reguladora de las Haciendas Locales) 





volver  DISPOSICIONES ADICIONALES



Disposición adicional primera Remisiones normativas 


Las referencias normativas efectuadas en ordenanzas y en otras disposiciones a la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, y a la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la anterior, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes de este texto refundido.





Disposición adicional segunda Régimen especial de los municipios de gran población 


Las disposiciones de esta ley se aplicarán sin perjuicio del régimen especial previsto para los municipios de gran población en el título X de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.









]>
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volver  DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Disposición transitoria primera Regulación anterior a 1 de enero de 2004 


La participación de las entidades locales en los tributos del Estado, correspondiente a los ejercicios iniciados con anterioridad al 1 de enero de 2004, se regirá por la legislación derogada por este real decreto legislativo.





Disposición transitoria segunda Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria 


Hasta el 1 de julio de 2004, fecha de entrada en vigor de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, las referencias efectuadas en el texto refundido que aprueba este real decreto legislativo a la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, se entenderán realizadas a los correspondientes de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, y de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, en los términos que disponía la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.





Disposición transitoria tercera Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria 


Hasta el 1 de enero de 2005, fecha de entrada en vigor de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, las referencias efectuadas en el texto refundido que aprueba este real decreto legislativo a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, se entenderán realizadas a los correspondientes del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, en los términos que disponía la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.









]>
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volver

Disposición derogatoria única Derogación normativa 


1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o de inferior rango que se opongan a esta ley y, en particular, las siguientes:


	

	

	
a)  La Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, excepto las disposiciones adicionales primera, octava y decimonovena. 

	

	
b)  La Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, con excepción de las disposiciones adicionales tercera, cuarta, quinta, sexta, décima, undécima y duodécima, así como de la disposición transitoria novena.




2. Lo previsto en esta disposición derogatoria no perjudicará los derechos de la Hacienda pública respecto a las obligaciones devengadas durante su vigencia.









]>
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volver

Disposición final única Entrada en vigor 


1. El presente real decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. No obstante lo anterior, el modelo de financiación de las entidades locales descrito en los capítulos III y IV del título II y en los capítulos III y IV del título III del texto refundido adjunto entrará en vigor el 1 de enero de 2004 y será objeto de desarrollo anual por las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con las directrices recogidas en el citado texto refundido.









El Título Preliminar consta sólo del artículo 1, que reproduce el homólogo de la versión inicial de la LRHL, con las siguientes modificaciones:

1.ª) Añade el inciso «con excepción de los apartados 2 y 3 del artículo 186». Ello es consecuencia de que la STC 239/1999, de 16 de diciembre, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad acumulados contra la LRHL incluyó en su fallo el apartado Cuarto, del siguiente tenor: «Declarar que el art. 167, apartados 2.º y 3.º, de la referida Ley no tiene carácter básico, por ser contrario al orden constitucional de competencias». Y el art. 186 TRLRHL es el equivalente del art. 167 LRHL.

2.ª) Suprime el inciso «y a efectos de lo previsto en el artículo 5, E), a), de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local» que la LRHL incluía a continuación de la frase «lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitución». Supresión debida a que la STC 214/1989, de 21 de diciembre (EC 55/1990), relativa a la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL), en su Fundamento Jurídico Quinto, razonaba así: «Prescindiendo de la afirmación preliminar de la prioridad absoluta de la propia LRBRL, que naturalmente existirá en la medida en la que sus preceptos puedan apoyarse en los títulos competenciales que el Estado ostenta, el resto de los párrafos que el art. 5 contiene establecen, como queda dicho, una orden de prelación de fuentes que será correcto en la medida en que coincida con lo dispuesto en el bloque de constitucionalidad, e incorrecto en cuanto se aparte de él. En cuanto tal coincidencia exista, el precepto es en consecuencia superfluo y en cuanto no exista inválido. Su anulación no origina, por tanto, vacío normativo alguno».

Se trató, pues, de inconstitucionalidad formal, no material, ya que no se declaró que el orden de fuentes que en él se señalaba fuera necesariamente incorrecto. Pero lo cierto es que dicho artículo no puede ya ser invocado y que, en cada materia, la jerarquía normativa viene determinada por el «bloque de la constitucionalidad» (Constitución y Estatutos de Autonomía).





Artículo 1. Ámbito de aplicación 




1. Tienen la consideración de bases del régimen jurídico financiero de la Administración local, dictadas al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, los preceptos contenidos en esta ley, con excepción de los apartados 2 y 3 del artículo 186, salvo los que regulan el sistema tributario local, dictados en virtud de lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitución y los que desarrollan las participaciones en los tributos del Estado a que se refiere el artículo 142 de la Constitución; todo ello sin perjuicio de las competencias exclusivas que corresponden al Estado en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución.

2. Esta ley se aplicará en todo el territorio nacional, sin perjuicio de los regímenes financieros forales de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra.

3. Igualmente, esta ley se aplicará sin perjuicio de los tratados y convenios internacionales.



LA NORMATIVA REGULADORA DE LAS HACIENDAS LOCALES

1.  NATURALEZA Y TÍTULOS COMPETENCIALES

Según afirmaba en su Preámbulo, la LRBRL -dictada al amparo del art. 149.1.18.ª de la Constitución (abreviadamente, CE)- «es la norma institucional de los entes locales» y «esa norma desarrolla la garantía constitucional de la autonomía local, función ordinamental que, al estarle reservada o, lo que es igual, vedada a cualesquiera otras normas, presta a su posición en el ordenamiento en su conjunto una vis específica, no obstante su condición formal de ley ordinaria».

Como hemos dicho con mayor extensión en otro lugar, la garantía de la proclamada autonomía de municipios y provincias ha de descansar, a nuestro entender, en tres pilares fundamentales: el primero, de carácter subjetivo, lo constituirá la independencia de los miembros de las Corporaciones locales frente a cualquier otro poder, en lo que se refiere a su elección, mantenimiento en el cargo durante el período de mandato y forma de su ejercicio. El segundo, de carácter material y objetivo, consiste en la clara determinación de las competencias del Ente. Y el último requisito, de tipo instrumental, radica en la suficiencia de los medios económicos necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Congruente con tales finalidades, y al igual que hicieron las anteriores leyes de régimen local, articuladas (Ley de Régimen Local, de 24 de junio de 1955) o de Bases [Ley 41/1975, de 19 de noviembre (EC 1317/5) de Bases del Estatuto del Régimen Local], también la LRBRL en sus diversos Títulos  (1)  regulan todo el régimen local, si bien limitándose a preceptos de carácter básico.

Pero en materia de Haciendas locales (que se regula en su Título VIII) fue muy parca, con sólo doce artículos (105 a 116), que se ocupan sucintamente de una descripción genérica de los ingresos, el reconocimiento de la potestad tributaria derivada local, el régimen de recursos en esta materia, la compensación de deudas entre entidades públicas, la revisión de actos y principios generales sobre régimen presupuestario, el sometimiento al régimen de contabilidad pública, la fiscalización interna y la rendición de cuentas, sin especificar los ingresos o recursos concretos que habían de nutrirlas.

Por ello, en su art. 5 (luego declarado inconstitucional por motivos formales), la propia Ley se remitía a la legislación general tributaria del Estado y la reguladora de las Haciendas de las Entidades locales, de las que será supletoria la Ley General Presupuestaria. Esta remisión se cumplió mediante la promulgación de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), que abarca tanto los ingresos como el régimen presupuestario y contable.

Según su propia Exposición de Motivos, la LRHL es «una Ley complementaria de la Ley 7/1985, la cual, en su título VIII, plasmó el modelo previsto en la Constitución, en cuyos artículos 137 y 142 se consagran los principios generales básicos con arreglo a los cuales se debe diseñar el sistema postconstitucional de financiación de las Entidades locales dotando a las mismas de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses en el primero de los preceptos citados e imponiendo el principio de suficiencia financiera en el segundo de ellos. Son, pues, dos las notas caracterizadoras de la presente Ley: la primera de ellas, de carácter formal, está constituida por la atribución a la misma del carácter de complementaria, respecto de la Ley 7/1985; la segunda, de carácter material, está constituida por la ordenación de un sistema financiero encaminado a la efectiva realización de los principios de autonomía y suficiencia financiera».

Así, sigue explicando el legislador, «la primera de las notas caracterizadoras indicadas impone que los preceptos de esta Ley disfruten de la misma naturaleza que la de los que la Ley 7/1985 dedica a la regulación de las Haciendas Locales, los cuales son, a su vez, consecuencia de la delimitación competencial llevada a cabo para esta materia por la Constitución; por ello, dichos preceptos son de aplicación en todo el territorio nacional, bien por tratarse de normas básicas dictadas al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, bien por tratarse de normas relativas a materias de la competencia exclusiva del Estado, como son el sistema tributario local y la participación de las Entidades locales en los tributos del Estado, según resulta de los artículos 133 y 142, respectivamente, de la Constitución. Al mismo tiempo se respetan, sin embargo, los límites implícitos en los regímenes financieros forales o especiales y en los Tratados y Convenios Internacionales».

De ahí el contenido del apartado 1 del artículo que ahora comentamos.

Esta solución, que invoca simultáneamente títulos competenciales distintos, fue ya inicialmente criticada por RUBIO DE URQUÍA (2) , puesto que, «En definitiva, lo que hace el art. 1.1 de la LRHL, sin decirlo, es "puentear" a la LRBRL, retrocediendo hasta el año 1978 y "recalificando" la normativa reguladora de las Haciendas Locales con arreglo a criterios algo más ajustados a la confusa delimitación competencial que en relación a esta materia lleva a cabo el texto constitucional. Ello no obsta para que la subsistencia de la LRBRL, en pleno vigor, convierta a esta operación de "recalificación" en una auténtica "maniobra legislativa" tendente a subsanar la confusa situación provocada por un conjunto de textos legales de "laboratorio". Lo que, según el citado autor, "además de plantear innumerables dificultades técnicas, obliga, en gran medida, a asumir el contenido de los preceptos que se pretenden complementar, restringiendo notablemente la capacidad de que debe disponer todo legislador para enmendar errores normativos pasados"».

En concreto, imputa al precepto transcrito los defectos siguientes:

- Las Haciendas Locales, incluyendo el sistema tributario local y el régimen de participaciones de aquéllas en los tributos del Estado, forman parte del régimen jurídico de la Administración Local (puesto que aparecen reguladas en el Título VIII LRBRL). Y, a pesar de ello, el art. 1.1 LRHL considera que no tienen carácter básico, sino que forman parte de las competencias exclusivas del Estado, las normas que regulan el sistema tributario local (art. 133 CE), ni las normas que desarrollan la participación de las Entidades locales en los tributos del Estado (art. 149.1.140 CE).

- La formulación del art. 1.1 LRHL tiene una deficiente técnica relativamente importante, por cuanto que la misma está referida al «sistema tributario local» y no al «ordenamiento tributario local», expresión ésta mucho más amplia que la primera y que engloba, además de al conjunto de tributos locales (sistema tributario local), a otras materias tales como las normas tributarias generales la imposición y ordenación de los tributos locales. Desde esta perspectiva, pudiera parecer que las normas tributarias locales no reguladoras estrictamente de los tributos locales, quedarían excluidas del alcance del art. 133 de la CE, e integradas en el bloque de normas básicas del Régimen Jurídico Financiero de la Administración Local.

- Por otra parte, la propia LRHL tampoco respeta estrictamente la delimitación competencial absoluta que formula en favor del Estado en su art. 1.1, pues atribuye a las Comunidades Autónomas ciertas facultades normativas en el ámbito de los recargos de las Entidades locales (art. 38.2 LRHL). En este sentido, debe afirmarse que es muy dudoso que una ley ordinaria (LRHL) pueda atribuir a las Comunidades Autónomas competencias normativas que la CE reserva con carácter exclusivo al Estado (art. 133.1 y 2 CE).

- Por último, y por lo que se refiere al alcance de la competencia exclusiva del Estado sobre la Hacienda General (art. 1.1 LRHL en relación con el art. 149.1.14 CE), referida al sistema tributario local, ésta sólo puede entenderse formulada en el ámbito de la aplicación de dicho sistema tributario, pues en el ámbito normativo, la competencia exclusiva del Estado no le viene dada por el art. 149.1.14 de la CE (Hacienda General), sino por el art. 133.1 y 2 del mismo texto legal (potestad tributaria originaria del Estado).

Parecidas o mayores tachas recibió este art. 1.1 LRHL en los recursos de inconstitucionalidad acumulados núms. 572, 587 y 591/1989 contra determinados preceptos de la LRHL, promovidos, respectivamente, por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, el Parlamento de Cataluña y 60 Diputados del Grupo Popular (entonces en la oposición), a los que también se acumularon posteriormente las cuestiones de inconstitucionalidad núms. 2679/1996 y 4626/1996 (planteadas por la Sección 3.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ Galicia), núms. 2820/1996 y 4646/1996 (planteadas por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ Canarias con sede en Las Palmas de Gran Canaria) y núm. 745/1997 (planteada por la Sala de lo contencioso-administrativo del TSJ Canarias con sede en Santa Cruz de Tenerife). Recursos resueltos por la STC 239/1999, de 16 de diciembre (BOE 20 enero 2000), que se ocupa de esta cuestión -desestimándola- en sus Fundamentos de Derecho 4.º y 5.º, del primero de los cuales destacamos los aspectos siguientes.

- Respecto al argumento de que el artículo impugnado menciona hasta cuatro títulos competenciales, pero deja al margen justamente el que le hubiese permitido una regulación constitucional de la materia, el de «Hacienda general», contemplado en el art. 149.1.14 CE, lo rechaza, fundándose en lo siguiente:


«De entrada hay que comenzar recordando lo que afirmamos en la STC 133/1997 (FJ 6.º) a propósito de la exigencia del principio de Ley formal en la determinación de las bases. Dijimos entonces que de dicho principio "no se deriva para el legislador la obligación de invocar expresamente el título competencial que ampara sus Leyes". Y añadíamos a continuación: "las competencias son indisponibles e irrenunciables, tanto para el legislador del Estado como para el de las CC.AA.; operan ope Constitutionis, con independencia de que uno u otro legislador hagan invocación explícita de las mismas. Dicho aserto, trasladable sin mayor dificultad a cualquier otro sistema de distribución de competencias entre el Estado y las CC.AA. distinto al presidido por el concepto de 'bases', resulta de mayor aplicación si cabe a aquellos casos en los que nos encontramos no ante la falta de invocación formal por parte del legislador estatal (o autonómico) del título competencial en el que se apoya para aprobar una determinada Ley, sino, como ocurriría a juicio de los Diputados recurrentes en el presente caso, ante una hipotética selección errónea de dicho título que, por otra parte, en modo alguno puede vincular a este Tribunal".

Pero es que, de cualquier modo, el título competencial habilitante que los Diputados recurrentes consideran correcto a efectos de dictar la presente Ley reguladora de las Haciendas Locales -el de "Hacienda general" contemplado en el art. 149.1.14 CE- aparece expresamente mencionado en el art. 1.1 LRHL. Por lo tanto, bajo la condición de marginal que se atribuye a dicho título competencial en el contexto del precepto, lo que en realidad se plantea por parte de aquéllos no es sino la cuestión que, con carácter preliminar, hemos de resolver en la presente sentencia: cuáles son los títulos competenciales de que dispone constitucionalmente el Estado para aprobar una Ley como la que ahora nos ocupa y en qué grado o medida interviene cada uno ellos. Una vez delimitados los títulos competenciales susceptibles de ser válidamente ejercitados por el Estado y por la CC.AA., proceder examinar la validez de las distintas disposiciones impugnadas de la Ley en función del respeto que las mismas muestren a ese reparto competencial previamente establecido o a los demás preceptos constitucionales traídos a colación en los recursos interpuestos contra ella.»



- Por lo que se refiere a la impugnación fundada en que los títulos competenciales ejercidos por el Estado no deben impedir el desarrollo normativo de la materia por parte de las CC.AA., ni -en el caso de Cataluña- las competencias exclusivas de carácter legislativo, reglamentario y ejecutivo que le atribuían  (3)  los arts. 9.8 y 25.2 EAC, con los límites que resulten de ejercicio de la competencia estatal antes mencionada sobre las bases, ni las de tutela financiera de los entes locales (art. 48 EAC), el Tribunal, después de recordar el paralelismo de la cuestión discutida con la que fue resuelta por STC 179/1985, entiende que:


«... Nuestra decisión no podrá fundamentarse, por tanto, sólo en el análisis de los títulos competenciales que en este caso amparan la actuación estatal y establecen sus límites, pues, no siendo éstos intrínsecos, nacen de otras normas y más concretamente, según la representación del Consejo Ejecutivo de la Generalidad, de las contenidas en los arts. 9.8, 25.2 y 48.1 EAC, como ya hemos indicado. A partir de análogas premisas, y a propósito de la capacidad estatal para condicionar el otorgamiento de subvenciones a los Entes Locales destinadas a sanear su déficit, llegábamos entonces a la conclusión siguiente:

"El título competencial que más claramente ampara la decisión estatal en este caso, sin duda, el contenido en el art. 149.1.14. Sea cual fuere el contenido que al concepto de Hacienda General se atribuya, no parece discutible, en efecto, que haya de incluirse dentro del mismo una medida que tiene por objeto directo la relación entre la Hacienda estatal y las Haciendas locales y que precisamente se propone como finalidad de saneamiento de éstas para hacer posible que, en el futuro, un nuevo sistema de financiación de las entidades locales (cuyo establecimiento corresponde también a la competencia estatal), impida la generación de déficit que, en último término, como tantas veces ha ocurrido en el pasado, hayan de ser atendidos con los recursos de la Hacienda estatal."

Como antes hemos señalado, sin embargo, la precisión del título competencial que ampara la actuación estatal no ofrece base suficiente para resolver el litigio planteado en el que no se atacan los preceptos legales por entenderlos viciados de incompetencia, sino porque, al dictarlos, el Estado ha infringido las normas estatutarias que antes hemos citado y que atribuyen a la Generalidad la competencia exclusiva en materia de régimen local, sin perjuicio de lo que dispone el núm. 18 del apartado 1 del art. 149 CE (art. 9.8 EAC), la competencia para "el desarrollo legislativo y la ejecución, en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca, del régimen jurídico y sistemas de responsabilidad de la Administración de la Generalidad y de los entes públicos dependientes de ésta" (art. 10.1 EAC) y, por último, la tutela financiera sobre los entes locales respetando la autónoma que a los mismos reconocen los arts. 140 y 142 CE y de acuerdo con el art. 9.8 de este Estatuto (art. 48.1 EAC).

"... Es cierto, sin duda, que cuando, usando de su competencia en materia de Hacienda General, el Estado regula cuestiones referentes a la Administración Local, no puede desconocer la delimitación competencial que respecto de ella existe entre el propio Estado y algunas CC.AA. Si para esos fines hacendísticos ha de introducir modificaciones en el régimen jurídico de esa Administración, deber hacerlo de modo tal que no se imposibilite el ejercicio de la facultad comunitaria para dictar las normas de detalle."

Ese sistema de distribución competencial esbozado entonces, aplicable con muy importantes matices a supuestos como el analizado en dicha sentencia precisamente por su carácter excepcional, ha de constituir el punto de partida a la hora de determinar con carácter general no sólo los títulos competenciales que han de arbitrar el reparto de competencias entre el Estado y las CC.AA. sobre Haciendas locales, sino también la relevancia concreta de cada uno de ellos, pues no todos poseen la misma naturaleza ni permiten por consiguiente la utilización de las mismas potestades normativas por parte de los órganos políticos implicados.

Así, a partir de lo dicho en la STC 179/1985, puede afirmarse sin dificultad la naturaleza compartida de las competencias que, en materia de Haciendas locales, poseen el Estado y aquellas CC.AA. que, como la catalana, han asumido en sus respectivos Estatutos facultades en orden al desarrollo de las bases estatales sobre el régimen jurídico de las Administraciones Públicas exart. 149.1.18 CE, precepto que ha de considerarse el título habilitante del Estado para ejercitar sus competencias sobre dicha materia cuando su regulación suponga introducir modificaciones de alcance general en el régimen jurídico de la Administración Local o se dicte en garantía de la autónoma que ésta tiene constitucionalmente garantizada. En consecuencia, y dado que frecuentemente la regulación de la Hacienda local está llamada a incidir sobre dicho régimen jurídico, sólo de manera puntual podrá el Estado regular con carácter exclusivo tal materia haciendo prevalecer el otro título competencial a que hace referencia el art. 1.1 LRHL, esto es, el de la Hacienda general del art. 149.1.14 CE. Así ocurrirá, en efecto, en aquellos casos en los que la normativa estatal tenga por objeto la regulación de instituciones comunes a las distintas Haciendas o de medidas de coordinación entre la Hacienda estatal y las Haciendas de las Corporaciones Locales. O también cuando su finalidad sea la salvaguarda de la suficiencia financiera de las Haciendas locales garantizada por el art. 142 CE, en cuanto presupuesto indispensable para el ejercicio de la autónoma local constitucionalmente reconocido en los arts. 137, 140 y 141 CE (SS TC 96/1990, FJ 7; 237/1992, FJ 6; 331/1993, FF.JJ. 2 y 3; y 171/1996, FJ 5).»



- A partir de tales premisas, la conclusión es obvia:

«Desde esta perspectiva, el art. 1.1 LRHL, a pesar de su farragoso tenor, es plenamente conforme a la CE, pues hay que estar de acuerdo con el Abogado del Estado en que dicha disposición atribuye con carácter general "la consideración de bases del Régimen Jurídico Financiero de la Administración Local, dictadas al amparo del art. 149.1.18 CE, (a) los preceptos contenidos en la Ley", con las salvedades que se realizan a continuación, "todo ello sin perjuicio de las competencias exclusiva que corresponden al Estado en virtud de lo dispuesto en el art. 149.1.14 CE". Así, las salvedades mencionadas, que afectan a los preceptos que regulan el sistema tributario local, los cuales se entienden dictados, según el tenor de la norma, en virtud de lo dispuesto en el art. 133 CE y 5.E).a) de la L 7/1985, y "los que desarrollan las participaciones en los tributos del Estado", con base en el art. 142 CE, en nada modifican el régimen de distribución competencial al que acabamos de hacer referencia, al no establecer títulos competenciales distintos de los dos anteriormente mencionados. En efecto, los arts. 133 y 142 CE no constituyen en sí mismos título competencial alguno a favor del Estado, sino que presuponen la competencia estatal sobre la materia en virtud de los títulos del art. 149.1 CE reseñados. Igualmente, ninguna relevancia posee tampoco la mención que el art. 1.1 LRHL hace del art. 5.E).a) de la L 7/1985, declarado inconstitucional por la STC 214/1989.»


- La declaración de conformidad con CE del art. 1.1 LRHL conlleva el rechazo de la impugnación global de la Ley, pero -como añade la Sentencia- ello es «con independencia del análisis que en su momento habremos de hacer en relación con otros preceptos de la LRHL objeto de impugnación individualizada por este mismo motivo en el recurso».

- Concluye este FJ 4.º, concretando, como había dicho al comienzo de su planteamiento, las competencias que corresponden a la Generalidad de Cataluña en la materia y, a tal efecto, especifica que «en virtud de lo dispuesto en el art. 9.8 EAC, en materia de Haciendas locales ostentara en principio la CA competencias de naturaleza legislativa y reglamentaria, que abarcaran la tutela financiera sobre los Entes Locales a que hace referencia el art. 48.1 EAC, y la función ejecutiva incluida la inspección conforme al art. 25.2 EAC; todo ello, por supuesto, sin perjuicio de las competencias del Estado sobre dicha materia. De modo más específico, la actuación estatal habrá de tener en cuenta también la competencia que el art. 5 EAC reconoce a la CA Cataluña sobre estructura de su organización territorial, particularmente por lo que a la creación de sus propias demarcaciones territoriales se refiere».

Sentada la validez de los títulos competenciales invocados por el Estado en el art. 1.1 LRHL, el FJ 5.º resuelve la impugnación basada en el hecho de que la Ley no especifica cuáles de sus preceptos tienen carácter de básicos, aceptando como buena la interpretación del Abogado del Estado, según la cual mediante las excepciones señaladas en el art. 1.1 se produce una suerte de delimitación residual de lo básico carente de la claridad que posee cualquier identificación expresa de las normas básicas, pero sin que tal circunstancia se convierta en un obstáculo insalvable para la determinación de aquéllas. Máxime cuando, como ocurre en este caso, las normas no básicas de la LRHL atinentes al sistema tributario local y a las participaciones en los tributos del Estado son, por su propia naturaleza, relativamente fáciles de reconocer, permitiendo a su vez la identificación de las que sí ostentan dicho carácter. En efecto, siguiendo este proceso lógico el Abogado del Estado considera por exclusión que la parte básica de la Ley estará integrada por los siguientes artículos: en cuanto a los Títulos I, II, III, IV y V, la enumeración general de los recursos de las Haciendas locales, el régimen jurídico de aquellos recursos que no sean tributos locales o participaciones en tributos del Estado y las reglas generales sobre los regímenes especiales del Título V; el régimen del presupuesto y gasto público locales (Título VI); y, por último, en la medida en que guardan relación con las anteriores, las DD.AA. 15 a 18, y las transitorias sexta a décima.

Señala, al respecto, la Sentencia que:

«... esa localización de la normativa básica en la LRHL efectuada por el Abogado del Estado, útil en cuanto supone una primera aproximación en la labor de identificación de la misma, en modo alguno nos condiciona a la hora de entender satisfechas las exigencias formales y materiales inherentes al concepto de bases. Como ya hemos dicho, "en su labor de revisión en esta materia, debe este Tribunal examinar ante todo si se cumple la exigencia formal de las bases y, en el caso de que la respuesta a este interrogante sea afirmativa, si materialmente lo son, debiendo subrayarse en punto a la primera indagación que una norma podrá considerarse como base en una determinada materia cuando exista una expresa designación de su carácter o cuando se produzca la natural inferencia del mismo, por lo cual habrá de examinarse la estructura de la norma, su contexto y los demás datos que permitan descubrir, con naturalidad, la decisión del legislador al respecto" (SS TC 15/1989, FJ 3.; y 96/1996, FJ 32).»


Es por ello que, como ya había anunciado al principio de dicho FJ 5.º, «procederá analizar a continuación de manera pormenorizada los diferentes artículos de la Ley impugnados para dilucidar si los mismos son respetuosos con el reparto competencial que se deriva de aquellos preceptos constitucionales con arreglo a lo dicho hasta el momento.»

Este análisis pormenorizado llevará al juzgador a declarar, en el punto 4.º de su fallo y por las razones expuestas en el último párrafo de su FJ 38.º, que «el art. 167, apartados segundo y tercero, de la referida Ley no tiene carácter básico, por ser contrario al orden constitucional de competencias. En todos los demás estudiados confirma dicho carácter básico». Conclusión que, como hemos dicho más arriba, se recoge en el art. 1.1 TRLRHL, con referencia al art. 186, que actualmente recoge el contenido del primitivo art. 167 LRHL.

2.  ÁMBITO ESPACIAL: REGÍMENES ESPECIALES

Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo que comentamos, en orden a que «la presente Ley se aplicará en todo el territorio nacional, sin perjuicio de los regímenes forales de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra». Ello es congruente con la D.A. 1.ª de la propia CE, a cuyo tenor:


«La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales.

La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.»



Esta previsión constitucional ya había sido tenida en cuenta por la LRBRL, cuya D.A. 2.ª recoge las peculiaridades de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que, en lo referente al régimen económico financiero se concreta en sus apartados 5, 6 y 10, que son del siguiente tenor:


«5. En materia de Hacienda las relaciones de los Territorios Históricos con la Administración del Estado se ajustarán a lo dispuesto en la Ley del concierto económico en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

6. Los Territorios Históricos del País Vasco continuarán conservando su régimen especial en materia municipal en lo que afecta al régimen económico-financiero en los términos de la Ley del Concierto Económico, sin que ello pueda significar un nivel de autonomía de las Corporaciones locales vascas inferior al que tengan las demás Corporaciones locales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 115 de la presente Ley y de las competencias que a este respecto puedan corresponder a la Comunidad Autónoma.

10. El control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería y recaudación de las Diputaciones Forales se organizará libremente por éstas en el marco del concierto económico sin que sea de aplicación lo dispuesto en el artículo 92.3 de la presente Ley.»



Salvedades que, de forma reiterativa (y, por tanto, innecesaria a nuestro juicio) recoge también la actual D.A. 8.ª TRLRHL, que proviene de la D.A. 18.ª LRHL, al establecer:


DA 8.ªRégimen especial de los Territorios Históricos del País Vasco en materia municipal.

Los Territorios Históricos del País Vasco continuarán conservando su régimen especial en materia municipal en lo que afecta al régimen económico-financiero en los términos de la Ley del Concierto Económico, sin que ello pueda significar un nivel de autonomía de las corporaciones locales vascas inferior al que tengan las demás corporaciones locales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y de las competencias que a este respecto puedan corresponder a la comunidad autónoma  (4) .



Por lo que se refiere a Navarra, la D.A. 3.ª de la LRBRL ya estableció en su párrafo primero que «La presente Ley regirá en Navarra en lo que no se oponga al régimen que para su Administración local establece el artículo 46 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. A estos efectos, la normativa estatal que, de acuerdo con las Leyes citadas en el mencionado precepto, rige en Navarra, se entenderá modificada por las disposiciones contenidas en la presente Ley».

Aparte de todo ello, el Título V del TRLRHL, con la denominación «Regímenes especiales» y en sendos Capítulos, contempla los de Baleares, Canarias, Ceuta y Melilla, Madrid y Barcelona.

3.  EL RESPETO A LOS TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES

El apartado 3 de este art. 1 TRLRHL es un precepto de carácter puramente didáctico, y por tanto innecesario, pues en todo caso resultaría de aplicación directa el art. 96.1 CE, a cuyo tenor «Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional».






	 (1) 

	Título I: Disposiciones generales. Título II: El Municipio. Título III: La Provincia. Título IV: Otras Entidades locales. Título V: Disposiciones comunes (funcionamiento, relaciones interadministrativas, impugnación de actos y acuerdos, información y participación ciudadanas, Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales). Título VI: Bienes, actividades, servicios y contratación. Título VII: Personal. Título VIII: Haciendas locales. Título IX: Organización para la cooperación entre las Administraciones Públicas y, últimamente, Título X: Régimen de Organización de los municipios de gran población y Título XI: La Potestad sancionadora. Estos dos últimos añadidos por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ley Reguladora de las Haciendas Locales, El Consultor, 1989, págs. 30 y ss. La segunda edición de la obra es de 1996.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Hoy es el art. 110 del vigente Estatuto de Autonomía, precepto que la STC de 28 de junio de 2010 declara no inconstitucional siempre que se interprete en los términos establecidos en el FJ 59 de dicha Sentencia.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Véanse los artículos 39 y siguientes de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco (BOE 24 mayo) y la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra (BOE 27 diciembre).


	 Ver Texto 








La LRHL presentó la novedad sobre sus precedentes de que, en vez de regular por separado los ingresos propios de cada tipo de Entidad local, dedica su Título I a los diversos recursos que pueden nutrir las Haciendas locales, regulándonos de forma genérica, sin perjuicio de que en los siguientes Títulos II a V se ocupa ocupe de señalar y regular de forma específica -aunque sea por referencia al Título I- los ingresos de los Municipios, las Provincias, las demás Entidades locales y referirse a los regímenes especiales de Baleares, Canarias, Ceuta, Melilla, Madrid y Barcelona.

Este Título I comprende siete capítulos, a saber: Capítulo I, Enumeración. Capítulo II, Ingresos de derecho privado. Capítulo IIII, Tributos. Capítulo IV, Participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas. Capítulo V, Subvenciones. Capítulo VI, Precios públicos, y Capítulo VII, Operaciones de Crédito. Esquema que, obviamente, mantiene el TRLRHL.





Artículo 2. Enumeración de los recursos de las entidades locales 




1. La hacienda de las entidades locales estará constituida por los siguientes recursos:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.

c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas.

d) Las subvenciones.

e) Los percibidos en concepto de precios públicos.

f) El producto de las operaciones de crédito.

g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

h) Las demás prestaciones de derecho público.

2. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de derecho público, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, debe percibir la hacienda de las entidades locales de conformidad con lo previsto en el apartado anterior, dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para la hacienda del Estado, y actuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos correspondientes.



LOS RECURSOS DE LAS HACIENDAS LOCALES EN GENERAL

1.  ENUMERACIÓN

Se contiene en el apartado 1 de este artículo, que viene a concretar lo que sólo de forma genérica anticiparon el art. 142 CE, a cuyo tenor «Las Haciendas Locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas», y el art. 105.2 LRBRL, según el cual «Las Haciendas locales se nutren, además de tributos propios y de las participaciones reconocidas en los del Estado en los de las Comunidades Autónomas, de aquellos otros recursos que prevea la Ley».

Paradójicamente, la relación no abarca de modo exhaustivo la totalidad de los recursos del conjunto de los Entes locales, pues olvida que el art. 156.1 del mismo Texto Refundido (que era el 137.1 en la redacción inicial de la LRHL) dispone que «Las Entidades locales de ámbito territorial inferior al Municipio no podrán tener impuestos propios, ni participación en los tributos del Estado, pero sí en los del Municipio a que pertenezcan». Con lo que el párrafo c) de art. 2.1 que habla específicamente, de «las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas» se quedó corto, pues deberían haberse incluido las eventuales participaciones de esas Entidades locales menores en los tributos del municipio al que pertenecen.

También se han omitido en la relación referencia expresa a las compensaciones por pérdida de ingresos tributarios de las Entidades locales derivada de establecimiento de beneficios fiscales, prevista en el primer párrafo del apartado 2 del artículo 9, pues en puridad estas compensaciones, con independencia de su causa, ya no son propiamente tributos propios, ni tampoco subvenciones ni participaciones en los tributos del Estado, sino transferencias corrientes de carácter no finalista, pero no dejan de ser ingresos de Derecho público.

Por otra parte, la inclusión -en el párrafo h)- de las «demás prestaciones de Derecho público» fue impugnada por los Diputados recurrentes en los recursos de inconstitucionalidad acumulados que dieron lugar a la STC 239/1999, de 16 de diciembre, por entender que contradice los principios de legalidad (art. 31.3 CE) y seguridad jurídica (art. 9.3 CE), no sólo porque la terminología utilizada -señaladamente el vocablo prestaciones, al que se califica de multívoco y equívoco- no es correcta, sino, sobre todo, porque éste permite que cada Corporación, cuando lo estime conveniente, establezca prestaciones de Derecho público no tipificadas previamente por la Ley.

Este argumento fue rechazado por el Juzgador, que en su FJ 5.º razonó así:


«Las denunciadas vulneraciones no pueden ser acogidas. Por lo que al principio de seguridad jurídica se refiere, ya hemos dicho en reiteradas ocasiones que la mera existencia de incorrecciones técnicas o formales no sería motivo suficiente para declarar la inconstitucionalidad de las disposiciones que incurran en la misma, sino que constituyen materia ajena a la jurisdicción constitucional, pues no es misión de este Tribunal depurar el lenguaje legislativo (SS TC 58/1982, 37/1987, 99/1987, entre otras). De todos modos, amén de que basta la mera lectura de la norma impugnada para comprobar que ésta se formula con apreciable claridad, parece excesivo calificar como "equívoco" un vocablo ("prestaciones") que emplea la propia CE en su art. 31.3.

También debe descartarse que el precepto impugnado viole la reserva de ley constitucionalmente establecida. Antes que nada debe aclararse que, aunque los recurrentes identifican esas "prestaciones de Derecho público" a que alude el art. 2.1 h) LRHL con las "prestaciones patrimoniales de carácter público" cuyo establecimiento, conforme al art. 31.3 CE, debe hacerse, en todo caso, "con arreglo a la Ley", como tuvimos ocasión de apuntar en la STC 185/1995, se trata de categorías jurídicas que no admiten semejante equiparación. En efecto, como dijimos en aquella ocasión, "el sometimiento de la relación obligacional a un régimen de Derecho público no es suficiente por sí solo para considerar que la prestación patrimonial así regulada sea una prestación de carácter público en el sentido del art. 31.3 CE" (FJ 3.º a, in fine).

De todos modos, en fin, basta la mera lectura del precepto cuestionado para constatar que, frente a lo que denuncian los recurrentes, éste no autoriza a las Corporaciones Locales a aprobar "prestaciones de Derecho público" no previstas en la Ley, sino que, como advierte el Abogado del Estado, se limita a señalar -a modo de cláusula de cierre de la enumeración que contiene- que tales prestaciones (entre las que, por ejemplo, hay que incluir la prestación personal y de transporte regulada en los arts. 118 a 120 y 137.2 de la misma LRHL) constituirán uno de los recursos de la Hacienda de las Entidades locales.»



2.  CLASIFICACIÓN

La Ley se imita a enumerar los distintos ingresos o recursos posibles, sin efectuar ninguna clasificación, que no es cometido de aquélla, sino de la doctrina. En este sentido, podemos proponer la siguiente:

* De Derecho privado

- Rendimientos o productos de su patrimonio.

- Adquisiciones a título de herencia, legado o donación (incluidas las subvenciones de particulares).

- Producto de la enajenación o gravamen de bienes o derechos patrimoniales.

* De Derecho público



	- Tributarios
	Tributos propios
	Tasas
	Por aprovechamientos especiales


	Por prestación de servicios

	Contribuciones especiales


	Impuestos
	

	IBI



	Obligatorios
	IAE



	

	IVM



	

	




	

	ICO



	Potestativos
	IPV



	

	s/ Cotos



	Recargos sobre Impuestos
	De las Comunidades Autónomas


	De otras Entidades locales


	Cesión de recaudación de impuestos del Estado
	
Cuota líquida IRPF

Recaudación líquida IVA

Recaudación líquida por los Impuestos Especiales sobre la Cerveza, sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, sobre Productos Intermedios, sobre Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidrocarburos y sobre Labores de Tabaco





	Participaciones
	En los tributos del Estado


	En los tributos de las CC.AA.

	En los tributos del Ayuntamiento al que pertenece la Entidad Menor

	



	- No tributarios
	Subvenciones de Entes públicos


	Precios públicos

	Producto de operaciones de crédito

	Multas y sanciones

	Otras prestaciones de Derecho público (incluidas la personal y de transporte)



El detalle de los ingresos que puede tener cada tipo de Entidad lo estudiaremos, al tratar de cada una de ellas en los citados Títulos II a V del TRLRHL. Baste, de momento, anticipar que en todas ellas caben los de Derecho privado, mientras que los impuestos son recursos exclusivos de los municipios.

3.  PRERROGATIVAS DE LAS HACIENDAS LOCALES

Entre las potestades administrativas que el apartado 1 del art. 4 LRBRL atribuye a los Entes locales territoriales por naturaleza, y que el apartado 2 permite extender a los demás, figura la de la letra h), que habla de la «inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previstos en las leyes, las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las Comunidades Autónomas». El apartado 2 del artículo que ahora comentamos -cuya redacción proviene de la que al equivalente de la LRHL dio la Ley 50/1998, 30 diciembre, Acom.99- insiste en la misma dirección, concretándola en lo relativo a la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de derecho público, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, debe percibir la hacienda de las entidades locales, ya sin distinción de qué clase de Entidad local se trate.

Sin perjuicio de su directa aplicabilidad, es en principio una declaración programática que, en cada caso y para cada prerrogativa, deberá apoyarse en el precepto específico de la legislación local o de la general tributaria que la reconoce. Así tendremos ocasión de comprobarlo, al comentar -entre otros- los artículos 10 a 13 y 173 del Texto refundido que constituye el objeto de la presente obra.






Este Capítulo consta sólo de tres artículos, que proceden de los equivalentes de la LRHL, cuya redacción original fue objeto de modificación por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, Acom.99, que añadió el apartado 4 del art. 3.





Artículos 3, 4 y 5 




Artículo 3. Definición

1. Constituyen ingresos de derecho privado de las entidades locales los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a título de herencia, legado o donación.

2. A estos efectos, se considerará patrimonio de las entidades locales el constituido por los bienes de su propiedad, así como por los derechos reales o personales, de que sean titulares, susceptibles de valoración económica, siempre que unos y otros no se hallen afectos al uso o servicio público.

3. En ningún caso tendrán la consideración de ingresos de derecho privado los que procedan, por cualquier concepto, de los bienes de dominio público local.

4. Tendrá también la consideración de ingresos de derecho privado el importe obtenido en la enajenación de bienes integrantes del patrimonio de las entidades locales como consecuencia de su desafectación como bienes de dominio público y posterior venta, aunque hasta entonces estuvieran sujetos a concesión administrativa.

En tales casos, salvo que la legislación de desarrollo de las comunidades autónomas prevea otra cosa, quien fuera el último concesionario antes de la desafectación tendrá derecho preferente de adquisición directa de los bienes sin necesidad de subasta pública.




Artículo 4. Régimen jurídico

La efectividad de los derechos de la hacienda local comprendidos en este capítulo se llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del derecho privado.




Artículo 5. Limitación de destino

Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos que tengan la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de vías públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o provinciales.



LOS INGRESOS DE DERECHO PRIVADO

1.  DEFINICIÓN LEGAL

Se contiene en el apartado 1 del art. 3 TRLRHL, según el cual: «Constituyen ingresos de Derecho privado de las Entidades locales los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a título de herencia, legado o donación». El término «patrimonio» contenido en dicho precepto se explicita en el apartado siguiente del mismo artículo, que dispone: «A estos efectos, se considerará patrimonio de las Entidades locales el constituido por los bienes de su propiedad, así como por los derechos reales o personales de que sean titulares, susceptibles de valoración económica, siempre que unos y otros no se hallen afectos al uso o servicio público».

Entre los «productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio» cabe entender incluidos los resultantes de la enajenación o gravamen de los bienes o derechos patrimoniales a que alude el art. 5 de la Ley, toda vez que dicho artículo se encuadra dentro del Capítulo destinado a esta clase de ingresos. Para mayor precisión, el concepto se perfila desde una vertiente negativa en el apartado 3, a cuyo tenor: «En ningún caso tendrán la consideración de ingresos de Derecho privado los que procedan, por cualquier título, de los bienes de dominio público local». Tales ingresos, cuando deriven de la utilización privativa o aprovechamiento especial de los bienes de dominio público, o serán tasas como así dispone la expresión «en todo caso» del art. 20.1.A) TRLRHL, o cánones procedentes de la concesión de los aprovechamientos sobre dichos bienes, previstos en los artículos 80.7 y 87.6 RB.

La adición de un nuevo apartado 4 al entonces art. 3 LRHL, efectuada por la Ley 50/1998, permite considerar también como ingresos de Derecho privado el importe obtenido en la enajenación de bienes integrantes del patrimonio como consecuencia de su desafectación como bienes de dominio público y posterior venta, aunque hasta entonces estuvieran sujetos a concesión administrativa. Autorización que, en sí misma, no constituye novedad, toda vez que la condición de inalienables, inembargables e imprescriptibles de los bienes de dominio público se pierde cuando éstos, previa su desafectación, se convierten en patrimoniales, y la alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público, incluidos los comunales, ya estaba -y está- permitida por la LRBRL, que la encomienda a la competencia del Pleno [arts. 22.2.l) y 33.2.g)]  (1)  con exigencia de quórum especial de mayoría absoluta [art. 47.2.n)] y se regula en el art. 8 RB. Lo novedoso fue el último inciso de dicho apartado 4 cuando señala que, salvo que la Legislación de desarrollo de las Comunidades Autónomas prevea otra cosa, quien fuera el último concesionario antes de la desafectación tendrá derecho preferente de adquisición directa de los bienes sin necesidad de subasta pública. Régimen excepcional que no deja de tener sus riesgos.

2.  ESTUDIO INDIVIDUALIZADO

2.1.  Rendimientos o productos de su patrimonio

El artículo 132 CE dispone:


«1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación.

2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental.

3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su administración, defensa y conservación.»



En relación con el apartado 3 de este precepto, ha de señalarse que la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas (LPAP), ha derogado la Ley 89/1962, de 24 de diciembre, de Bases del Patrimonio del Estado, y su Texto Articulado, aprobado por Decreto 1022/1964, de 15 de abril.

Dicha Ley 33/2003 dedica el capítulo II del Título Preliminar al Patrimonio de las Administraciones Públicas y dentro de dicho capítulo, el art. 3, que tiene el carácter de legislación básica (D.F. 2.ª), dispone:


«1. El patrimonio de las Administraciones públicas está constituido por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos.

2. No se entenderán incluidos en el patrimonio de las Administraciones públicas el dinero, los valores, los créditos y los demás recursos financieros de su hacienda ni, en el caso de las entidades públicas empresariales y entidades análogas dependientes de las comunidades autónomas o corporaciones locales, los recursos que constituyen su tesorería.»



Y así lo ha entendido el Tribunal Constitucional que en su sentencia 166/1998 (LA LEY 8317/1998) declara, en sus Fundamentos Jurídicos 9 y 10, que:


«El Abogado del Estado también ha alegado que la inembargabilidad establecida por el art. 154.2 LHL posee una justificación autónoma, basada en la intangibilidad de los bienes y fondos públicos en atención a su destino, que no es otro que la satisfacción de intereses y finalidades públicos.

Esta alegación ciertamente ha de compartirse con lo que respecta a "los derechos, fondos y valores" de la Hacienda local, a los que se refiere el precepto legal antes mencionado. Estos, en efecto, son los "recursos financieros" de la Entidad local, ya se trate de "dinero, valores o créditos" resultantes de "operaciones tanto presupuestarias como extrapresupuestarias", que constituyen la Tesorería de dicha Entidad (art. 175.1 LHL). Y dado que tales recursos están preordenados en los presupuestos de la Entidad a concretos fines de interés general, es evidente que requieren una especial protección legal, tanto por su origen en lo que respecta a los ingresos de Derecho público -la contribución de todos al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31.1 CE)- como por el destino al que han sido asignados por los representantes de la soberanía popular.

Consideración que enlaza, de otra parte, con uno de los principios que el art. 103.1 CE reconoce: El de la eficacia en la actuación de la Administración Pública. Principio a cuyo contenido ya hemos hecho referencia no solo en relación con la organización y medios de una Administración Pública sino también con el estatuto general de su actividad como poder público y las potestades que le han sido atribuidas (SSTC 22/1984, 27/1987, 178/1989). Al igual que con el principio de la "continuidad de los servicios públicos", del que hemos dicho que puede servir de fundamento "a la exclusión de la ejecución forzosa respecto de bienes de titularidad pública" (STC 107/1992, fundamento jurídico 3).

Ahora bien, si de los "recursos financieros" de las Entidades locales pasamos a "los bienes en general de la Hacienda local", también comprendidos en la prohibición de embargo del inciso primero del art. 154.2 LHL, para poder determinar si las medidas de ejecución forzosa afectan o no negativamente a los principios que se acaban de mencionar es conveniente examinar cuáles son los elementos que integran "la Hacienda local" y, seguidamente, las categorías generales de bienes de las Entidades locales. Pues solo mediante este examen se podrá verificar si la justificación basada en dichos principios es o no razonable y, además, proporcionada y no excesiva en lo que respecta, en concreto, a "los bienes en general" a que alude el mencionado precepto.

FJ 10. En cuanto a lo primero, a las "Haciendas locales" se refiere el art. 142 CE, precepto en el que se configura no una autonomía económica y financiera en el sentido de que dispongan de unos "medios propios patrimoniales y tributarios, suficientes para el cumplimiento de sus funciones... sino la suficiencia de aquellos medios" (STC 96/1990, fundamento jurídico 7). Y en algún precepto legal también se ha aludido a los "medios económicos de las Entidades locales" para comprender en esta noción tanto "el producto de los recursos reconocidos por las Leyes" como "las propiedades, valores y derechos pertenecientes a las mismas" (art. 178 del antiguo texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 Abr., derogado por la disposición derogatoria primera de la LHL). Lo que sin duda se corresponde con una concepción objetiva de la Hacienda Pública como conjunto organizado tanto de bienes como de derechos, inicialmente plasmada en el art. 1 de la Ley de 20 Feb. 1850, donde se dispuso que estaba constituida por "todas las contribuciones, rentas, fincas, valores y derechos que pertenecen al Estado". Precepto que pasa, con ligeras variantes, a disposiciones posteriores, como es el caso del art. 1 de la Ley de 1 Jul. 1911, de Administración y Contabilidad de la Hacienda Pública.

No obstante, la noción más moderna considera a la Hacienda Pública como un conjunto en el que se integran, en cuanto manifestaciones típicas de la actividad financiera, tanto el ingreso público o los "derechos" como el gasto público o las "obligaciones" de contenido económico de un determinado ente público, según se expresa en el art. 2 LGP. Y así, en correspondencia con lo previsto de un lado en la Ley del Patrimonio del Estado (art. 1 del texto articulado aprobado por Decreto 1.022/1964, de 15 Abr., en adelante LPE) y, de otro, en los arts. 2 y 22 LGP, el resultado es que en las disposiciones de Derecho local hoy vigentes se configura una clara separación entre el "patrimonio" de las Entidades locales y la "Hacienda local".

El primero, en efecto, está constituido "por el conjunto de bienes, derechos y acciones que les pertenecen" (art. 79 de la Ley 7/1985, de 2 Abr., reguladora de las Bases del Régimen Local, en adelante LBRL). En la Hacienda local, en cambio, se integra el conjunto de los ingresos, tributos propios, participaciones en tributos de otros Entes públicos, subvenciones, precios públicos, productos de las operaciones de créditos, las multas que perciben, así como por las demás prestaciones de Derecho público (art. 2.1 LHL). En suma, los "tributos y cantidades que, como ingresos de Derecho público deben percibir las Entidades locales" (art. 2.2 LHL). Y los apartados 2 y 3 del art. 3 de esta disposición refuerzan la separación entre "Hacienda" y "patrimonio" al determinar el primero que constituyen "ingresos de Derecho privado" de las Entidades locales, que forman parte de su Hacienda, "los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a título de herencia, legado o donación". Mientras que el segundo considera "patrimonio de las Entidades locales el constituido por los bienes de su propiedad, así como por los derechos reales o personales de que sean titulares, susceptibles de valoración económica, siempre que unos y otros no se hallen afectos al uso o servicio público".

En definitiva, aunque el art. 154.2 LHL se refiera a la "Hacienda local", es evidente que, por los elementos que incluye en esta noción, tal referencia no se corresponde con el contenido de la "Hacienda local" según el art. 2 de dicha Ley. Pues este precepto, como se ha indicado, lo limita a los derechos (los ingresos públicos) y a las obligaciones (el gasto público), sin extenderlo a los "bienes en general".»



Como indica el art. 4 de la misma Ley, los bienes y derechos que integran el patrimonio de las Administraciones públicas pueden ser de dominio público o demaniales y de dominio privado o patrimoniales. Esta última clase se define en su art. 7, que dispone:


«1. Son bienes y derechos de dominio privado o patrimoniales los que, siendo de titularidad de las Administraciones públicas, no tengan el carácter de demaniales.

2. En todo caso, tendrán la consideración de patrimoniales de la Administración General del Estado y sus organismos públicos los derechos de arrendamiento, los valores y títulos representativos de acciones y participaciones en el capital de sociedades mercantiles o de obligaciones emitidas por éstas, así como contratos de futuros y opciones cuyo activo subyacente esté constituido por acciones o participaciones en entidades mercantiles, los derechos de propiedad incorporal, y los derechos de cualquier naturaleza que se deriven de la titularidad de los bienes y derechos patrimoniales.

3. El régimen de adquisición, administración, defensa y enajenación de los bienes y derechos patrimoniales será el previsto en esta ley y en las disposiciones que la desarrollen o complementen. Supletoriamente, se aplicarán las normas del derecho administrativo, en todas las cuestiones relativas a la competencia para adoptar los correspondientes actos y al procedimiento que ha de seguirse para ello, y las normas del Derecho privado en lo que afecte a los restantes aspectos de su régimen jurídico.»



Compatibles con tales preceptos y sus concordantes son los contenidos, respecto a los bienes de las Entidades locales en los arts. 79 y 80 LRBRL, 76 a 83 TRRL, y el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (en lo sucesivo, RB), aprobado por RD 1372/1986, de 13 de junio.

Los bienes patrimoniales constituyen, pues, la propiedad privada de los Entes Locales, para cuya protección tienen atribuidas una serie de prerrogativas que aproximan la posición de estos bienes a la de los demaniales: los arts. 4.1 LRBRL y 44.1 RB atribuyen a los Entes Locales la facultad de reintegro posesorio (interdictum proprium); la de investigar la situación de los bienes y derechos que se presuman patrimoniales a fin de determinar su propiedad cuando no le conste pero existan indicios de que pueda corresponderle; la potestad de deslinde, que implica el ejercicio de una prerrogativa que excede de la facultad que todo propietario tiene de deslindar su propiedad (art. 384 CC), al no necesitar someterse al procedimiento de jurisdicción voluntaria de deslinde (arts. 2061 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil de 3 de febrero de 1881, provisionalmente vigentes, según la DD Única. 1.1 de la nueva LEC.2000, hasta que entre en vigor la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria), contando con un procedimiento propio regulado en los arts. 57 a 70 RB y 82 LRBRL; finalmente, y hasta la STC 166/1998, de 15 de julio, eran inembargables, por disposición del artículo 154.2 LRHL.

Es a este de patrimonio de los Entes Locales al que se refiere el art. 3 TRLRHL cuando señala, en el primer inciso de su apartado 1, que son ingresos de derecho privado los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio.

Dentro de este grupo pueden distinguirse las rentas de inmuebles, los intereses de capital mobiliario, los rendimientos empresariales, y el producto de la enajenación de terrenos o de otras inversiones reales, y de derechos reales y personales. Que vemos por separado a continuación:

2.1.1.  Rentas de inmuebles

La explotación de los bienes patrimoniales puede efectuarse bien directamente por la Entidad Local titular, bien cediéndola a un particular mediante contrato, a cambio de un canon o precio: éste no podrá ser inferior al 6 por ciento del valor en venta de los bienes arrendados o cedidos en cualquier otra forma, pues así lo establece el art. 92.2 RB. Esta segunda es la forma normal de utilización.

Tanto el arrendamiento como cualquier otra forma de cesión de uso (art. 92.1 RB) se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, por la normativa reguladora de la contratación de las Entidades Locales, conforme al art. 83 TRRL, que remite, por tanto, a los arts. 20.2 y 21 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, rigiéndose por el Derecho privado todo lo relativo a sus efectos y extinción. Así lo han declarado en numerosas SSTS, entre otras, las de 13 noviembre 1979 (EC 690/1981), 15 febrero 1983 (EC 1243/1985) y 25 junio 1992 (EC 1986/1994).

Han de distinguirse, pues, dos aspectos: uno formal, que atañe a la preparación y adjudicación del contrato y se rige por las normas de Derecho Público reguladoras de la contratación administrativa, y otro de orden sustantivo, que se refiere al contenido, efecto y extinción de la relación contractual arrendaticia sobre un bien cuyo dominio la Administración ostenta a título privado, aspectos que se regulan por las normas de derecho privado que le sean aplicables. Así, si se trata del arrendamiento de una vivienda, la normativa aplicable será la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos (en lo sucesivo, LAU).

En resumen, sin perjuicio de la aplicación de las normas de Derecho privado que procedan en cada caso, según el tipo de relación contractual de que se trate, existen determinadas especialidades de orden administrativo, cuales son:

- En cuanto a la forma de adjudicación, conforme al artículo 92.1 RB, ha de ser la subasta siempre que su duración fuera superior a cinco años o el precio estipulado exceda del 5 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto. En otro caso, de no darse tales limitaciones la cesión podrá efectuarse directamente.

- En cuanto al contenido de la relación contractual, vendrá limitada en sus aspectos jurídico-privados, por lo que al precio a satisfacer a la administración por el arrendatario o cesionario por cualquier título, ya que no podrá ser inferior al 6 por ciento del valor en venta de los bienes, conforme al art. 92.2 RB.

2.1.2.  Intereses del capital mobiliario

Según el art. 79.1 LRBRL, se integran en el patrimonio de los Entidades Locales no sólo los bienes, sino también los derechos y las acciones que les pertenezcan. Por tanto, el dinero y los valores mobiliarios también forman parte del patrimonio de los Entidades Locales, pero sus rendimientos no son ingresos de derecho privado según ha declarado el Tribunal Constitucional en los FJ 9 y 10 de la sentencia 166/1998, anteriormente referenciada. Conforme a los arts. 87 TRRL y 37 RB, los valores mobiliarios se custodiarán bien en la Caja de la Corporación, bien en establecimientos bancarios en los que exista intervención del Estado. En el primer caso, será la propia Corporación la que haya de preocuparse de los vencimientos de intereses o la aprobación de dividendos, para su ingreso en la Tesorería, en tanto que en el segundo caso es la propia entidad crediticia la que, a cambio de una comisión se encarga de todas las gestiones de cobro.

Por lo que se refiere al dinero metálico, su inversión en cuentas bancarias a la vista normalmente produce una rentabilidad baja, por lo que una deficiente gestión de los excedentes de tesorería tendrá como consecuencia una disminución de los posibles ingresos patrimoniales por este concepto. Hasta la promulgación de la LRHL no existía soporte legal a una aspiración sentida por los gestores de las economías locales cuando pretenden rentabilizar las situaciones coyunturales en que existe un exceso de fondos disponibles debido a que las atenciones que con ellos han de financiarse no son inmediatamente exigibles a la Entidad. Pero actualmente los arts. 197.1.d) y 199.2 TRLRHL prevén la posibilidad de cuentas financieras retribuidas, las llamadas cuentas financieras de colocación de excedentes de tesorería, y la rentabilización de dichos excedentes mediante inversiones que reúnan las condiciones de liquidez y seguridad. Requisitos que se refieren a la posibilidad de monetizar la inversión sin pérdidas significativas de valor. Esto es, a la posibilidad de vender el valor en un mercado secundario o al hecho de poder negociar vencimientos muy cortos sin excesiva penalización sobre su rentabilidad. En esta línea, algunas entidades ofrecen las denominadas cuentas primadas en las que los depósitos diarios se colocan en operaciones con vencimiento a un día, como pueden ser «repos» de deuda pública o interbancario a un día.

2.1.3.  Rendimientos empresariales

La Constitución, en su art. 128.2, reconoce expresamente la iniciativa pública en la actividad económica. Ello supone que los Entes locales gozan de capacidad para el ejercicio de actividades económicas. Así lo reconocen los arts. 86.1 y 2 LRBRL y 96 TRRL, pero exigiendo una serie de condiciones, tales como que la actividad sea de utilidad pública, que se preste en régimen de libre concurrencia, y que se contraiga al término municipal y en beneficio de sus habitantes.

Es decir, se ha producido una superación del principio de subsidiariedad, sustituido por el de complementariedad o de co-iniciativa económica, en el que tanto la iniciativa privada como la pública se hallan reconocidas en régimen de igualdad. De ahí la evolución del criterio legislativo en cuanto al procedimiento para lograr la efectividad de los derechos de la Hacienda Local procedentes de este ámbito de su actividad, ya que el art. 4 TRLRHL se remite a las normas y procedimientos del Derecho privado, con lo que la Administración actúa en igualdad de condiciones que los particulares -sin privilegios y sin exclusivismos-, consecuencia de su reconocimiento constitucional como un agente más del mercado.

2.2.  Adquisiciones a título de herencia, legado o donación

El art. 5 LRBRL, redactado conforme a la Ley 11/1999, de 21 de abril, atribuye a las Entidades Locales plena capacidad jurídica para adquirir toda clase de bienes, para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias. Dicho artículo, en tal sentido, establece:

«Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades Locales, de acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar, permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.»


En el mismo sentido, el artículo 9.1 RB dispone que las Entidades Locales tendrán capacidad jurídica plena para adquirir y poseer bienes de todas clases. Adquisición que, según el art. 10 de la misma norma, puede producirse por las causas siguientes:


	
a) Por atribución de la Ley. 

	
b) A título oneroso, con ejercicio o no de la facultad de expropiación. 

	
c) Por herencia, legado o donación. 

	
d) Por prescripción. 

	
e) Por ocupación. 

	
f) Por cualquier otro modo legítimo conforme al ordenamiento jurídico. 



De todas estas formas de adquisición, el art. 3 TRLRHL únicamente hace referencia a las de la letra c), a título de herencia, legado o donación, lo que obviamente no excluye las demás enumeradas por el Código civil.

La adquisición a título de herencia, legado o donación constituye una forma de adquirir la propiedad de los bienes a título gratuito o lucrativo, que, conforme al apartado 1 del art. 12 RB, no está sujeta a restricción legal alguna, salvo que, según precisa el apartado 2, estuviera sujeta tal adquisición a alguna condición o modalidad onerosa, en cuyo caso será requisito previo a la aceptación, la tramitación de expediente en que se acredite que el valor del gravamen impuesto es inferior al valor del bien que se adquiere por este procedimiento.

Particularidad de las adquisiciones por herencia, es la establecida en el apartado 3 del mismo precepto, según el cual la aceptación de herencias se entenderá siempre a beneficio de inventario, institución que supone que, de ser superiores las deudas del causante al valor de los bienes de la herencia, queda sin efecto la aceptación.

El art. 13 del citado Reglamento dispone que «si los bienes se hubiesen adquirido bajo condición o modalidad de su afectación permanente a determinados destinos, se entenderá cumplida y consumada cuando durante treinta años hubieren servido al mismo y aunque luego dejen de estarlo por circunstancias sobrevenidas de interés público».

En cuanto a la adquisición a título de donación, rigen los preceptos contenidos en el Título II del Libro III del C. Civil (arts. 618 y siguientes). En consecuencia, la donación se perfecciona desde que el donante conoce la aceptación del donatario (art. 623), no produciendo efectos ni obligando al donante sino desde la aceptación (art. 629), que obligatoriamente ha de realizarse -para que produzca efectos-, en vida del donante (art. 633, párrafo segundo).

De conformidad con los arts. 632 y 633, las donaciones de bienes muebles podrán hacerse verbalmente, con entrega simultánea de la cosa, o por escrito, en tanto que las donaciones de bienes inmuebles, para su validez, requieren de escritura pública, con expresión individual de los bienes donados y el valor de las cargas que deba satisfacer el donatario.

2.3.  Productos de la enajenación de bienes patrimoniales

2.3.1.  Posibilidad legal

Mientras que los bienes de dominio público y los comunales son inalienables, de acuerdo con los arts. 132 CE y 80.1 LRBRL, por el contrario, los patrimoniales, también llamados «de propios», son susceptibles de enajenación, constituyendo el producto de la misma un ingreso de derecho privado. Enajenación que puede consistir tanto en la venta del bien cuanto en la constitución de derechos reales limitados sobre el mismo.

En cualquier caso, con independencia de los requisitos que todo contrato ha de reunir para su validez según las normas de Derecho Privado (art. 1261 C. Civil), han de cumplirse los presupuestos que para la enajenación de bienes patrimoniales exige la legislación local. Conforme al apartado 2 del art. 80 LRBRL, los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y, en su defecto, por las normas de Derecho privado. Normativa completada por los arts. 79 a 82 TRRL y 109 a 119 RB.

La enajenación de bienes inmuebles mediante venta exige la tramitación de un expediente, en el que se ha de incorporar la correspondiente valoración técnica del bien que acredite «de modo fehaciente su justo precio», como dispone el art. 118 RB.

En el supuesto de que su valor exceda del 25 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto anual de la Entidad local, la enajenación requiere de autorización del órgano competente de la Comunidad Autónoma, según establecen los artículos 79.1 TRRL y 109.1 RB. Si el bien tuviera carácter monumental, histórico o artístico, se precisará, además, informe previo del órgano estatal o autonómico competente conforme a la legislación sobre Patrimonio Histórico y Artístico (artículos 81 Texto Refundido de Régimen Local y 117 Reglamento de Bienes).

Por último, los arts. 79.1 TRRL y 109.2 RB exigen que de toda enajenación de bienes inmuebles que se realice, se dé cuenta al órgano competente de la Comunidad Autónoma.

2.3.2.  Órgano competente para acordar la enajenación

La nueva regulación en esta materia está constituida por la Disposición Adicional Segunda de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, que deroga los correspondientes artículos de la LRBRL. En su número 2, dicha disposición atribuye la competencia para la enajenación del patrimonio al Pleno cuando no esté atribuida al Alcalde o Presidente, así como cuando se trata de bienes de valor histórico o artístico, cualquiera que sea su valor. En el párrafo segundo del número 1, la citada Disposición Adicional atribuye la competencia a los Alcaldes y Presidentes de las Entidades locales cuando el importe de la enajenación no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto ni el importe de tres millones de euros. En el número 3 se refiere a los municipios de gran población del art. 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, atribuyendo las competencias anteriormente enumeradas a la Junta de Gobierno Local, cualquiera que sea el importe del contrato.

2.3.3.  Formas de contratación

Salvo en el caso de permuta, los arts. 80 TRRL y 112 RB establecen la obligatoriedad de la subasta pública para cualquier tipo de enajenación, debiendo sujetarse a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales, que, como sabemos, está constituida por la LCSP.

Como excepción, el art. 115 RB permite la venta directa de las parcelas sobrantes de la vía pública, a favor del propietario o propietarios colindantes.

Por último, el apartado 4 del art. 3 TRLRHL, añadido por el artículo 18.2 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, posibilita la enajenación de bienes afectos al dominio público, cuyo producto también tendrá la consideración de ingreso de Derecho privado, si previamente se ha realizado su desafectación. Constituye otro supuesto de excepción de subasta pública, salvo que la legislación de desarrollo de la Comunidad Autónoma prevea otra cosa, otorgando derecho preferente para su adquisición a quien fuera el último concesionario antes de la desafectación.

3.  EFECTIVIDAD

En contra de lo que establecía el actualmente derogado art. 191.1 TRRL, en orden a que los procedimientos para la cobranza de «todos» los recursos y créditos liquidados a favor de las Entidades Locales «serán sólo administrativos», el art. 4 TRLRHL dispone que: «La efectividad de los derechos de la Hacienda local comprendidos en este capítulo se llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del Derecho privado».

Así pues, tratándose de esta clase de recursos, no es posible acudir a la vía de apremio. Precepto que coincide con el contenido en el artículo 10.1 de la Ley General Presupuestaria, norma que reserva a la cobranza de los ingresos de Derecho Público la posibilidad de actuar «conforme a los procedimientos administrativos correspondientes», caracterizados por la posición privilegiada en que la Administración, en cuanto actúa como tal, se encuentra. El art. 19.1 de la misma Ley 47/2003, de 20 de noviembre, dispone que «la efectividad de los derechos de naturaleza privada de la Hacienda Pública estatal se llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del derecho privado».

Los rendimientos procedentes del patrimonio son diametralmente opuestos a los créditos tributarios, constituyendo el prototipo de ingresos de Derecho Privado dado que el Estado actúa desprovisto de su potestad de imperio y con sujeción al ordenamiento jurídico privado. Expresamente el art. 6.2 RB establece que «los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y, en su defecto, por las normas de Derecho Privado».

4.  DESTINO

4.1.  Del producto de los bienes patrimoniales

En virtud de los principios de unidad, universalidad y presupuesto bruto, estos ingresos, al igual que los restantes de la Entidad local de que se trate, han de integrar su Presupuesto general.

Sin perjuicio de ello, ha de tenerse en cuenta que la ley prevé algunos supuestos de adscripción de determinados ingresos a finalidades específicas. Así, el art. 5 TRLRHL establece que «Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos que tengan la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de vías públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o provinciales».

Sin embargo, la STC 15 julio 1998 introdujo indirectamente una nueva excepción, al declarar que el privilegio de inembargabilidad de los «bienes en general» de las Entidades locales que contenía la redacción primitiva del art. 154.2 LRHL, «en la medida en que comprende no sólo los bienes demaniales y comunales sino también los bienes patrimoniales pertenecientes a las Entidades locales que no se hallan materialmente afectados a un uso o servicio público, no resulta conforme con el derecho a la tutela judicial efectiva que el artículo 24.1 CE garantiza a todos, en su vertiente de derecho subjetivo a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes». Lo que puede traer como consecuencia que una condena judicial firme en un supuesto de responsabilidad patrimonial de una Entidad local (que, desde el punto de vista de ésta, sería un gasto corriente) haya de llegar a hacerse efectiva mediante la enajenación forzosa, en fase de ejecución judicial, de un bien patrimonial de la Entidad.

4.2.  Del producto de la enajenación del Patrimonio Municipal del Suelo

El artículo 16.1 RB se remite en materia de Patrimonio municipal del Suelo a su legislación específica, que, en la actualidad, está constituida por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, arts. 38 y 39, que establecen:


Artículo 38. Noción y finalidad

1. Con la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística, integran los patrimonios públicos de suelo los bienes, recursos y derechos que adquiera la Administración en virtud del deber a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 16, sin perjuicio de los demás que determine la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.

2. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo constituyen un patrimonio separado y los ingresos obtenidos mediante la enajenación de los terrenos que los integran o la sustitución por dinero a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 16, se destinarán a la conservación, administración y ampliación del mismo, siempre que sólo se financien gastos de capital y no se infrinja la legislación que les sea aplicable, o a los usos propios de su destino.

Artículo 39. Destino

1. Los bienes y recursos que integran necesariamente los patrimonios públicos de suelo en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Podrán ser destinados también a otros usos de interés social, de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística, sólo cuando así lo prevea la legislación en la materia especificando los fines admisibles, que serán urbanísticos o de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural.

2. Los terrenos adquiridos por una Administración en virtud del deber a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 16, que estén destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública que permita tasar su precio máximo de venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, no podrán ser adjudicados, ni en dicha transmisión ni en las sucesivas, por un precio superior al valor máximo de repercusión del suelo sobre el tipo de vivienda de que se trate, conforme a su legislación reguladora. En el expediente administrativo y en el acto o contrato de la enajenación se hará constar esta limitación.

3. Las limitaciones, obligaciones, plazos o condiciones de destino de las fincas integrantes de un patrimonio público de suelo que se hagan constar en las enajenaciones de dichas fincas son inscribibles en el Registro de la Propiedad, no obstante lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley Hipotecaria y sin perjuicio de que su incumplimiento pueda dar lugar a la resolución de la enajenación.

4. El acceso al Registro de la Propiedad de las limitaciones, obligaciones, plazos o condiciones a que se refiere el apartado anterior produce los siguientes efectos:

a) Cuando se hayan configurado como causa de resolución, ésta se inscribirá en virtud, bien del consentimiento del adquirente, bien del acto unilateral de la Administración titular del patrimonio público de suelo del que proceda la finca enajenada, siempre que dicho acto no sea ya susceptible de recurso ordinario alguno, administrativo o judicial.

Sin perjuicio de la resolución del contrato, la Administración enajenante podrá interesar la práctica de anotación preventiva de la pretensión de resolución en la forma prevista por la legislación hipotecaria para las anotaciones preventivas derivadas de la iniciación de procedimiento de disciplina urbanística.

b) En otro caso, la mención registral producirá los efectos propios de las notas marginales de condiciones impuestas sobre determinadas fincas.



Con carácter subsidiario de la legislación autonómica, resultaría también de aplicación el art. 168 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril de 1976 (abreviadamente, TRLS.76), que ha recobrado su vigencia tras la sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, a cuyo tenor:


«1. La enajenación de terrenos pertenecientes a las Entidades Locales requerirá subasta pública, cuyo tipo de licitación será el valor urbanístico o, si excediera de éste, el que resulte de sumar al importe de adquisición la parte proporcional de las obras y servicios establecidos, gastos complementarios de gestión o preparación, alojamiento para familias o empresas radicadas e indemnizaciones satisfechas.

2. Si la subasta quedare desierta, la Corporación podrá enajenar directamente dentro del plazo máximo de un año, con arreglo al precio tipo de licitación y estableciendo la obligación de comenzar la edificación en el plazo de seis meses y de terminarla en otro adecuado a la importancia de la misma.»



De los preceptos anteriormente transcritos se desprende que el producto de las enajenaciones de los bienes integrados en el Patrimonio Municipal del Suelo debe ser considerado como ingreso afectado, de modo que no puede aplicarse a gastos distintos de los de conservación o ampliación del patrimonio separado en que consiste dicho Patrimonio Municipal del Suelo.

¿Cuál es el alcance del deber de reinvertir? Esta cuestión ya ha sido objeto de diversas construcciones doctrinales, entre las que podemos citar las de GARCÍA DE ENTERRÍA y PAREJO, Lecciones de Derecho Urbanístico, PÉREZ MORENO, Aspectos jurídicos del Patrimonio Municipal del Suelo, o LÓPEZ JURADO. En resumen, podemos citar las siguientes:

a) Se ha dicho que el dinero procedente de la enajenación de bienes del Patrimonio Municipal del Suelo forma parte del propio patrimonio, en virtud del principio de subrogación real.

Ahora bien, como expone LÓPEZ JURADO, «el artículo 280.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo -referencia que hoy ha de entenderse en relación con al art. 39 del Real Decreto Legislativo 2/2008- determina que los bienes que integran el Patrimonio Municipal del Suelo se destinan a la construcción de viviendas de protección oficial u otros usos de interés social. Si se entiende que, en virtud del principio de subrogación real, el fruto de la enajenación de esos bienes forma parte de dicho patrimonio, en ese caso, esos ingresos se podrán destinar a una pluralidad de fines, distintos de la conservación o aumento del patrimonio municipal del suelo. El deber de reinversión que fundamentaba la construcción doctrinal en virtud de la cual se afirmaba que existía una subrogación real se cuartearía. El deber de reinversión se refiere al producto de enajenación de bienes del Patrimonio pero sólo en la medida en que no se dé esa subrogación real, sólo en la medida en que esos frutos salgan de la órbita del patrimonio».

b) Es necesario revisar la doctrina de considerar lo que se ha denominado «principio de autofagia» en el sentido de entender los fondos del Patrimonio Municipal del Suelo como rotatorios y cerrados, sin poner en peligro la funcionalidad de la figura. Una cosa es el destino del Patrimonio Municipal del Suelo y otra el destino del dinero obtenido por su enajenación, que ha de dedicarse a la «ampliación y conservación del mismo». LÓPEZ JURADO argumenta que el deber de reinversión a esos fines queda cumplido mediante otras inversiones en materia de urbanismo y vivienda.

c) Desde luego, es evidente que existe una prohibición absoluta a destinar ingresos procedentes de enajenación de bienes patrimoniales a financiar gastos corrientes, en cuanto ingresos de Derecho Privado. Pero, a veces, la determinación de las situaciones fronterizas no es tan nítida. Así, cabe preguntarse si podría aplicarse el producto de la enajenación de bienes del Patrimonio Municipal del Suelo para amortizar anticipadamente préstamos destinados en su día a los fines señalados en los artículos 38 y 39 anteriormente citados. Tal amortización anticipada implicaría la disminución de las anualidades de intereses y amortización a incluir como carga financiera en los presupuestos sucesivos, y, por tanto, la disminución de las necesidades de financiación de tales presupuestos. La Cámara de Cuentas de Andalucía, en fiscalización realizada a algunos Ayuntamientos, admite tal posibilidad.

d) Por último, existe un gran debate en relación con la cuestión de si los ingresos obtenidos por enajenación o aportación en metálico sustitutoria de cesiones correspondientes al Patrimonio Municipal del Suelo, sólo pueden ser invertidos en obras de urbanización del propio Patrimonio Municipal del Suelo; es decir, si la incorporación al proceso de urbanización, ya que apareciendo como destino preciso del bien patrimonial, según el artículo 39.1, queda restringida a la conservación y ampliación del propio patrimonio en cuanto se ha producido su conversión a dinero, conforme al artículo 38.2. En tal sentido hemos de decir que, por supuesto se trata de ingresos afectados a un fin específico. Pero una interpretación restrictiva de este precepto no debe hacer olvidar no ya sólo los fines generales del Patrimonio Municipal del Suelo y su objeto específico de contribuir a la regulación del mercado del suelo, sino que la permanencia indefinida en el patrimonio, sin incorporarse al proceso urbanizador, puede conducir a una nueva situación de «bienes en manos muertas» que no sólo incumpliría los deberes de actividad urbanizadora en concretos plazos, sino que también anularían el efecto de prevenir, encauzar y desarrollar técnica y económicamente la expansión de la población, a cuyo servicio ha de estar el Patrimonio Municipal del Suelo.

La Jurisprudencia, no obstante, ha interpretado muy restrictivamente el tema relativo a la finalidad de los ingresos procedentes de la enajenación de terrenos o la sustitución de su equivalente a metálico, y así podemos citar, entre otras, la STS 2 noviembre 1995 (EC 3535/1996), que mantiene la tesis de que el producto de la enajenación del patrimonio municipal del suelo no puede destinarse a satisfacer necesidades generales del municipio «sino a los fines concretamente previstos en la normativa reguladora de estos patrimonios, incluso en el supuesto de que el Plan General vigente haya renunciado a la expansión de la población».





	 (1) 

	Curiosamente, en las Entidades locales sujetas al régimen de organización del nuevo Título X LRBRL esas funciones no se encomiendan de forma expresa a ninguno de los órganos regulados en dicho Título, sin que -a nuestro juicio- esté claro que deba ser el Pleno por aplicación supletoria del art. 47.2 LRBRL, pues la exigencia de quórum especial en dichas Entidades se regula específicamente en el art. 123.2 LRBRL.
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Dentro del conjunto de ingresos de los Entes locales, los más característicos y de mayor importancia cuantitativa y cualitativa son los tributos, cuya nota común es la coactividad y su fijación unilateral por parte de la Entidad pública. Ello explica que la facultad originaria de establecer tributos se reserva en exclusiva al Estado (arts. 133.1 CE y 4.1 LGT), correspondiendo a los demás Entes territoriales únicamente la potestad tributaria derivada (arts. 113.2 CE y 4.2 y 3 LGT).

Manifestación de esta competencia exclusiva del Estado -al que igualmente compete, también en exclusiva (art. 149.14.ª CE), la Hacienda general- es la Ley General Tributaria, en la actualidad la aprobada por Ley 58/2003, de 17 de diciembre (abreviadamente, LGT.03), que rige desde 1de julio de 2004, con las excepciones que en su momento veremos.

Esta Ley es la primera que en nuestro Derecho positivo contiene una definición expresa de los tributos como categoría genérica, en su art. 2.1, a cuyo tenor:


1. Los tributos son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos.

Los tributos, además de ser medios para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política económica general y atender a la realización de los principios y fines contenidos en la Constitución.



La LGT.03, al igual que durante toda su vigencia lo fue la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, de igual denominación (en lo sucesivo, LGT.63), es directamente aplicable a los tributos locales, y así resulta de su art. 1.1, a cuyo tenor: «Esta ley establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y será de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución». Y diversos artículos del capítulo del TRLRHL que ahora comentamos hacen remisión expresa de dicha Ley.

Sin embargo, la ley específicamente local ha de contemplar las particularidades de las Entidades de esta naturaleza, como son el limitado ámbito espacial de su competencia, la forma de ejercer la potestad tributaria derivada y su competencia tributaria, así como la enumeración y tipificación de los tributos que válidamente pueden exigir. A ello se dedica el presente capítulo, que consta de las cinco Secciones siguientes: 1.ª, Normas generales. 2.ª, Imposición y ordenación de tributos locales. 3.ª, Tasas. 4.ª, Contribuciones especiales, y 5.ª, Impuestos y recargos.





Artículo 6. Principios de tributación local 




Los tributos que establezcan las entidades locales al amparo de lo dispuesto en el artículo 106.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes principios:

a) No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la respectiva entidad.

b) No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la Entidad impositora, ni el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio.

c) No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la fijación de la residencia de las personas o la ubicación de empresas y capitales dentro del territorio español, sin que ello obste para que las entidades locales puedan instrumentar la ordenación urbanística de su territorio.



Este artículo recoge sin variaciones del texto del art. 6 LRHL, que conservaba su redacción inicial.

PRINCIPIOS DE TRIBUTACIÓN LOCAL

Junto con los contemplados en este artículo 6, que son específicos de las Entidades locales, han de tenerse en cuenta los emanados directamente de la Constitución, en particular los de sus arts. 31 y 134.7, que disponen:


«Art. 31. 1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Art. 134. ... 7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea.»



Hay también otros preceptos constitucionales relacionados con la materia, cuales son los principios de legalidad y no retroactividad de las disposiciones no favorables o restrictivas de los derechos individuales (art. 9.3), la igualdad de los ciudadanos ante la Ley (art. 14), la obligación de los poderes públicos de promover una más equitativa redistribución de la renta (art. 40.1), etc.

En el mismo sentido, el art. 3 LGT.03 establece:


«Principios de la ordenación y aplicación del sistema tributario.

1. La ordenación del sistema tributario se basa en la capacidad económica de las personas obligadas a satisfacer los tributos y en los principios de justicia, generalidad, igualdad, progresividad, equitativa distribución de la carga tributaria y no confiscatoriedad.

2. La aplicación del sistema tributario se basará en los principios de proporcionalidad, eficacia y limitación de costes indirectos derivados del cumplimiento de obligaciones formales y asegurará el respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios.»



Así pues, podemos distinguir:

1.  PRINCIPIOS GENERALES

1.1.  Reserva de Ley

Este principio, que es aplicación al ámbito tributario del principio de legalidad, incluye los de generalidad, igualdad, y respeto de los derechos y garantías de los obligados tributarios, que sólo pueden serlo en virtud de normas de rango legal. Plasma en el art. 8 LGT.03, que establece:


«Se regularán en todo caso por ley:

a) La delimitación del hecho imponible, del devengo, de la base imponible y liquidable, la fijación del tipo de gravamen y de los demás elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda tributaria, así como el establecimiento de presunciones que no admitan prueba en contrario.

b) Los supuestos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias de realizar pagos a cuenta y su importe máximo.

c) La determinación de los obligados tributarios previstos en el apartado 2 del artículo 35 de esta ley y de los responsables.

d) El establecimiento, modificación, supresión y prórroga de las exenciones, reducciones, bonificaciones, deducciones y demás beneficios o incentivos fiscales.

e) El establecimiento y modificación de los recargos y de la obligación de abonar intereses de demora.

f) El establecimiento y modificación de los plazos de prescripción y caducidad, así como de las causas de interrupción del cómputo de los plazos de prescripción.

g) El establecimiento y modificación de las infracciones y sanciones tributarias.

h) La obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones referidas al cumplimiento de la obligación tributaria principal y la de pagos a cuenta.

i) Las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones tributarias respecto de la eficacia de los actos o negocios jurídicos.

j) Las obligaciones entre particulares resultantes de los tributos.

k) La condonación de deudas y sanciones tributarias y la concesión de moratorias y quitas.

l) La determinación de los actos susceptibles de reclamación en vía económico-administrativa.

m) Los supuestos en que proceda el establecimiento de las intervenciones tributarias de carácter permanente.»



Ello no obsta a la posibilidad de delegación legislativa, a través de las Leyes de Bases previstas en el art. 82 CE, de la que hizo uso el art. 86 LRHL (en la actualidad, art. 85 TRLRHL).

1.2.  Capacidad económica, progresividad y equitativa distribución de la carga tributaria

Están íntimamente relacionados, pues la progresividad significa que cuanto mayor sea su capacidad económica, mayor ha de ser la carga a soportar por el sujeto pasivo, no sólo en términos absolutos (lo que constituiría el principio de proporcionalidad) sino en una proporción mayor. Ha de advertirse que el precepto constitucional predica esta característica del «sistema tributario» y no de cada tributo en particular.

La cuestión se planteó en el caso concreto de las tasas, en que el principio de capacidad económica ya había sido tenido en cuenta por la vieja LRL, de 24 de junio de 1995, cuyos artículos 438 y 442.1.d) permitieron la exención de las tasas a favor de las clases productoras de escasa capacidad económica, así como apuntaron la posibilidad de tener en cuenta a la hora de fijar los tipos de las Tarifas, la capacidad económica de los perceptores de los servicios.

Más contundente al respecto fue la Base 22 de la Ley 41/1975, de 19 noviembre, de Bases del Estatuto de Régimen Local, cuyo apartado 5 dispuso que «Para la fijación de las Tarifas de las tasas cuyas características lo permitan, se tendrá en cuenta la capacidad económica de las personas que deban satisfacerlas». Precepto reproducido en el art. 11 del Real Decreto 3250/1976, de 30 diciembre, y en el art. 204 TRRL.

Con ello se dio al traste con la doctrina de que las tasas, como tributos de naturaleza retributiva y no contributiva, debían responder únicamente al beneficio recibido por el sujeto por la prestación a su favor de servicios públicos o por la utilización privativa o especial del dominio público local.

Ya vigente la Constitución, el art. 7.4 de la LOFCA estableció que «Para la fijación de las tarifas de las tasas podrán tenerse en cuenta criterios genéricos de capacidad económica, siempre que la naturaleza de aquéllas se lo permita».

Este condicionamiento a que «las características lo permitan» desapareció en el texto primitivo de la LRHL, cuyo art. 24.3 dispuso que: «Para la determinación de la cuantía de las tasas deberán tenerse en cuenta criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados a satisfacerlas». Y ello porque, según se entendió en el debate parlamentario de esta Ley, el criterio de capacidad económica era de general aplicación a todos los tributos, incluidas las tasas, superándose así la clásica distinción entre los impuestos (tributos contributivos), determinados en función de la capacidad de pago o capacidad económica, y las tasas y contribuciones especiales (tributos retributivos), determinados en función del beneficio recibido o del aumento de valor de los bienes.

Sin embargo, la real naturaleza de las cosas viene finalmente a imponerse sobre el criterio voluntarista del legislador, pues si -como veremos en su momento- el rendimiento total de la tasa no puede superar el coste global del servicio y las tarifas han de beneficiar a los de capacidad económica más reducida, la parte de coste no financiada por éstos ha de repercutirse sobre los de mayor capacidad, que harán todo lo posible por eludir el hecho imponible, con el riesgo de un posible deterioro del servicio financiado de esta manera.

El punto de inflexión de esta tendencia lo marcó la LTPP, cuyo art. 8, intitulado «Principio de capacidad económica», dispone que «en la fijación de las tasas se tendrá en cuenta, cuando lo permitan las características del tributo, la capacidad económica de las personas que deben satisfacerlas». En la misma dirección, el actual art. 24 TRLRHL -que procede del equivalente de la LRHL, así redactado por Ley 25/1998, de 13 de julio- dispone en su apartado 4 que «Para la determinación de la cuantía de las tasas podrán tenerse en cuenta criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados a satisfacerlas». Donde el cambio del imperativo «deberán» por el facultativo «podrán» evidencia que la progresividad en materia de tasas es, obviamente, acorde con los criterios constitucionales pero no constituye una exigencia ineludible de la ordenación de dicho tributo, si sus características en cada caso no la permiten.

1.3.  Irretroactividad de las normas en materia de infracciones y sanciones y de recargos

Se recoge en el art. 10.2 LGT.03, a cuyo tenor:


«2. Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no tendrán efecto retroactivo y se aplicarán a los tributos sin período impositivo devengados a partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo período impositivo se inicie desde ese momento.

No obstante, las normas que regulen el régimen de infracciones y sanciones tributarias y el de los recargos tendrán efectos retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte más favorable para el interesado.»



1.4.  Carácter no confiscatorio

En este caso, el principio no sólo debe inspirar la legislación tributaria, sino que puede ser invocado con ocasión de cada aplicación concreta de un tributo. Es por ello que la jurisprudencia ha precisado el concepto, entendiendo (entre otras, STS 17 mayo 1996; LA LEY 7007) que «el carácter confiscatorio de los tributos viene determinado por su cuantía en relación con la capacidad económica del sujeto pasivo, es decir, un tributo es confiscatorio cuando para hacerlo efectivo el sujeto pasivo se ve obligado a disponer de parte de su patrimonio o, dicho de otro modo, cuando el Estado toma por vía coactiva para sí parte del patrimonio del administrado sin compensación directa».

Tales exigencias no siempre conducen a la desestimación del recurso por esta causa. Así, refiriéndose al antiguo Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos del RDL 3250/1976, de 30 de diciembre, luego incorporado al TRRL, la STS 24 febrero 1996 (LA LEY 1996, 3709) entendió que los valores de los tipos unitarios de los índices a los efectos de dicho impuesto, con un aumento global indiscriminado respecto de los anteriores, y que en el caso examinado era notorio que tal aumento no se había producido, o lo fue en menor entidad, da como resultado que, al no atenerse dichos aprecios al valor corriente en venta de los terrenos, el Impuesto se desnaturaliza y, en lugar del gravamen del aumento de valor habido en el período impositivo, se transforma en un tributo confiscatorio de la propiedad, quebrando el art. 31 CE; la subida, pues, ha de ser siempre ponderada y ajustada a la realidad que la motiva y condicionada al valor corriente en venta de los terrenos, que no es otro que el de la cotización económica de los mismos en el mercado de capitales, pues, de lo contrario, al venir la base impositiva del tributo determinada por la diferencia entre el valor inicial y el final y forzarse esta diferencia, en vez de gravarse la plusvalía, se grava el valor del terreno mismo, adulterándose con ello la finalidad y naturaleza del Impuesto.

2.  PRINCIPIOS ESPECÍFICOS DE LOS TRIBUTOS LOCALES

2.1.  Ámbito territorial limitado

El Estado no sólo es titular de la potestad tributaria originaria, sino que extiende su competencia a todo el territorio nacional, mientras que las Entidades locales tienen, por definición, limitadas sus competencias a un ámbito espacial determinado, sin que les sea lícito extender su potestad tributaria más allá de éste, lo que supondría invadir las competencias de los demás Entes de su misma clase.

Ello se traduce, desde una vertiente positiva, en el art. 107.2 LRBRL, que dispone que «Las ordenanzas fiscales obligan en el territorio de la respectiva entidad local y se aplican conforme a los principios de residencia efectiva y de territorialidad, según los casos». Pero además se reitera, con formulación negativa, en el apartado a) del artículo que ahora comentamos, cuando señala que los tributos que establezcan las Entidades locales en ejercicio de su potestad derivada han de respetar, en todo caso, el principio de no someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la respectiva entidad.

Para salvar este principio, la Ley ha de dictar normas especiales en algunos casos, acudiendo a la técnica del fraccionamiento fiscal para los bienes sujetos al Impuesto sobre Bienes Inmuebles, como las autopistas de peaje y ciertas fincas rústicas que abarcan, sin solución de continuidad varios municipios (art. 61.4 TRLHL) o estableciendo reglas para el cobro y distribución de la única cuota municipal del Impuesto sobre Actividades Económicas en el caso de establecimientos cuyos locales abarcan más de un término municipal, como sucede en las instalaciones portuarias, las centrales hidroeléctricas y las nucleares [art. 85.4.A) TRLRHL y Regla 17.ª de la Instrucción del Impuesto].

Igual justificación tiene la letra c) de este artículo 6, que prohíbe gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del territorio de la Entidad impositora, ni el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio.

2.2.  Respeto de la garantía constitucional de libre circulación de personas y bienes

Así resulta de la letra c), que es la última, del mismo artículo que sujeta los tributos locales al principio de no implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la fijación de la residencia de las personas o a la ubicación de Empresas y capitales dentro del territorio español, sin que ello obste para que las Entidades locales puedan instrumentar la ordenación urbanística de su territorio.

Se trata, en definitiva, del principio establecido en el art. 139.2 CE, a cuyo tenor «Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español».






Artículo 7. Delegación 




1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las entidades locales podrán delegar en la comunidad autónoma o en otras entidades locales en cuyo territorio estén integradas, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación tributarias que esta ley les atribuye.

Asimismo, las entidades locales podrán delegar en la comunidad autónoma o en otras entidades locales en cuyo territorio estén integradas, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los restantes ingresos de Derecho público que les correspondan.

2. El acuerdo que adopte el Pleno de la corporación habrá de fijar el alcance y contenido de la referida delegación y se publicará, una vez aceptada por el órgano correspondiente de gobierno, referido siempre al Pleno, en el supuesto de Entidades Locales en cuyo territorio estén integradas en los «Boletines Oficiales de la Provincia y de la Comunidad Autónoma», para general conocimiento.

3. El ejercicio de las facultades delegadas habrá de ajustarse a los procedimientos, trámites y medidas en general, jurídicas o técnicas, relativas a la gestión tributaria que establece esta ley y, supletoriamente, a las que prevé la Ley General Tributaria. Los actos de gestión que se realicen en el ejercicio de dicha delegación serán impugnables con arreglo al procedimiento que corresponda al ente gestor, y, en último término, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Las facultades delegadas serán ejercidas por el órgano de la entidad delegada que proceda conforme a las normas internas de distribución de competencias propias de dicha entidad.

4. Las entidades que al amparo de lo previsto en este artículo hayan asumido por delegación de una entidad local todas o algunas de las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación de todos o algunos de los tributos o recursos de derecho público de dicha entidad local, podrán ejercer tales facultades delegadas en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales que no le hayan delegado tales facultades.



Este artículo 7 reproduce el del mismo número de la LRHL, con la redacción dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, que añadió a la original de 1988 el párrafo segundo del apartado 1, el párrafo segundo del apartado 3, creando el apartado 4.

DELEGACIONES EN MATERIA DE GESTIÓN TRIBUTARIA LOCAL

Como veremos en los comentarios a los arts. 15 y siguientes TRLRHL, las Entidades locales, al igual que las Comunidades Autónomas, tienen potestad tributaria derivada, que lleva implícita la competencia tributaria, pues comprende, según el art. 133.2 CE, no sólo la facultad de «establecer» sino también la de «exigir» tributos de acuerdo con la Constitución y las leyes, función esta última que examinaremos en el comentario al art. 12 TRLRHL, y que reafirma en su primer inciso el art. 106.3 LRBRL, al que se remite el art. 7 TRLRHL que ahora comentamos, pues establece: «3. Es competencia de las entidades locales la gestión, recaudación e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de las delegaciones que puedan otorgar a favor de las entidades locales de ámbito superior o de las respectivas Comunidades Autónomas, y de las fórmulas de colaboración con otras entidades locales, con las Comunidades Autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado».

De modo que, sentado el principio general de competencia, cabe que para su ejercicio pueda la Entidad local delegar en la Comunidad Autónoma o en otra Entidad local de ámbito superior, así como instrumentar fórmulas de colaboración con otras entidades locales, con las Comunidades Autónomas o con el Estado. De las dos opciones acumulativas previstas en el precepto últimamente transcrito, examinamos ahora la primera, pues de la colaboración interadministrativa en materia tributaria se ocupa el art. 8 TRLRHL.

Actualmente las delegaciones sólo se prevén a favor de la respectiva Comunidad Autónoma o de otra Entidad local de ámbito superior, que suele ser la Diputación provincial, el Cabildo insular o el Consejo insular, aunque nada excluye que pudieran ser otras, como Mancomunidades constituidas para tal fin, las Comarcas, las Áreas Metropolitanas o cualquier otra entidad supramunicipal. Ello sin perjuicio de que hubo un período en que también podía encomendarse a la Administración del Estado la gestión tributaria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y del Impuesto sobre Actividades Económicas, como veremos al final del comentario.

Siguiendo el orden establecido por el precepto legal, podemos distinguir:

1.  DELEGACIONES EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA O EN UNA ENTIDAD LOCAL DE ÁMBITO SUPERIOR

1.1.  Extensión

Por lo que se refiere al objeto, la posibilidad de delegación alcanza no sólo a los tributos, sino también a los de los demás ingresos de Derecho público de la Entidad local delegante. Ello es congruente con la equiparación entre unos y otros establecida en varios preceptos del mismo TRLRHL, respecto a las prerrogativas para su cobranza (art. 2.2), al régimen de recargos e intereses de demora (primer párrafo del art. 10) y al régimen de recursos (primer párrafo del art. 14.2), mediante sendos incisos incluidos en los equivalentes de la LRHL por la misma Ley 50/1998, de 30 de diciembre.

En cuanto a las funciones, puede abarcar todas las de gestión tributaria en sentido amplio: no sólo las de gestión stricto sensu sino también las de liquidación, inspección y recaudación. Y como veremos más abajo, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del párrafo primero del apartado 3 del mismo artículo, la revisión en vía administrativa de los actos dictados en ejercicio de la delegación.

1.2.  Voluntariedad

Respecto de la Entidad delegante, así resulta de la expresión «podrán» de los dos párrafos del apartado 1. Por lo que se refiere a la entidad delegada, es necesaria su aceptación, según el último inciso del apartado 2.

Ello no obsta a que, siendo uno de los fines propios y específicos de la Provincia el de asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de competencia municipal [art. 31.2.a) LRBRL] y, en concreto, la asistencia y la cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión [art. 36.1.b) LRBRL], la Diputación provincial, u órgano representativo equivalente, habrá de organizar -y así ha sucedido en la práctica- los servicios necesarios para hacer frente a esa obligación. Por lo que, en tales casos, esa aceptación habrá de entenderse en el sentido de constatar que la Entidad local delegante ha tramitado correctamente la solicitud.

1.3.  Tramitación

Sin perjuicio del ofrecimiento genérico de la Entidad que ha de asumir la delegación, la iniciativa parte de la Entidad delegante, que adopta el acuerdo, atribuido al Pleno, en el que se fije el alcance y contenido de la delegación.

La expresión «alcance y contenido» comprende una serie de extremos, a nuestro juicio necesarios. Aparte, obviamente, de la identificación de la Entidad, local o autonómica, en que se pretende delegar, habrá que especificar qué funciones se delegan, respecto a qué tributos y otros ingresos de Derecho público, tiempo para el que se concede y, en su caso, formas mediante las que la Entidad delegada hará llegar a la delegante los ingresos recaudados por cuenta de ella.

La delegación ha de ser aceptada por la Entidad a cuyo favor se efectúa. Si se trata de las Entidades locales, el acuerdo corresponde igualmente al Pleno.

Una vez aceptada, ha de publicarse en los «Boletines Oficiales» de la Provincia y de la Comunidad Autónoma, para general conocimiento de los administrados.

Entiende RUBIO DE URQUÍA (1)  que «No cabe duda de que al tratarse de delegación de competencias en materia de gestión tributaria, el acuerdo de delegación goza de la naturaleza de los acuerdos de imposición y ordenación de los tributos locales, pues, en definitiva, a través del mismo se están "ordenando", parcialmente, aspectos de la gestión tributaria de la Entidad local delegante. En consecuencia, el referido acuerdo deberá adoptarse con arreglo a las normas reguladoras de la imposición y ordenación de los tributos locales, contenidas en los arts. 15 a 19, ambos inclusive, de la propia LRHL. Ello no obsta para que en relación específica a los acuerdos de delegación, deban hacerse dos salvedades respecto del procedimiento general, antes apuntado, para la imposición y ordenación de los tributos locales, a saber: en primer lugar, el acuerdo definitivo de delegación no podrá ser publicado hasta que no se haya aceptado ésta; en segundo lugar, el acuerdo definitivo de delegación deberá ser publicado en el Boletín Oficial de la Provincia y en el de la Comunidad Autónoma respectiva».

Esta es, quizás, en nuestra actual opinión, una interpretación excesivamente rigorista, tendente a asegurar, en todo caso, la validez del expediente de delegación. Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que, en los tributos obligatorios (Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Impuesto sobre Actividades Económicas e Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica) no es necesario acuerdo de imposición ni de ordenación (art. 59.1 TRLRHL coincidente con el entonces 60.1 LRHL) y, si el Ayuntamiento decide aprobar Ordenanzas fiscales relativas a ellos, el contenido necesario de éstas se limita a «los elementos necesarios para la determinación de las cuotas tributarias de los respectivos impuestos, las fechas de su aprobación y el comienzo de su aplicación» (art. 16.2 TRLRHL, párrafo primero), sin perjuicio de que, con carácter potestativo, «estas ordenanzas fiscales podrán contener, en su caso, las normas a que se refiere el apartado 3 del artículo 15» (párrafo segundo del mismo apartado), esto es, normas específicamente reguladoras de la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales. Por lo que del criterio señalado se desprendería que precisamente aquellos Ayuntamientos más necesitados de la ayuda de la Diputación (aquellos que, por su reducida población y escasez de medios personales, no han hecho uso de la opción actualmente prevista en el art. 15.2 TRLRHL) se verían privados de la posibilidad de delegar en la Entidad provincial su gestión y recaudación, a no ser que siguieran el procedimiento específico de la ordenación de tributos, que entonces exigía a tales acuerdos el quórum de mayoría absoluta.

Otro tanto cabría aducir en los casos de tributos potestativos, pues el contenido mínimo de sus Ordenanzas fiscales enumerado en el art. 16.1 tampoco incluye la determinación de los órganos o de la Entidad que vaya a ejercer la gestión tributaria en sentido amplio, y las Ordenanzas previstas en el artículo 15.3, en relación con el 12.2 TRLRHL, aunque convenientes, no son indispensables para la exigencia de estos tributos, cuya exacción se regulará -cuando tales Ordenanzas no existen- por las norma de la Ley General Tributaria y sus Reglamentos de desarrollo. Más aún, apurando el argumento del que diferimos, se llegaría también a la conclusión de que las delegaciones efectuadas por el órgano competente de la Entidad local de que se trate para el desarrollo de la gestión económica del Presupuesto aprobado [el Alcalde, en los Ayuntamientos de régimen común, según el art. 21.1.f) LRBRL] en otros órganos unipersonales (Tenientes de Alcalde o Concejales delegados) o colegiados (Junta de Gobierno) habrían de tramitarse también siguiendo el procedimiento previsto en los arts. 15 a 19 TRLHL.

Por lo que entendemos que, existiendo para la delegación de funciones de gestión tributaria el procedimiento específico regulado en el artículo 7 ahora comentado, no tiene que acudirse a otro distinto.

Con todo la cuestión ha dejado en la actualidad de ser trascendente, toda vez que desde 1 de enero de 2004 los acuerdos de imposición y ordenación de los recursos propios de carácter tributario se adoptan por mayoría simple y, como todos los acuerdos del Pleno han de publicarse, cuanto menos en extracto, en el tablón de anuncios (art. 229.2 y 3 ROF), no representaría dificultad adicional, si se cuenta con tiempo suficiente, seguir el criterio del autor citado.

1.4.  Forma de ejercicio

1.4.1.  Normativa aplicable

Tratándose de tributos o ingresos de Derecho público regulados en el TRLRHL, es lógico que, como señala el primer inciso del apartado 3 del artículo ahora comentado, el ejercicio de las facultades delegadas habrá de ajustarse a los procedimientos, trámites y medidas en general, jurídicas o técnicas, relativas a la gestión tributaria que establece esta ley. El que, en este caso, la Ley General Tributaria tenga carácter supletorio viene expresamente reconocido en el art. 5.3 LGT.03, a cuyo tenor: «3. Las comunidades autónomas y las entidades locales ejercerán las competencias relativas a la aplicación de los tributos y a la potestad sancionadora con el alcance y en los términos previstos en la normativa que resulte aplicable según su sistema de fuentes».

1.4.2.  Órganos

El último inciso del mismo apartado 3 del art. 7 TRLRHL se limita a señalar que las facultades delegadas serán ejercidas por el órgano de la entidad delegada que proceda conforme a las normas internas de distribución de competencias propias de dicha entidad. No proceden mayores especificaciones, que serían innecesarias en el caso de las Entidades locales, cuyo régimen de organización y atribuciones de sus órganos se regula en la LRBRL, que en algunos casos se remite a la Ley de Haciendas locales. Y si se trata de una Comunidad Autónoma, constituiría una invasión de sus competencias de autoorganización.

1.4.3.  Ámbito espacial

El apartado 4 del artículo comentado -creado, como dijimos, por la Ley 50/1998- vino a dar rango legal a lo que ya había establecido, en términos muy semejantes, el art. 10.1 RD 1108/1993, de 9 de julio (EC 2096/1993), de desarrollo parcial de los arts. 7 y 8 LRHL:

Las entidades que, al amparo de lo previsto en el artículo 7 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, hayan asumido por delegación de una entidad local todas o algunas de las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación de todos o algunos de los tributos propios de dicha entidad local, podrán ejercer tales facultades delegadas en todo su ámbito territorial, incluso en el de otras entidades locales que no le hayan delegado tales facultades.


El precepto reglamentario, y su posterior ratificación legal, son perfectamente lógicos: la competencia de la Entidad local delegante, de menor ámbito territorial, se extiende únicamente a éste. Por el contrario, la Entidad delegada -de mayor ámbito territorial en todo caso, habida cuenta de la expresa mención de dicha circunstancia en el apartado 1 de este art. 7- puede ejercer en su territorio sus competencias propias y, por consiguiente, las de idéntica naturaleza que le ha delegado la de menor ámbito. De esta forma se arbitra una solución alternativa a la prevista en el art. 8 del mismo TRLRHL, que -según veremos- establece que las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicadas por los órganos competentes de la correspondiente comunidad autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación.

1.4.4.  Régimen de recursos

Será el propio de la Entidad delegada o ente gestor, tal como señala el último inciso del primer párrafo del apartado 3. Si se trata de una Entidad local, en principio no supondrá modificación sensible para el administrado, pues tiene el mismo régimen que la delegante: recurso de reposición, como trámite previo indispensable para el recurso contencioso-administrativo  (2) .

Pero, si se trata de una Comunidad Autónoma, será el régimen que ésta tenga establecido, que de ordinario consistirá en recurso de reposición, de carácter potestativo, y reclamación económico administrativa ante el órgano autonómico que tenga encomendada esta función, y cuya resolución agota la vía administrativa, abriendo paso al recurso contencioso-administrativo.

2.  REFERENCIA A LA DESAPARECIDA DELEGACIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO DE LA GESTIÓN TRIBUTARIA DEL IBI Y DEL IAE

Fue una medida de carácter temporal prevista en la D.T. 11.ª LRHL, que estableció:


1. Durante los dos primeros años de aplicación de los Impuestos sobre Bienes Inmuebles y sobre Actividades Económicas, las competencias que en relación a los mismos atribuyen a los Ayuntamientos los artículos 78 y 92 de la presente Ley, respectivamente, podrán ser ejercidas por la Administración Tributaria del Estado, cuando el Ayuntamiento interesado así lo solicite en la forma y plazos que reglamentariamente se establezca.

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación al impuesto sobre actividades económicas en aquellos casos en los que los ayuntamientos establezcan el índice de situación regulado en el artículo 89 de la presente ley.

2. A partir del período indicado en el apartado anterior, los Consejos Insulares, Cabildos Insulares, Diputaciones Provinciales y Comunidades Autónomas uniprovinciales, asumirán el ejercicio de las competencias en el mismo reseñadas, cuando así lo solicite el Ayuntamiento interesado en la forma y plazos que reglamentariamente se establezca.



El segundo párrafo del apartado 1 fue añadido por Ley 6/1991, de 11 de marzo. Transcurrido con exceso el plazo de dos años previsto en dicho apartado 1 y el de sus sucesivas prórrogas, en la actualidad esa delegación ya no existe en ningún caso, por lo que el TRLRHL no ha incorporado. Tampoco lo ha sido el apartado segundo, que no era más que aplicación específica, al caso concreto de los dos impuestos citados, del régimen general del artículo que constituye el objeto del presente comentario.






	 (1) 

	Ley Reguladora de las Haciendas Locales, Ediciones Abella, 1.ª edición. Madrid, 1989, págs. 77 y 78.
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	 (2) 

	Ha de tenerse en cuenta que, como veremos al comentar el art. 14, los Ayuntamientos que se rigen por el nuevo Título X LRBRL tienen un régimen especial, pues en ellos ha de existir necesariamente el órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas regulado en el art. 137 LRBRL. De modo que en ellos hay un régimen semejante al de los tributos estatales: reclamación económico administrativa, previo en su caso el potestativo recurso de reposición. Ahora bien, no es frecuente que estos Ayuntamientos, que cuentan con infraestructura y medios materiales y humanos considerables, deleguen en la Diputación provincial estas funciones, salvo -en su caso- la de recaudación ejecutiva. Con lo que, de esta manera, se introducen posibles nuevas confusiones para el contribuyente, al que para un mismo tributo (por ejemplo, el IBI) le obligan a seguir medios de impugnación diferentes, en función de que el acto proceda de los órganos estatales (gestión catastral, en la que pueden intervenir órganos centrales o periféricos), del Ayuntamiento de la imposición (variables, según estén, o no, sujetos al Título X LRBRL), o de la Diputación Provincial (que serán los mismos, si se trata de delegaciones otorgadas por Ayuntamientos de «régimen común», pero distintos si la delegación procede de un Ayuntamiento sometido al régimen del Título X).
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Artículo 8. Colaboración 




1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las Administraciones tributarias del Estado, de las comunidades autónomas y de las entidades locales colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales.

De igual modo, las Administraciones a que se refiere el párrafo anterior colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales.

2. En particular, dichas Administraciones:

a) Se facilitarán toda la información que mutuamente se soliciten y, en su caso, se establecerá, a tal efecto la intercomunicación técnica precisa a través de los respectivos centros de informática.

b) Se prestarán recíprocamente, en la forma que reglamentariamente se determine, la asistencia que interese a los efectos de sus respectivos cometidos y los datos y antecedentes que se reclamen.

c) Se comunicarán inmediatamente, en la forma que reglamentariamente se establezca, los hechos con trascendencia para los tributos y demás recursos de derecho público de cualquiera de ellas, que se pongan de manifiesto como consecuencia de actuaciones comprobadoras e investigadoras de los respectivos servicios de inspección.

d) Podrán elaborar y preparar planes de inspección conjunta o coordinada sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos.

Lo previsto en este apartado se entiende sin perjuicio del régimen legal al que están sometidos el uso y la cesión de la información tributaria.

3. Las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicadas por los órganos competentes de la correspondiente comunidad autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación.

4. Las entidades que, al amparo de lo previsto en este artículo, hayan establecido fórmulas de colaboración con entidades locales para la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público propios de dichas entidades locales, podrán desarrollar tal actividad colaboradora en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales con las que no hayan establecido fórmula de colaboración alguna.



Este artículo reproduce la redacción que al entonces art. 8 LRHL dio por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, que respecto a la original de 1988 introdujo las siguientes novedades:

- Añadir el párrafo segundo del apartado 1.

- Suprimir el adjetivo «tributarias», al final de la primera línea del apartado 2.

- En la letra c) de este apartado 2 sustituir la frase «los hechos con trascendencia tributaria para cualquiera de ellas» de la redacción inicial por «los hechos con trascendencia para los tributos y demás recursos de derecho público de cualquiera de ellas» que tiene actualmente.

- Añadir el último párrafo del apartado 2, relativo al régimen legal al que están sometidos el uso y la cesión de la información tributaria.

- Añadir el apartado 4.

LA COLABORACIÓN INTERADMINISTRATIVA EN MATERIA TRIBUTARIA

En el comentario al anterior art. 7 vimos que son dos las manifestaciones del mandato contenido en el art. 106.3 LRBRL. Si entonces nos ocupamos de las delegaciones voluntarias de competencias, ahora los hacemos, al hilo del presente artículo 8, de las relaciones administrativas de colaboración, que se extienden no sólo a los tributos sino también, como señala el párrafo segundo de su apartado 1, a los restantes ingresos de Derecho público de las Entidades locales.

Como puede observarse, en un mismo precepto aparecen manifestaciones distintas de la colaboración. Así:

- El apartado 1 y las tres primeras letras del apartado 2 establecen obligaciones recíprocas entre todas las Administraciones Públicas (estatal, autonómica y local) con carácter imperativo.

- La letra d) del apartado 2 prevé una forma voluntaria de colaboración.

- El apartado 3 tiene igualmente carácter imperativo y viene obligado, como dijimos, por lo limitado de la competencia territorial de las Entidades locales.

Veámoslas a continuación.

1.  OBLIGACIONES RECÍPROCAS DE COLABORACIÓN

Son, como hemos dicho, bilaterales. Las Entidades locales han de facilitar a la Administración del Estado y a las de las Comunidades Autónomas la información, la asistencia y las comunicaciones previstas en las letras a), b) y c) del apartado 2 de este artículo, pero obligaciones parejas incumben a esas otras Administraciones Públicas respecto a la Entidades locales.

Como arriba dijimos, el último párrafo de este apartado 2, a cuyo tenor «Lo previsto en este apartado se entiende sin perjuicio del régimen legal al que están sometidos el uso y la cesión de la información tributaria», fue añadido al equivalente de la LRHL por la Ley 50/1998. A nuestro entender, se trata de una adición ad cautelam, que en sí misma no era necesaria, pues en modo alguno se desprendía que antes de ella no existiera esa limitación.

Puede observarse que estas normas no son sino la traducción al ámbito tributario de los principios generales que, respecto a las relaciones interadministrativas Entidades locales-Administración del Estado y Entidades locales-Administración de la Comunidad Autónoma, sienta el art. 55 LRBRL, cuyo texto es el siguiente:


«Para la efectividad de la coordinación y eficacia administrativas, las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, de un lado, y las entidades locales, de otro, deberán en sus relaciones recíprocas:

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus competencias y las consecuencias que del mismo se deriven para las propias.

b) Ponderar, en la actuación de las competencias propias, la totalidad de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administraciones.

c) Facilitar a las otras Administraciones la información sobre la propia gestión que sea relevante para el adecuado desarrollo por éstas de sus cometidos.

d) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran precisar para el eficaz cumplimiento de sus tareas.»



Siendo obligaciones impuestas a todas estas Administraciones Públicas por mandato directo e inequívoco de la Ley, es claro que no se precisa acuerdo previo alguno entre ellas, sino que cada una debe cumplirlas respecto a cualquiera otra.

Al respecto, ha de recordarse que la letra c) del apartado 2 del entonces art. 8 LRHL (que en su redacción inicial establecía que «Se comunicarán inmediatamente, en la forma que reglamentariamente se establezca, los hechos con trascendencia tributaria para cualquiera de ellas, que se pongan de manifiesto como consecuencia de actuaciones comprobadoras e investigadoras de los respectivos servicios de inspección tributaria») fue impugnada en los recursos acumulados que dieron lugar a la STC 233/1999, de 16 de diciembre, pues, en opinión de los Diputados allí recurrentes: por un lado, ésta es una materia que no puede quedar «relegada a una mera norma reglamentaria» sino que, por el contrario, conforme al viejo principio no taxation without representation, según cita dicha parte recurrente, debe venir regulada por ley, y, por otra parte, dado que todo hace pensar que el soporte de esa colaboración ser mayoritariamente informático, esa Ley, por el juego conjunto de los arts. 18.4 y 81 CE, debería ser orgánica; tacha que, por extensión, atribuían también a la letra a) del mismo artículo.

El TC, tras recordar que dicho precepto había sido objeto de nueva redacción (que en nada afecta a la cuestión planteada) rechazó (en su FJ 7.º) dichas causas de impugnación, argumentándolo así:


«... Aclarado lo anterior, la queja de los recurrentes debe ser rechazada. En primer lugar, conviene precisar que la vieja fórmula anglosajona a la que se alude en el recurso, identificable con el principio de "autoimposición de la comunidad sobre sí misma", a la que hemos aludido en otros pronunciamientos (STC 185/1995, FJ 3.º), se refiere claramente a la reserva de ley en el establecimiento de los tributos, que nuestra CE regula en los arts. 31.3 y 133. El precepto cuestionado, sin embargo, no regula la creación de un tributo o de sus elementos esenciales, sino que se limita a exigir que las Administraciones tributarias de los distintos niveles territoriales (Estado, CC.AA. y Corporaciones Locales) se comuniquen la información con trascendencia tributaria obtenida en el curso de las actuaciones de comprobación e investigación desarrolladas por sus respectivos servicios de inspección tributaria.

Dado que el soporte de la comunicación en estos casos ser informático..., los recurrentes entienden que resulta aplicable el art. 18.4 CE, en virtud del cual, la ley "limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos".

Ciertamente, como ya hemos expresado en varias ocasiones, la información cuya transmisión se prevé en el precepto cuestionado -esto es, aquella que tiene trascendencia tributaria- puede incidir en la intimidad de los ciudadanos (SS TC 110/1984, 45/1989, 142/1993; ATC 462/1996). Concretamente, hemos dicho que "no hay dudas de que, en principio, los datos relativos a la situación económica de una persona... entran dentro de la intimidad constitucionalmente protegida (ATC 462/1996, FJ 3.º)". Tal circunstancia, sin embargo, no permite afirmar que la remisión que el art. 8.2 c) LRHL hace al reglamento para la determinación del modo en que habrán de trasmitirse los datos con trascendencia tributaria en poder de las Administraciones vulnere el citado art. 18.4 CE.

Dicho precepto, en efecto, como respuesta a una nueva forma de amenaza concreta a la dignidad y a los derechos de la persona (SSTC 254/1993, FJ 6.º; 11/1998, FJ 4.º; 60/1998, FJ Único; 124/1998, FJ 2.º; 126/1998, FJ 2.º), se limita a exigir la aprobación de una Ley que limite el uso de la informática. Y este es un mandato constitucional que, como decíamos en la STC 94/1998 (FJ 4.º) se ha cumplido con la LO 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (y en fecha próxima con la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de carácter personal, todavía no vigente, publicada en el BOE de 14 diciembre), norma que, en lo que aquí interesa, regula específicamente la cesión de datos entre Administraciones Públicas en los arts. 11.2.e) y 19.

Por otro lado, aunque lleguemos a la conclusión de que los hechos con trascendencia tributaria que se pongan de manifiesto en el curso de las actuaciones inspectoras inciden en aspectos de la intimidad tutelada en el art. 18.1 CE, de aquí no cabe derivar tampoco que el art. 8.2.c) LRHL transgreda el art. 81.1 CE. Como hemos señalado en reiteradas ocasiones, este precepto reclama ley orgánica para el desarrollo de los derechos fundamentales, esto es, como decíamos, entre otras muchas, en la STC 140/1986, para "la determinación de su alcance y límites en relación con otros derechos y con su ejercicio por las demás personas" (FJ 5.º). Y es evidente que el art. 8.2.c) LRHL no pretende el desarrollo de los derechos a la intimidad o al honor tutelados en el art. 18 CE, sino que, como destaca el Abogado del Estado, se limita a establecer un deber de colaboración dimanante tanto del general deber de auxilio recíproco entre órganos estatales, autonómicos y locales, como del específico deber que establece el art. 8.1 LRHL, no impugnado; un deber que, como hemos señalado reiteradas veces, "no es menester justificar en preceptos concretos" y que "se encuentra implícito en la propia esencia de la forma de organización territorial del Estado que se implanta en la CE" (STC 18/1982, FJ 14.º). Un deber de comunicación en relación con una información cuya captación y archivo es, tal y como hemos venido exigiendo, "necesaria para el ejercicio de las potestades que les atribuye la Ley" y "adecuada para las legítimas finalidades previstas por ella" (STC 254/1993, FJ 7.º); cuyo conocimiento por las diversas Administraciones tributarias, en fin, es imprescindible para el adecuado cumplimiento del mandato constitucional recogido en el art. 31.1 CE (SS TT 110/1984 y 76/1990; AA TC 642/1986 y 129/1990).»



Resulta innecesario, aunque conveniente, matizar que la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de carácter personal, a que se alude en el FJ transcrito, ya está en la actualidad vigente, con las siguientes matizaciones:

El inciso «cuando la comunicación hubiere sido prevista por las disposiciones de creación del fichero o por disposición de superior rango que regule su uso o» del apartado 1 del artículo 21 fue declarado contrario a la Constitución y nulo por Sentencia del Tribunal Constitucional 290/2000, 30 noviembre (BOE 4 enero 2001), que hizo lo mismo con los incisos «impida o dificulte gravemente el cumplimiento de las funciones de control y verificación de las Administraciones públicas» y «o administrativas» del apartado 1 y todo el apartado 2 del artículo 24.

El apartado 1 del artículo 37 ha sido numerado por la Ley 62/2003, 30 diciembre, Acom.04, que introduce un nuevo apartado 2, a cuyo tenor:


«2. Las resoluciones de la Agencia Española de Protección de Datos se harán públicas, una vez hayan sido notificadas a los interesados. La publicación se realizará preferentemente a través de medios informáticos o telemáticos.

Reglamentariamente podrán establecerse los términos en que se lleve a cabo la publicidad de las citadas resoluciones.

Lo establecido en los párrafos anteriores no será aplicable a las resoluciones referentes a la inscripción de un fichero o tratamiento en el Registro General de Protección de Datos ni a aquellas por las que se resuelva la inscripción en el mismo de los Códigos tipo, regulados por el artículo 32 de esta ley orgánica.»



La misma LO 62/2003 ha añadido el nuevo apartado 3 del art. 48, que dice: «3. Los procedimientos sancionadores tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos, en ejercicio de las potestades que a la misma atribuyan esta u otras Leyes, salvo los referidos a infracciones de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, tendrán una duración máxima de seis meses».

2.  FORMAS DE COLABORACIÓN VOLUNTARIA

Son las previstas en la letra d) del apartado 2 de este artículo 8 TRLRHL, que autoriza a las Entidades locales para elaborar y preparar, con la Administración del Estado y/o la de la Comunidad Autónoma, planes de inspección conjunta o coordinada sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos.

Así pues, la ley no las impone, sino que se limita a autorizarlas expresamente, lo que constituye una aplicación concreta a las funciones de inspección tributaria de la cooperación institucionalizada mediante convenios prevista con carácter general en el art. 57 LRBRL, que dispone:


«La cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en las Leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o convenios administrativos que suscriban.

De cada acuerdo de cooperación formalizado por alguna de estas Administraciones se dará comunicación a aquellas otras que, resultando interesadas, no hayan intervenido en el mismo, a los efectos de mantener una recíproca y constante información.»



Hemos de añadir que, aunque este precepto de la LRBRL se refiere tanto a los convenios administrativos como a los consorcios, el precepto de la Ley de Haciendas Locales no menciona para nada estos últimos, quizás porque la experiencia más significativa en este campo, consistente en los Consorcios para la Gestión e Inspección de las Contribuciones Territoriales efectuada por el RD-ley 11/1979, de 20 de julio, resultó poco fructífera, pues dichos Consorcios fueron pronto suprimidos, y sustituidos por lo que primero se llamó Centro de Gestión y Cooperación Tributaria, luego Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria y, en la actualidad, Dirección General del Catastro, órganos sucesivos de naturaleza y financiación estatales.

Concretándonos a los convenios administrativos, y fuera de lo dispuesto en el art. 57 LRBRL, la única mención expresa de ellos está en la referencia genérica del artículo 111 TRRL, a cuyo tenor: «Las Entidades locales podrán concertar los contratos, pactos o condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico o a los principios de buena administración, y deberán cumplirlos a tenor de los mismos, sin perjuicio de las prerrogativas establecidas, en su caso, en favor de dichas Entidades».

Por el contrario, los convenios de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas aparecen regulados en los arts. 6 y 7 LRJPA, que no son aplicables directamente a las relaciones Estado-Entidades locales, pero sí tienen carácter supletorio (art. 9 LRJPA). Desde este punto de vista, podrían ser aplicables las prevenciones siguientes:

2.1.  Contenido

Los instrumentos de formalización de los convenios deberán especificar, cuando así proceda:

a) Los órganos que celebran el convenio y la capacidad jurídica con la que actúa cada una de las partes.

b) La competencia que ejerce cada Administración.

c) Su financiación.

d) Las actuaciones que se acuerden desarrollar para su cumplimiento.

e) La necesidad o no de establecer una organización para su gestión.

f) El plazo de vigencia, lo que no impedirá su prórroga si así lo acuerdan las partes firmantes del convenio.

g) La extinción por causa distinta a la prevista en el apartado anterior, así como la forma de terminar las actuaciones en curso para el supuesto de extinción [art. 6.2 LRJPA].

2.2.  Publicación

El párrafo tercero del art. 8.2 LRJPA dispone que los convenios deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diario Oficial» de la Comunidad Autónoma respectiva. Precepto que cabe entender aplicable, matizando los instrumentos de publicación a los convenios Estado-Entidad local (BOE y BOP) y a los convenios Comunidad Autónoma-Entidad local («Diario Oficial» de la Comunidad Autónoma-BOP). Consideramos necesaria la publicación, por ser instrumento de garantía para los administrados que pueden ser objeto de las actuaciones inspectoras coordinadas.

El párrafo segundo del mismo apartado establece que los convenios de colaboración serán comunicados al Senado. Esta prevención no nos parece aplicable a los convenios bilaterales en los que una parte sea una Entidad local, pues -a nuestro juicio- el conocimiento del Senado tiene su fundamento únicamente en cuanto que el Senado, órgano legislativo estatal, es la Cámara de representación territorial. Por el contrario, será aplicable el segundo párrafo del art. 57 LRBRL, antes transcrito.

2.3.  Efectos

«Los... convenios de colaboración en ningún caso suponen la renuncia a las competencias propias de las Administraciones intervinientes» (art. 8.1 LRJPA).

«Los... convenios de colaboración celebrados obligarán a las Administraciones intervinientes desde el momento de su firma, salvo que en ellos se establezca otra cosa (art. 8.2, párrafo primero).»

2.4.  Interpretación y aplicación

«Cuando se cree un órgano mixto de vigilancia y control, éste resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios de colaboración» (art. 6.3 LRJPA).

2.5.  Resolución de los posibles litigios

«Las cuestiones litigiosas que puedan surgir en su interpretación y cumplimiento, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 6.3, serán de conocimiento y competencia del Orden Jurisdiccional de lo Contencioso-Administrativo» (primer inciso del art. 8.3 LRJPA). Principio que es evidentemente aplicable a los convenios del Estado o de la Comunidad Autónoma con una Entidad local.

Por el contrario, no es aplicable el último inciso del precepto «... y, en su caso, de la competencia del Tribunal Constitucional», pues los conflictos en defensa de la autonomía local que pueden plantearse ante dicho Tribunal sólo proceden frente a normas estatales o autonómicas de rango legal (arts. 75 bis a 75 quinquies LOTC, 2/1979, de 3 de octubre).

2.6.  Ámbito de actuación

En esta materia no es preciso acudir a la LRPJA, puesto que viene definido en el apartado 4 de este artículo, que fue añadido al inicial de la LRHL por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre y prevé que las entidades que, al amparo de lo previsto en este artículo, hayan establecido fórmulas de colaboración con entidades locales para la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho público propios de dichas entidades locales, «podrán desarrollar tal actividad colaboradora en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales con las que no hayan establecido fórmula de colaboración alguna».

3.  ACTUACIONES DE INSPECCIÓN O RECAUDACIÓN EJECUTIVA A REALIZAR FUERA DEL TERRITORIO DE LA ENTIDAD LOCAL

Se prevén en el apartado 3 del artículo ahora comentado, según el cual «Las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicadas por los órganos competentes de la correspondiente comunidad autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación».

Son consecuencia necesaria de lo limitado de la competencia territorial de las Entidades locales, que les impide el ejercicio de sus potestades administrativas más allá de su respectivo territorio, por lo que las actuaciones a realizar fuera de él habrán de serlo por otra Entidad pública que tenga dicha competencia y que, de acuerdo con el texto legal, son alternativamente sólo dos: si es fuera de la Entidad local titular del tributo, pero dentro de la Comunidad Autónoma, por los órganos competentes de ésta. Si excede del ámbito autonómico, por los órganos competentes del Estado, que en la actualidad son los de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AET).

El procedimiento se limita a la «previa solicitud del Presidente de la Corporación». Esta frase parece indicar que en la intención del legislador el precepto está expresamente previsto para los casos en que los actos de inspección o recaudación ejecutiva se ejercen directamente por la Entidad local titular del tributo o, en virtud de delegación, por otra Entidad local de ámbito superior, pues en otro caso (esto es, cuando tales actuaciones se llevan a cabo, en virtud de delegación, por la Comunidad Autónoma), apunta RUBIO DE URQUÍA (1) , debería haber dicho también, o entenderse por analogía, «Presidente de la Comunidad», aunque añade que es más correcto, sin embargo, entender que debe estarse a lo que se desprenda, a tal efecto, de la legislación de régimen jurídico de la Comunidad Autónoma de que se trate.

Sin embargo, la Dirección General de los Registros y del Notariado, en Resolución de 23 de mayo de 2011 (LA LEY 71481/2011), en relación con el mandamiento librado por recaudador de un Ayuntamiento en procedimiento de apremio sobre finca sita en otro término municipal, matiza la doctrina sentada por la DGRN en aplicación del art. 8.3 TR LRHL, según la cual las anotaciones de embargo sobre bienes sitos fuera del término municipal deberán ser practicados por los órganos competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma o del Estado según los casos, previa solicitud del presidente de la Corporación, y no directamente por la Administración municipal. En dicha Resolución se distingue entre actuaciones estrictamente ejecutivas, especialmente la realización forzosa del bien, donde seguirá en vigor dicha doctrina, y las meramente declarativas, como la providencia de apremio, diligencia de embargo y mandamiento de anotación preventiva, donde por razones de eficacia y economía procedimental debe reconocerse competencia al órgano de recaudación municipal, incluso respecto de inmuebles sitos fuera de su término municipal. Por ello, la DGRN estima el recurso planteado contra la negativa del registrador de la propiedad a anotar un mandamiento de embargo, basándose en los siguientes Fundamentos de Derecho:


«Vistos los artículos 1.1, 167.4 y 170.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria; 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; 2, 6 y 8.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales; 99 del Reglamento Hipotecario; así como las Resoluciones de esta Dirección General de 9 de marzo (LA LEY 21754/2006), 14 de abril, 29 de noviembre (LA LEY 154613/2006) y 22 de diciembre de 2006 (LA LEY 176085/2006); 24 de enero (LA LEY 1227/2007), y 6 (LA LEY 7175/2007) y 8 de marzo de 2007 (LA LEY 8997/2007), 27 de agosto (LA LEY 112630/2008), 1 de septiembre (LA LEY 112633/2008) y 23 de diciembre de 2008 (LA LEY 226139/2008), y 3 abril de 2009 (LA LEY 30739/2009).

3.- El artículo 8 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales para las actuaciones ejecutivas sobre bienes sitos fuera del término municipal expresamente dispone, en su párrafo 3, que:

"las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicados por los órganos competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos del Estado en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación".

4.- Ha sido doctrina de este Centro Directivo que en aplicación de este artículo, las anotaciones de embargo sobre bienes sitos fuera del término municipal deberán ser practicadas por los órganos competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma o del Estado según los casos, previa solicitud del presidente de la Corporación, y no directamente por la Administración municipal.

Sin embargo, una interpretación más razonable del artículo 8 de la Ley Reguladora de Haciendas Locales obliga a matizar esta doctrina, diferenciando entre actuaciones estrictamente ejecutivas, especialmente la realización forzosa del bien, donde seguirá en vigor la doctrina señalada; y las meramente declarativas, como pudiera ser la providencia de apremio, diligencia de embargo y mandamiento de anotación preventiva, donde por razones de eficacia y economía procedimental -no cabe olvidar la tendencia legislativa a la supresión de trabas administrativas- debe reconocerse competencia al órgano de recaudación municipal, incluso respecto de bienes inmuebles sitos fuera de su término municipal [véase en este sentido la Sentencia firme 421/2009 de la Audiencia Provincial de Alicante de 28 de diciembre de 2009 (LA LEY 306976/2009)].

5.- En definitiva, las Entidades Locales tienen plena competencia para dictar el acto administrativo mediante el cual se declara la existencia de un crédito exigible a su favor, cuando sea cierta su cuantía y la persona del obligado, y también para su recaudación en período voluntario o ejecutivo, dictando a tal efecto la correspondiente providencia de apremio, diligencia de embargo y medidas cautelares como es el mandamiento de anotación del embargo. En cambio, carece de tal competencia para realizar actuaciones de realización forzosa sobre bienes inmuebles situados fuera de su término municipal, que deberá llevarse a cabo por los órganos competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro caso, previa solicitud del Presidente de la Corporación.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado estimar el recurso y revocar la nota de calificación del Registrador.»







	 (1) 

	Obra citada, págs. 82 y 83.
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Artículo 9. Beneficios fiscales, régimen y compensación 




1. No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los expresamente previstos en las normas con rango de ley o los derivados de la aplicación de los tratados internacionales.

No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales que las entidades locales establezcan en sus ordenanzas fiscales en los supuestos expresamente previstos por la ley. En particular, y en las condiciones que puedan prever dichas ordenanzas, éstas podrán establecer una bonificación de hasta el cinco por ciento de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien sus deudas de vencimiento periódico en una entidad financiera, anticipen pagos o realicen actuaciones que impliquen colaboración en la recaudación de ingresos.

2. Las leyes por las que se establezcan beneficios fiscales en materia de tributos locales determinarán las fórmulas de compensación que procedan; dichas fórmulas tendrán en cuenta las posibilidades de crecimiento futuro de los recursos de las Entidades Locales procedentes de los tributos respecto de los cuales se establezcan los mencionados beneficios fiscales.

Lo anterior no será de aplicación en ningún caso cuando se trate de los beneficios fiscales a que se refiere el párrafo segundo del apartado 1 de este artículo.

3. Cuando el Estado otorgue moratorias o aplazamientos en el pago de tributos locales a alguna persona o entidad, quedará obligado a arbitrar las fórmulas de compensación o anticipo que procedan en favor de la entidad local respectiva.



Este artículo incorpora el equivalente de la LRHL, cuyos dos primeros apartados llevaban la redacción que les dio la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, Acom.99, que respecto a su texto inicial introdujo el párrafo segundo del apartado 1 y el párrafo segundo del apartado 2. El apartado 1 fue, a su vez, objeto de la nueva redacción dada por la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la LRHL, que añadió el último inciso del párrafo segundo: desde «En particular, y en las condiciones» hasta «... que impliquen colaboración en la recaudación de ingresos».

BENEFICIOS FISCALES Y COMPENSACIONES POR SU ESTABLECIMIENTO O POR MORATORIAS O APLAZAMIENTOS EN EL PAGO DE LOS TRIBUTOS LOCALES

Los tres apartados del precepto que ahora comentamos tienen contenidos distintos, aunque todos ellos encaminados a garantizar el máximo rendimiento de los tributos locales. Al igual que hizo el legislador, también nosotros distinguimos los tres aspectos diferentes del artículo.

1.  EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY EN LOS BENEFICIOS FISCALES

1.1.  Consideraciones generales

El art. 10 LGT.63 incluyó, entre las materias que exigía que habían de ser reguladas, en todo caso, por Ley, la de la letra b), referida a «El establecimiento, supresión y prórroga de las exenciones, reducciones y demás bonificaciones tributarias». Lo mismo ocurre actualmente en el art. 8.d) LGT.03, a cuyo tenor «Se regularán en todo caso por ley: ... d) El establecimiento, modificación, supresión y prórroga de las exenciones, reducciones, bonificaciones, deducciones y demás beneficios o incentivos fiscales». Norma que extiende a todos los tributos lo que, refiriéndose exclusivamente a los estatales, establece el art. 133.3 CE, a cuyo tenor «Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud de ley».

Por otra parte, el art. 96.1 CE establece que «Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional». Principio que expresamente recuerda el art. 1.3 TRLHL, cuando dispone que esta ley se aplicará sin perjuicio de los tratados y convenios internacionales.

De todo ello se deduce que el primer párrafo -que inicialmente era el único- del apartado 1 del art. 9 LRHL pudo perfectamente obviarse, pues todo lo que en él se dispone ya resultaba inmediatamente aplicable a los tributos locales, en virtud de los preceptos de la Constitución y de la Ley General Tributaria que acabamos de citar. Por lo que su inclusión expresa en el texto de la Ley local obedeció simplemente a una finalidad didáctica, o de recordatorio.

Pues no puede olvidarse que la LRHL nació con una expresa voluntad del legislador muy restrictiva en esta materia. Así resultaba, mirando hacia atrás, del apartado 1 de su D.A. 9.ª, actualmente recogido en la D.T. 1.ª TRLRHL, cuyo texto es el siguiente:

D.T. 1.ª A partir del 31 de diciembre de 1989, quedarán suprimidos cuantos beneficios fiscales estuvieren establecidos en los tributos locales con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, tanto de forma genérica como específica, en toda clase de disposiciones distintas de las de régimen local, sin que su vigencia pueda ser invocada respecto de ninguno de los tributos regulados en este texto refundido; lo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en las disposiciones transitorias tercera, cuarta y quinta de este texto refundido.


En que las Disposiciones Transitorias a que se remite son las que han recogido lo subsistente de las DD.TT. 2.ª.2, 3.ª.2 y 4.ª.2 LRHL, relativas al mantenimiento provisional, durante el plazo de su vigencia y respecto a los nuevos tributos sustitutorios, de los beneficios de orden temporal reconocidos en las Contribuciones territoriales (D.T. 2.ª.2), en las Licencias fiscales (D.T. 3.ª.2) y en el Impuesto Municipal sobre Circulación de Vehículos (D.T. 4.ª.3) y, si no tuvieran término de disfrute, hasta el 31 de diciembre de 1992 (en el IBI y el IVM) o de 1993 (en el IAE, plazo luego prorrogado hasta el de 1994). Preceptos a los que aludiremos al examinar los referidos impuestos.

Ahora bien, con vistas al futuro y a fin de no comprometer de antemano a legislador en el ejercicio de sus facultades de ordenación económica general, el apartado 2 de la misma D.A. 9.ª LRHL -haciendo uso de lo previsto en el art. 134.7 CE- estableció que «Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado podrán establecer beneficios fiscales en los tributos locales regulados en esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado segundo del artículo 9 de la misma». Norma que actualmente recoge la D.A. 3.ª TRLRHL:


D.A. 3.ªBeneficios fiscales.

Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado podrán establecer beneficios fiscales en los tributos locales regulados en esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en su artículo 9.2.



En estas condiciones, el texto primitivo de la LRHL era muy parco en materia de beneficios fiscales, hasta el punto que omitió bastantes de las que hasta entonces venían aplicándose, con un criterio rigorista que el propio legislador hubo de rectificar mediante leyes posteriores, como ocurrió, por ejemplo, en la bonificación del 50 por ciento en IBI de las viviendas de protección oficial, restablecida por la DA 1.ª.3 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Por otra parte, tampoco se previeron exenciones o bonificaciones «potestativas», esto es, a establecer por la Entidad local en la Ordenanza fiscal correspondiente, en ejercicio de su potestad tributaria derivada. Más aún, en los impuestos obligatorios las facultades «en orden a la fijación de los elementos necesarios para la determinación de las respectivas cuotas tributarias», que, según el art. 15.2, podían ejercer los Ayuntamientos, aprobando las oportunas Ordenanzas fiscales, aparecían encaminadas a aumentar, no a reducir, esas cuotas, como lo demuestra el contenido inicial de los arts. 73.3 a 5 (incremento de los tipos de gravamen del IBI), 88 y 89 (coeficiente único e índices de situación en el IAE, nunca inferiores a la unidad) y 96.4 (incremento de las cuotas del IVM, mediante coeficientes multiplicadores, cuyos máximos oscilaban del 1,4 al 2, según la población del municipio). De modo que la única posibilidad de rebajar las cuotas era la establecida con carácter excepcional en el art. 73.6, para reducir hasta la mitad, por un período máximo de tres años (luego aumentado a seis) los tipos de gravamen en los municipios en que entraren en vigor revisiones o modificaciones de los valores catastrales.

Incluso en los impuestos potestativos, se señalaban (ICO e IPV) unos tipos de gravamen mínimos y máximos, lo cual no dejaba de ser paradójico, puesto que quien podía lo más (no establecer ni exigir el impuesto) no podía lo menos (exigirlo con unas cuotas más moderadas).

Sin embargo, este rigor fue evolucionando con el tiempo: aparecieron nuevos beneficios fiscales y, sobre todo, se consagró la teoría de la llamada «corresponsabilidad fiscal», mediante la cual el Estado pretende flexibilizar, sin abandonarla, su competencia exclusiva sobre la materia, autorizando -obviamente a través de normas de rango legal- que las Entidades locales, en uso de su potestad tributaria derivada, no sólo aumentando las cuotas resultantes con tipos de gravamen o coeficientes multiplicadores mayores de la unidad, sino también aplicando exenciones o bonificaciones de carácter potestativo. Esta tendencia plasmó en la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, Acom.99 (dando nueva redacción de los arts. 96.6, 104.3 y 109.4 LRHL) y se ha mantenido en leyes siguientes, como la 51/2002, de 27 de diciembre (las bonificaciones potestativas de los arts. 74.2 párrafo segundo, 75, 89.2, 96.6, 104.2 y 109.4 LRHL) y en último término la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, Acom.04, [modificación de los arts. 75.5 y 104.2.b)].

Precisamente la Ley 50/1998 añadió lo que hoy es el primer inciso del párrafo segundo del apartado 1 de este art. 9 TRLRHL, a cuyo tenor «No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales que las entidades locales establezcan en sus ordenanzas fiscales en los supuestos expresamente previstos por la ley» y, como luego veremos, el párrafo segundo del apartado 2 del mismo artículo.

Ese añadido también resulta, a nuestro juicio, innecesario e incluso redundante, puesto que si, como señala el párrafo primero del apartado 1, no podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los expresamente previstos en las normas con rango de ley o los derivados de la aplicación de los tratados internacionales, es obvio que sí podrán reconocerse los previstos en la ley, tanto si ésta los establece con carácter obligatorio para las Entidades locales, como si lo hace permitiéndoles establecerlos mediante el trámite de aprobación o modificación de la correspondiente Ordenanza. Por lo que su utilidad es meramente didáctica, aparte de facilitar la redacción de la excepción contenida en el segundo párrafo del apartado 2 del mismo artículo.

No está de más añadir que, si los preceptos que regulan el sistema tributario local son de la competencia exclusiva del Estado en cuanto «dictados en virtud de lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitución» (art. 1.1 TRLRHL), las «normas con rango de Ley» que pueden establecer beneficios fiscales en los tributos locales han de ser, necesariamente las estatales. O, dicho de otro modo: las Comunidades Autónomas no pueden establecer beneficios fiscales en los tributos locales.

Así lo vino a reconocer la STC 30 septiembre 1999, al resolver el recurso de inconstitucionalidad n.º 433/1994, promovido por el Presidente del Gobierno contra el art. 10.3 Ley del Parlamento de Cataluña 12/1993 de 4 de noviembre, de creación del Instituto para el Desarrollo de las Comarcas del Ebro, que establece que «El Instituto goza de las exenciones y los beneficios fiscales que corresponden a la Generalidad». El Abogado del Estado basaba el recurso en que dicho precepto no distingue entre los beneficios y exenciones de los tributos propios de la Generalidad de Cataluña y los de los tributos estatales y locales, de modo que la inexistencia de tal distinción determina que resulte inconstitucional al aplicarse a los tributos estatales y locales. Por el contrario, las representaciones procesales del Consejo Ejecutivo y del Parlamento de Cataluña coincidieron en señalar que dicho artículo es de exclusiva aplicación a los tributos establecidos por la Generalidad de Cataluña en el ejercicio de su potestad tributaria, por lo que no le son atribuibles los reproches de inconstitucionalidad alegados de adverso.

El TC, si bien desestima el recurso, lo hace mediante una sentencia interpretativa, por entender que el expresado precepto (como la Ley de que forma parte) tiene como único y exclusivo campo de aplicación el ámbito de competencia del Parlamento de la CA Cataluña, y, por ello, «en atención a este dato, que el Parlamento de Cataluña, como creador de dicho Organismo, sólo puede atribuirle aquellos beneficios y exenciones fiscales que esté legitimado para establecer de conformidad con las previsiones del bloque de constitucionalidad»... por lo que no resulta necesario que contenga salvaguardia alguna de competencias del Estado o de las Corporaciones locales.

1.2.  La bonificación de hasta el 5 por ciento en favor de los sujetos pasivos cuyas actuaciones colaboren en la recaudación de ingresos

Se prevé en lo que hoy es el inciso final del párrafo segundo del apartado 1 de este artículo, que fue introducido por la redacción que al equivalente de la LRHL dio la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de reforma de la LRHL, y dispone: «En particular, y en las condiciones que puedan prever dichas ordenanzas, éstas podrán establecer una bonificación de hasta el cinco por ciento de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien sus deudas de vencimiento periódico en una entidad financiera, anticipen pagos o realicen actuaciones que impliquen colaboración en la recaudación de ingresos».

Parece rara, a nuestro entender, la ubicación del precepto, que ni siquiera constituye párrafo independiente dentro del apartado. La razón podría estar en su posible aplicación a la recaudación de todos los ingresos tributarios. Pero, en la medida en que su establecimiento ha de hacerse en la correspondiente Ordenanza fiscal (sea con carácter general en la ordenanza general de recaudación, sea en las específicas de cada tributo en que haya de aplicarse), habría sido, quizás, más correcto situarlo como apartado 4 del art. 15; crítica que sólo debe referirse a la Ley 51/2002, pues el Gobierno, al elaborar el Texto Refundido, actuó con las limitaciones que señala el Preámbulo del RDL 2/2004.

En todo caso, cabe señalar las siguientes características:

- Se trata de una bonificación potestativa, ya que sólo procederá respecto a las cuotas de los tributos específicamente previstos en la correspondiente Ordenanza fiscal.

- Consiste en un porcentaje sobre la cuota, no superior al 5 por ciento.

- Sólo alcanza a los tributos específicamente señalados en la correspondiente Ordenanza.

- Puede establecerse por diversas causas, que también deben concretarse en la Ordenanza: la ley sugiere expresamente dos tasadas: la de domiciliar sus recibos o anticipar pagos. Pero añade la expresión genérica realizar actuaciones que impliquen colaboración en la recaudación de ingresos, actuaciones que la Ordenanza deberá igualmente tipificar.

- Por su misma finalidad de facilitar la gestión recaudatoria, cabe entenderse que han de aplicarse automáticamente por la Entidad gestora en favor de quienes reúnan las condiciones previstas en la Ordenanza fiscal, sin necesidad de solicitud expresa por parte de éstos.

2.  COMPENSACIÓN POR EL ESTABLECIMIENTO DE BENEFICIOS FISCALES

Se prevé en el apartado 2 de este artículo, cuya redacción procede de la dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, que le añadió su párrafo segundo, consecuencia del principio de corresponsabilidad fiscal.

2.1.  Sólo procede en los casos de beneficios fiscales obligatorios y siempre que así lo señale la Ley que los establece

La compensación prevista en el primer párrafo es puramente programática, pues, siendo la LRHL una Ley ordinaria, la Ley posterior que establezca nuevos beneficios tributarios puede ignorar dicha recomendación, como de hecho han venido haciendo en diversas ocasiones, mediante la fórmula «no será de aplicación lo previsto en el art. 9.2 LRHL».

Ahora bien, cuando la Ley que establece los beneficios fiscales reconoce la procedencia de la compensación, no sólo ha de limitarse a hacerlo constar así, sino que también ha de determinar las fórmulas de compensación que procedan, teniendo en cuenta «las posibilidades de crecimiento futuro de los recursos de las Entidades Locales procedentes de los tributos respecto de los cuales se establezcan los mencionados beneficios fiscales». Expresión que, a nuestro juicio, debe contemplar el mantenimiento del poder adquisitivo de las cantidades inicialmente asignadas (evolución del coste de la vida) como el eventual crecimiento, vegetativo o extraordinario, de los hechos imponibles a que los beneficios fiscales afectan.

Como excepciones a la regla general de compensación, todos ellos posteriores a la LRHL, cabe citar ad exemplum las siguientes: art. 29.2 Ley 5/1990, de 29 de junio (EC 1373/1990), en relación al Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras; art. 33.4 Ley 20/1990, de 19 de diciembre (EC 398/1991), sobre Régimen Fiscal de Cooperativas; art. 11 de la Ley 30/1990, de 27 de diciembre (EC 83/1991), sobre Beneficios Fiscales relativos a Madrid, Capital Europea de la Cultura, 1992; D.A. 1.ª Ley 7/1991, de 21 de marzo (EC 1639/1991), sobre creación del Instituto Cervantes; art. 15.2 de la Ley 29/1991, de 16 de diciembre (EC 89/1992), de Adecuación de determinados conceptos impositivos a las Directrices y Reglamentos de las Comunidades Europeas, en relación a la inaplicación de la compensación por la no sujeción al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana de las transmisiones derivadas de operaciones societarias de fusión y escisión de empresas y aportaciones no dinerarias, extensivas al Instituto Nacional de Industria (art. 107.3 Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1992); D.A. 16 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, sobre el Régimen fiscal de las Entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, etc.

Por el contrario, el derecho a la compensación fue reconocido en estos otros casos: la exención concedida por el art. 7.1 de la Ley 22/1993, que adicionó un apartado l) al art. 64 LRHL (exención del IBI de los centros docentes privados acogidos al régimen de conciertos educativos) -hoy se corresponde con el art. 62.2 a) TRLRHL- sería compensada a los Ayuntamientos en virtud del art. 7.2 de dicha norma, que dispone: «De conformidad con lo previsto en el artículo 9.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, la exención establecida en el apartado anterior será compensada a los Ayuntamientos en los términos que reglamentariamente se establezcan». El art. 33.4 de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre régimen fiscal de cooperativas, que después de concederles una bonificación del 95 por ciento de la cuota del IAE y del IBI correspondiente a los bienes de naturaleza rústica de las Cooperativas Agrarias y de Explotación Comunitaria de la Tierra, dispone que «a los efectos del artículo 9.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, los Ayuntamientos comunicarán anualmente a la Dirección General de Coordinación con las Haciendas Territoriales del Ministerio de Economía y Hacienda, la relación de cooperativas que hayan disfrutado efectivamente de estas bonificaciones y el importe total del gasto fiscal soportado. Previas las comprobaciones que sean necesarias, la Dirección General de Coordinación con las Haciendas Territoriales ordenará las compensaciones que procedan con cargo a un crédito ampliable que se consignará, a tal efecto, en los Presupuestos generales del Estado».

El acontecimiento de mayor trascendencia en este campo tuvo lugar con motivo de las nuevas exenciones que en el entonces art. 83 LRHL (actual 82 TRLRHL) estableció la Ley 51/2002, de 27 de noviembre, de modificación de la LRHL, compensación regulada en la D.A. 10.ª de dicha Ley 51/2002, modificada por la Ley 62/2003, 30 diciembre, Acom.04. Ha de advertirse, sin embargo, que las compensaciones por pérdida de ingresos derivadas de la reforma del IAE establecidas en dicha DA 10.ª, se integran a partir de 2004 en la participación de los municipios definida en los arts. 114.bis y 115.bis LRHL, de acuerdo con los dos últimos párrafos del apartado 3 de dicha D.A.:


«Aquellas entidades locales a las que se cede un porcentaje del rendimiento de determinados tributos estatales verán incrementada su participación en el Fondo Complementario de Financiación del año 2004, definido en los artículos 114 bis y 126 bis de la Ley 39/1998, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, según la redacción dada por los artículos 39 y 40 de la presente Ley, en el importe de la compensación que se reconozca a cada entidad.

La participación total en el año base de los municipios a los que no se cede un porcentaje del rendimiento de determinados tributos estatales, definida en el artículo 115 bis de la Ley 39/1998, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, según la redacción dada por el artículo 39 de la presente Ley, se incrementará en el importe de la suma de las compensaciones que se reconozcan a dichos municipios. De acuerdo con las condiciones del artículo 115 ter, en ningún caso la financiación que perciba cada municipio en el futuro podrá ser inferior a la que resulte, en términos brutos, de la liquidación definitiva del año 2003 incrementada en la compensación que se le reconozca por la aplicación de esta disposición adicional.»



2.2.  Improcedencia en los casos de beneficios fiscales potestativos

La excepción que señala el segundo párrafo de este apartado 2 del art. 9 TRLRHL es congruente con el segundo párrafo del apartado 1 del mismo artículo y, como anticipábamos, corolario del principio de corresponsabilidad fiscal: si una Entidad local hace uso voluntariamente de las autorizaciones legalmente previstas para establecer en sus Ordenanzas fiscales alguno, varios o todos los beneficios de carácter potestativo que expresamente prevé la ley, en tributos concretos y por causas tasadas, es porque entiende que los medios de fomento en que tales beneficios consisten contribuyen al interés general en mayor medida que la eventual disminución de ingresos que su reconocimiento comporta. Y como la Entidad está sometida al principio de equilibrio presupuestario, se sobreentiende que podrá hacer frente a esa pérdida con el resto de sus recursos ordinarios.

De ahí que dicho precepto señale que en tales casos no será de aplicación lo dispuesto en el párrafo anterior.

3.  COMPENSACIONES O ANTICIPOS POR MORATORIAS O APLAZAMIENTOS OTORGADOS POR EL ESTADO EN EL PAGO DE TRIBUTOS LOCALES

Están previstas en el apartado 3 del artículo que ahora comentamos. El supuesto paradigmático se da con ocasión de las medidas urgentes que, primero mediante Real Decreto-ley que luego se convalida o se tramita como proyecto de Ley, suelen adoptarse para paliar las consecuencias derivadas de acontecimientos extraordinarios o catástrofes naturales (sequía, inundaciones, etc.), entre las que se incluyen dichos aplazamientos o moratorias.

Las compensaciones a favor de las Entidades locales afectadas por dichos aplazamientos o moratorias son a fondo perdido. Los anticipos son medidas de carácter temporal, pues deben reintegrarse.

Distintos de los contemplados en este precepto, pero de características semejantes son los anticipos por desfases en la recaudación o necesidades urgentes de tesorería. Por ejemplo, no debe olvidarse que la confección del Padrón del IBI es competencia del Estado y debe ser remitido a los Ayuntamientos interesados antes del 1 de marzo de cada año (art. 77.5 TRLRHL y Resolución de la Dirección General del Catastro de 22/12/2005). De modo que el retraso en la emisión de los padrones del IBI que impida a los Ayuntamientos afectados liquidar el Impuesto dentro de los plazos normales, supone un indebido aplazamiento de las cuotas a cargo de los respectivos obligados tributarios, que debe compensarse por el Estado -y así vienen haciéndolo las sucesivas PGE- mediante la concesión de un anticipo de parte de la recaudación prevista por este concepto, por analogía con los anticipos que, según el art. 149.2 TRLRHL, puede conceder la Diputación Provincial cuando asume por cuenta de los Ayuntamientos la recaudación del IBI y el IAE.

También las LPGE vienen previendo anticipos para los casos de Ayuntamientos que se encuentren en situación de urgente y extraordinaria necesidad de Tesorería.






Artículos 10, 11, 12 y 13 




Artículo 10. Recargos e intereses de demora

En la exacción de los tributos locales y de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, los recargos e intereses de demora se exigirán y determinarán en los mismos casos, forma y cuantía que en la exacción de los tributos del Estado.

Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean, no se exigirá interés de demora en los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago que hubieran sido solicitados en período voluntario, en las condiciones y términos que prevea la ordenanza, siempre que se refieran a deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva y que el pago total de éstas se produzca en el mismo ejercicio que el de su devengo.




Artículo 11. Infracciones y sanciones tributarias

En materia de tributos locales, se aplicará el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que la complementen y desarrollen, con las especificaciones que resulten de esta ley y las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la ley.




Artículo 12. Gestión

1. La gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

2. A través de sus ordenanzas fiscales las entidades locales podrán adaptar la normativa a que se refiere el apartado anterior al régimen de organización y funcionamiento interno propio de cada una de ellas, sin que tal adaptación pueda contravenir el contenido material de dicha normativa.




Artículo 13. Consultas

En relación con la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales, la competencia para evacuar las consultas a que se refiere el artículo 88 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria corresponde a la entidad que ejerza dichas funciones.



Los arts. 10, 11 y 12 recogen la redacción de sus homólogos de la LRHL, procedente de la Ley 50/1998, 30 diciembre, Acom.99. La redacción inicial era la siguiente:

Art. 10. Los intereses de demora y el recargo de apremio en los tributos locales se exigirán y determinarán en los mismos casos, forma y cuantía que en la exacción de los tributos del Estado.

Art. 11. En materia de tributos locales se aplicará el régimen de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que la complementen y desarrollen.

Art. 12. La gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo. 5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 anterior se reducirá en el 25 por ciento siempre que se realice el ingreso total del importe restante del recargo en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación de dicho recargo y siempre que se realice el ingreso total del importe de la deuda resultante de la autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por la Administración derivada de la declaración extemporánea, al tiempo de su presentación o en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley, respectivamente, o siempre que se realice el ingreso en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de dicha deuda que la Administración tributaria hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el obligado al pago hubiera solicitado al tiempo de presentar la autoliquidación extemporánea o con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación resultante de la declaración extemporánea.

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, cuando no se hayan realizado los ingresos a que se refiere el párrafo anterior en los plazos previstos incluidos los correspondientes al acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento.

Número 5 del artículo 27 introducido por el apartado uno del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal («BOE» 30 noviembre).

Las novedades consistieron en la inclusión del inciso «y de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales», la sustitución de «el recargo de apremio» por «los recargos» en lo que hoy es párrafo primero del art. 10, la adición del segundo párrafo de dicho artículo; el añadido del inciso final «con las especificaciones que resulten de esta ley y las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la ley» en el artículo 11, y la creación del que hoy es apartado 2 del art. 12.

El art. 13, que no había experimentado variaciones, se traslada con la adaptación consistente en que donde decía «el artículo 107 de la Ley General Tributaria» (refiriéndose obviamente a la Ley 230/1963, de 28 de diciembre) ahora dice «el artículo 88 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria».

Reviste gran interés la STS de 4 de marzo de 2009 (LA LEY 14430/2009), recaída en el recurso interpuesto por la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de Barcelona, en que se impugnaba la D.A. 1.ª del Real Decreto 1065/2007 y los arts. 36, 69.6, 77.4, 109, 111.2, 172.5 y 184.1 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos aprobado por dicho Real Decreto. En esta Sentencia se desestima el recurso, confirmando los preceptos impugnados, al tiempo que el TS realiza un análisis de dichos preceptos, ofreciendo distintas claves interpretativas que permiten conocer mejor su alcance y contenido.

ESPECIALIDADES DE LA GESTIÓN TRIBUTARIA LOCAL

Ya dijimos que, desde el mismo momento de su entrada en vigor, la LGT.63 fue aplicable a los tributos locales. También lo es actualmente la LGT.03, según resulta de su art. 1.1, a cuyo tenor «Esta ley establece los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario español y será de aplicación a todas las Administraciones tributarias en virtud y con el alcance que se deriva del artículo 149.1.1.ª, 8.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución».

La remisión a la legislación general tributaria ya se había producido expresamente en el texto inicial de los artículos que ahora comentamos, que a lo largo de sus modificaciones han resaltado algunas de las especialidades propias de los tributos locales en lo relativo a la gestión tributaria en sentido amplio (gestión, liquidación, inspección y recaudación), al igual que lo hacen -según veremos- el artículo 14 respecto a la revisión de oficio y medios de impugnación de los actos de su aplicación y efectividad, y los arts. 15 a 19 en cuanto al ejercicio de la potestad tributaria derivada, mediante la imposición y ordenación de los tributos.

Estos reenvíos nos llevarían al estudio de la mayor parte de la Ley General Tributaria y de sus reglamentos de desarrollo, tarea ingente que -por otra parte- excede de la finalidad de la presente obra, dedicada precisamente a las especialidades de las Haciendas locales.

Sin embargo, tampoco podemos desconocer que, dado lo reciente de la promulgación de la LGT.03 y de su más reciente entrada en vigor, pudiera ser conveniente hacer referencias concretas a esta nueva legislación, habida cuenta de que hasta hace poco estábamos acostumbrados a buscar los preceptos de la veterana LGT.63, tras sus cuarenta años de vigencia ininterrumpida, en la que, por otra parte, experimentó abundantes modificaciones.

En la disyuntiva, hemos optado por una vía intermedia, citando y en algunos casos transcribiendo los preceptos de la nueva LGT.03 como medio para comprender y aplicar las especialidades de las haciendas locales. Prescindimos en cambio de la cita de los actuales Reglamentos, habida cuenta, por un lado, que la Ley ha dado en bastantes casos rango legal a preceptos que hasta ahora eran reglamentarios y, por otro lado, su D.F. 9.ª autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de esta ley. Y los órganos del Ministerio de Hacienda han estado trabajando en la preparación de los nuevos Reglamentos  (1) .

1.  ATRIBUCIONES DE LOS ÓRGANOS

La organización y el régimen de funcionamiento de las Entidades locales es materia regulada por la LRBRL, que también se ocupa de las atribuciones de los órganos necesarios de cada entidad, así como de señalar las directrices generales para los que cada una puede crear en ejercicio de su potestad de autoorganización.

Ahora bien, en lo relativo al «desarrollo de la gestión económica del presupuesto aprobado» -de la que forman parte obviamente los actos de gestión tributaria en sentido amplio (gestión, liquidación, inspección y recaudación) fue sumamente parca y cautelosa, pues si bien atribuye esta competencia al Alcalde en los Ayuntamientos de régimen común [art. 21.1.f) LRBRL], al Presidente de la Diputación [art. 34.1.f) LRBRL], y a la Junta de Gobierno local en los municipios sometidos al régimen del Título X [127.1.g) LRBRL], que es el Consejo de Gobierno Insular en los Cabildos Insulares Canarios [D.A. 14.ª.3 LRBRL], en los dos primeros casos la letra o párrafo con que comienza esta atribución de competencias termina con el inciso final «todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales».

Por otra parte, en todos los preceptos mencionados esta competencia se configura como delegable: cuando corresponde al Alcalde, en la Junta de Gobierno Local [art. 23.2.b)], en los miembros de ésta, en los Tenientes de Alcalde e incluso, para delegaciones específicas, en cualquier otro Concejal [art. 23.4 LRBRL]; cuando corresponde al Presidente de la Diputación, en la Junta de Gobierno [art. 35.2.b)], en los miembros de ésta e incluso, para delegaciones específicas, en cualquier Diputado. Y las atribuciones de la Junta de Gobierno de los Ayuntamientos sometidos al Título X son igualmente delegables en los Tenientes de Alcalde, en los demás miembros de la Junta de Gobierno Local, en los demás concejales, o en los coordinadores generales, directores generales u órganos similares [art. 127.2 LRBRL]. Régimen semejante, mutatis mutandis, es aplicable a los Consejos de Gobierno de los Consejos Insulares regidos por el mismo Título.

Finalmente, en los municipios y cabildos del Título X las funciones de recaudación se atribuyen a un órgano unipersonal, que ha de ser un funcionario con habilitación de carácter nacional (art. 134 LRBRL), salvo que se constituya el órgano de gestión tributaria previsto en el art. 135 LRBRL, responsable de ejercer como propias las competencias que a la Administración Tributaria local le atribuye la legislación tributaria y que comprenden, al menos, las siguientes competencias: a) La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los actos tributarios municipales; b) La recaudación en período ejecutivo de los demás ingresos de derecho público del ayuntamiento; c) La tramitación y resolución de los expedientes sancionadores tributarios relativos a los tributos cuya competencia gestora tenga atribuida; d) El análisis y diseño de la política global de ingresos públicos en lo relativo al sistema tributario municipal; e) La propuesta, elaboración e interpretación de las normas tributarias propias del ayuntamiento, y f) El seguimiento y la ordenación de la ejecución del presupuesto de ingresos en lo relativo a ingresos tributarios.

De todo ello se desprende que es imposible señalar, en abstracto, a qué órgano concreto corresponderá en una Entidad local determinada el ejercicio de las diversas competencias de gestión, liquidación, inspección y recaudación de tributos y demás ingresos de Derecho público, sin perjuicio de que habrá de ser alguno de los que hemos visto. Es por eso que el art. 12 TRLRHL, tras disponer en su apartado 1 que tales funciones se realizarán de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo, añade en el segundo que, a través de sus ordenanzas fiscales, las entidades locales podrán adaptar la normativa a que se refiere el apartado anterior al régimen de organización y funcionamiento interno propio de cada una de ellas, sin que tal adaptación pueda contravenir el contenido material de dicha normativa.

Invitación que, a nuestro juicio, es conveniente aceptar, sobre todo en las Corporaciones que cuentan con una estructura administrativa de cierta complejidad, pues redundará no sólo en un mejor conocimiento por parte de los administrados sino también en una mayor eficacia operativa de la propia Administración. Resulta ocioso añadir que esas Ordenanzas fiscales (sean las previstas en el artículo 15.3 TRLRHL, sean las propias de cada tributo en particular) tampoco podrán contravenir el contenido del Reglamento o los Reglamentos orgánicos, ni el Pleno puede suplir a través de las Ordenanzas fiscales la voluntad de los otros órganos titulares de competencias delegables para efectuar esa delegación.

2.  RECARGOS E INTERESES DE DEMORA

Es materia regulada en la Subsección 4.ª «Las obligaciones tributarias accesorias» de la Sección 2.ª del capítulo I del Título II LGT.03, comprensiva de los arts. 25 a 28, que disponen:


«Art. 25. Obligaciones tributarias accesorias.

1. Son obligaciones tributarias accesorias aquellas distintas de las demás comprendidas en esta sección que consisten en prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la Administración tributaria y cuya exigencia se impone en relación con otra obligación tributaria.

Tienen la naturaleza de obligaciones tributarias accesorias las obligaciones de satisfacer el interés de demora, los recargos por declaración extemporánea y los recargos del período ejecutivo, así como aquellas otras que imponga la ley.

2. Las sanciones tributarias no tienen la consideración de obligaciones accesorias.

Art. 26. Interés de demora.

1. El interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá a los obligados tributarios y a los sujetos infractores como consecuencia de la realización de un pago fuera de plazo o de la presentación de una autoliquidación o declaración de la que resulte una cantidad a ingresar una vez finalizado el plazo establecido al efecto en la normativa tributaria, del cobro de una devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la normativa tributaria.

La exigencia del interés de demora tributario no requiere la previa intimación de la Administración ni la concurrencia de un retraso culpable en el obligado.

2. El interés de demora se exigirá, entre otros, en los siguientes supuestos:

a) Cuando finalice el plazo establecido para el pago en período voluntario de una deuda resultante de una liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se hubiera efectuado.

b) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración sin que hubiera sido presentada o hubiera sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 27 de esta ley relativo a la presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo.

c) Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones contra sanciones durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

d) Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 28 de esta ley respecto a los intereses de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido.

e) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.

3. El interés de demora se calculará sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la devolución cobrada improcedentemente, y resultará exigible durante el tiempo al que se extienda el retraso del obligado, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente.

4. No se exigirán intereses de demora desde el momento en que la Administración tributaria incumpla por causa imputable a la misma alguno de los plazos fijados en esta ley para resolver hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso contra la resolución presunta. Entre otros supuestos, no se exigirán intereses de demora a partir del momento en que se incumplan los plazos máximos para notificar la resolución de las solicitudes de compensación, el acto de liquidación o la resolución de los recursos administrativos, siempre que, en este último caso, se haya acordado la suspensión del acto recurrido.

Lo dispuesto en este apartado no se aplicará al incumplimiento del plazo para resolver las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento del pago.

5. En los casos en que resulte necesaria la práctica de una nueva liquidación como consecuencia de haber sido anulada otra liquidación por una resolución administrativa o judicial, se conservarán íntegramente los actos y trámites no afectados por la causa de anulación, con mantenimiento íntegro de su contenido, y exigencia del interés de demora sobre el importe de la nueva liquidación.

En estos casos, la fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 de este artículo, hubiera correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación, sin que el final del cómputo pueda ser posterior al plazo máximo para ejecutar la resolución.

6. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en el que aquél resulte exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.

No obstante, en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de seguro de caución, el interés de demora exigible será el interés legal.

Art. 27. Recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo.

1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo sin requerimiento previo de la Administración tributaria.

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación administrativa realizada con conocimiento formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria.

2. Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa dentro de los tres, seis o 12 meses siguientes al término del plazo establecido para la presentación e ingreso, el recargo será del cinco, 10 o 15 por ciento, respectivamente. Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar resultante de las autoliquidaciones o sobre el importe de la liquidación derivado de las declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran podido exigirse y los intereses de demora devengados hasta la presentación de la autoliquidación o declaración.

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa una vez transcurridos 12 meses desde el término del plazo establecido para la presentación, el recargo será del 20 por ciento y excluirá las sanciones que hubieran podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses de demora por el período transcurrido desde el día siguiente al término de los 12 meses posteriores a la finalización del plazo establecido para la presentación hasta el momento en que la autoliquidación o declaración se haya presentado.

En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo no se exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario correspondiente a la liquidación que se practique, sin perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir por la presentación extemporánea.

3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni presenten solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación al tiempo de la presentación de la autoliquidación extemporánea, la liquidación administrativa que proceda por recargos e intereses de demora derivada de la presentación extemporánea según lo dispuesto en el apartado anterior no impedirá la exigencia de los recargos e intereses del período ejecutivo que correspondan sobre el importe de la autoliquidación.

4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones extemporáneas deberán identificar expresamente el período impositivo de liquidación al que se refieren y deberán contener únicamente los datos relativos a dicho período.

5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 anterior se reducirá en el 25 por ciento siempre que se realice el ingreso total del importe restante del recargo en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación de dicho recargo y siempre que se realice el ingreso total del importe de la deuda resultante de la autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por la Administración derivada de la declaración extemporánea, al tiempo de su presentación o en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley, respectivamente, o siempre que se realice el ingreso en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de dicha deuda que la Administración tributaria hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el obligado al pago hubiera solicitado al tiempo de presentar la autoliquidación extemporánea o con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley abierto con la notificación de la liquidación resultante de la declaración extemporánea.

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, cuando no se hayan realizado los ingresos a que se refiere el párrafo anterior en los plazos previstos incluidos los correspondientes al acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento  (2) .

Art. 28. Recargos del período ejecutivo.

1. Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho período, de acuerdo con lo establecido en el artículo 161 de esta ley.

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio reducido y recargo de apremio ordinario.

Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario.

2. El recargo ejecutivo será del cinco por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio.

3. El recargo de apremio reducido será del 10 por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 5 del artículo 62 de esta ley para las deudas apremiadas.

4. El recargo de apremio ordinario será del 20 por ciento y será aplicable cuando no concurran las circunstancias a las que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo.

5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora. Cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del período ejecutivo.»



3.  CONSULTAS TRIBUTARIAS

Es materia regulada dentro de la Sección 2.ª «Información y asistencia a los obligados tributarios» del capítulo I del Título III LGT.03, comprensiva de los arts. 85 a 91, que tratan respectivamente del deber de información y asistencia a los obligados tributarios, de las publicaciones, de las comunicaciones y actuaciones de información, de las consultas tributarias escritas, de los efectos de las contestaciones a consultas tributarias escritas, de la información con carácter previo a la adquisición o transmisión de bienes inmuebles, y de los acuerdos previos de valoración. El contenido de los arts. 88 y 89 es el siguiente:


«Art. 88. Consultas tributarias escritas.

1. Los obligados podrán formular a la Administración tributaria consultas respecto al régimen, la clasificación o la calificación tributaria que en cada caso les corresponda.

2. Las consultas tributarias escritas se formularán antes de la finalización del plazo establecido para el ejercicio de los derechos, la presentación de declaraciones o autoliquidaciones o el cumplimiento de otras obligaciones tributarias.

La consulta se formulará mediante escrito dirigido al órgano competente para su contestación, con el contenido que se establezca reglamentariamente.

3. Asimismo, podrán formular consultas tributarias los colegios profesionales, cámaras oficiales, organizaciones patronales, sindicatos, asociaciones de consumidores, asociaciones o fundaciones que representen intereses de personas con discapacidad, asociaciones empresariales y organizaciones profesionales, así como a las federaciones que agrupen a los organismos o entidades antes mencionados, cuando se refieran a cuestiones que afecten a la generalidad de sus miembros o asociados.

4. La Administración tributaria archivará, con notificación al interesado, las consultas que no reúnan los requisitos establecidos en virtud del apartado 2 de este artículo y no sean subsanadas a requerimiento de la Administración.

5. La competencia para contestar las consultas corresponderá a los órganos de la Administración tributaria que tengan atribuida la iniciativa para la elaboración de disposiciones en el orden tributario, su propuesta o interpretación.

6. La Administración tributaria competente deberá contestar por escrito las consultas que reúnan los requisitos establecidos en virtud del apartado 2 de este artículo en el plazo de seis meses desde su presentación.

La falta de contestación en dicho plazo no implicará la aceptación de los criterios expresados en el escrito de la consulta.

7. El procedimiento de tramitación y contestación de las consultas se desarrollará reglamentariamente.

8. La competencia, el procedimiento y los efectos de las contestaciones a las consultas relativas a la aplicación de la normativa aduanera comunitaria se regulará por lo dispuesto en el Código Aduanero Comunitario.

Art. 89. Efectos de las contestaciones a consultas tributarias escritas.

1. La contestación a las consultas tributarias escritas tendrá efectos vinculantes, en los términos previstos en este artículo, para los órganos y entidades de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos en su relación con el consultante.

En tanto no se modifique la legislación o la jurisprudencia aplicable al caso, se aplicarán al consultante los criterios expresados en la contestación, siempre y cuando la consulta se hubiese formulado en el plazo al que se refiere el apartado 2 del artículo anterior y no se hubieran alterado las circunstancias, antecedentes y demás datos recogidos en el escrito de consulta.

Los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos deberán aplicar los criterios contenidos en las consultas tributarias escritas a cualquier obligado, siempre que exista identidad entre los hechos y circunstancias de dicho obligado y los que se incluyan en la contestación a la consulta.

2. No tendrán efectos vinculantes para la Administración tributaria las contestaciones a las consultas formuladas en el plazo al que se refiere el apartado 2 del artículo anterior que planteen cuestiones relacionadas con el objeto o tramitación de un procedimiento, recurso o reclamación iniciado con anterioridad.

3. La presentación y contestación de las consultas no interrumpirá los plazos establecidos en las normas tributarias para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

4. La contestación a las consultas tributarias escritas tendrá carácter informativo y el obligado tributario no podrá entablar recurso alguno contra dicha contestación.

Podrá hacerlo contra el acto o actos administrativos que se dicten posteriormente en aplicación de los criterios manifestados en la contestación.»



4.  GESTIÓN TRIBUTARIA

El título III de la LGT.03, denominado «La aplicación de los tributos», tras dedicar sus dos primeros capítulos a los principios generales (arts. 83 a 96) y a normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios (arts. 97 a 116), trata en el capítulo III de las actuaciones y procedimiento de gestión tributaria. Este capítulo III tiene dos secciones, que examinamos por separado a continuación.

La Sección 1.ª «Disposiciones generales» consta de los arts. 117 a 122, que disponen:


«Art. 117. La gestión tributaria.

1. La gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a:

a) La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y demás documentos con trascendencia tributaria.

b) La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

c) El reconocimiento y comprobación de la procedencia de los beneficios fiscales de acuerdo con la normativa reguladora del correspondiente procedimiento.

d) El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, en cuanto tengan trascendencia tributaria.

e) La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones tributarias y de otras obligaciones formales.

f) La realización de actuaciones de verificación de datos.

g) La realización de actuaciones de comprobación de valores.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada.

i) La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas.

j) La emisión de certificados tributarios.

k) La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal, en los términos establecidos en la normativa específica.

l) La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

m) La información y asistencia tributaria.

n) La realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de inspección y recaudación.

2. Las actuaciones y el ejercicio de las funciones a las que se refiere el apartado anterior se realizarán de acuerdo con lo establecido en esta ley y en su normativa de desarrollo  (3) .

Art. 118. Formas de iniciación de la gestión tributaria.

De acuerdo con lo previsto en la normativa tributaria, la gestión tributaria se iniciará:

a) Por una autoliquidación, por una comunicación de datos o por cualquier otra clase de declaración.

b) Por una solicitud del obligado tributario, de acuerdo con lo previsto en el artículo 98 de esta ley.

c) De oficio por la Administración tributaria.

Art. 119. Declaración tributaria.

1. Se considerará declaración tributaria todo documento presentado ante la Administración tributaria donde se reconozca o manifieste la realización de cualquier hecho relevante para la aplicación de los tributos.

La presentación de una declaración no implica aceptación o reconocimiento por el obligado tributario de la procedencia de la obligación tributaria.

2. Reglamentariamente podrán determinarse los supuestos en que sea admisible la declaración verbal o la realizada mediante cualquier otro acto de manifestación de conocimiento.

3. Las opciones que según la normativa tributaria se deban ejercitar, solicitar o renunciar con la presentación de una declaración no podrán rectificarse con posterioridad a ese momento, salvo que la rectificación se presente en el período reglamentario de declaración  (4) .

Art. 120. Autoliquidaciones.

1. Las autoliquidaciones son declaraciones en las que los obligados tributarios, además de comunicar a la Administración los datos necesarios para la liquidación del tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí mismos las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar el importe de la deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte a devolver o a compensar.

2. Las autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios podrán ser objeto de verificación y comprobación por la Administración, que practicará, en su caso, la liquidación que proceda.

3. Cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de cualquier modo sus intereses legítimos, podrá instar la rectificación de dicha autoliquidación de acuerdo con el procedimiento que se regule reglamentariamente.

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine una devolución derivada de la normativa del tributo y hubieran transcurrido seis meses sin que se hubiera ordenado el pago por causa imputable a la Administración tributaria, ésta abonará el interés de demora del artículo 26 de esta ley sobre el importe de la devolución que proceda, sin necesidad de que el obligado lo solicite.

A estos efectos, el plazo de seis meses comenzará a contarse a partir de la finalización del plazo para la presentación de la autoliquidación o, si éste hubiese concluido, a partir de la presentación de la solicitud de rectificación.

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine la devolución de un ingreso indebido, la Administración tributaria abonará el interés de demora en los términos señalados en el apartado 2 del artículo 32 de esta ley  (5) .

Art. 121. Comunicación de datos.

Se considera comunicación de datos la declaración presentada por el obligado tributario ante la Administración para que ésta determine la cantidad que, en su caso, resulte a devolver. Se entenderá solicitada la devolución mediante la presentación de la citada comunicación.

Art. 122. Declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones complementarias o sustitutivas.

1. Los obligados tributarios podrán presentar autoliquidaciones complementarias, o declaraciones o comunicaciones complementarias o sustitutivas, dentro del plazo establecido para su presentación o con posterioridad a la finalización de dicho plazo, siempre que no haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria. En este último caso tendrán el carácter de extemporáneas.

2. Las autoliquidaciones complementarias tendrán como finalidad completar o modificar las presentadas con anterioridad y se podrán presentar cuando de ellas resulte un importe a ingresar superior al de la autoliquidación anterior o una cantidad a devolver o a compensar inferior a la anteriormente autoliquidada. En los demás casos, se estará a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 120 de esta ley.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior y salvo que específicamente se establezca otra cosa, cuando con posterioridad a la aplicación de una exención, deducción o incentivo fiscal se produzca la pérdida del derecho a su aplicación por incumplimiento de los requisitos a que estuviese condicionado, el obligado tributario deberá incluir en la autoliquidación correspondiente al período impositivo en que se hubiera producido el incumplimiento la cuota o cantidad derivada de la exención, deducción o incentivo fiscal aplicado de forma indebida en los períodos impositivos anteriores junto con los intereses de demora  (6) .

3. Los obligados tributarios podrán presentar declaraciones o comunicaciones de datos complementarias o sustitutivas, haciendo constar si se trata de una u otra modalidad, con la finalidad de completar o reemplazar las presentadas con anterioridad  (7) .»



Respecto a la normativa precedente cabe destacar, como novedades, que es la primera vez que en la norma tributaria general se definen las comunicaciones y las autoliquidaciones, y que se regulan los efectos de las declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones complementarias o sustitutivas.

La Sección 2.ª, denominada «Procedimientos de gestión tributaria», los enumera en el art. 123, describiéndolos en las cinco subsecciones siguientes. Tales procedimientos son:

a) El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos (arts. 124 a 127).

b) El procedimiento iniciado mediante declaración (arts. 128 a 130).

c) El procedimiento de verificación de datos (arts. 131 a 133).

d) El procedimiento de comprobación de valores (arts. 134 y 135).

e) El procedimiento de comprobación limitada (arts. 136 a 140).

Ha de tenerse en cuenta, además, que el art. 123.2 dispone que reglamentariamente se podrán regular otros procedimientos de gestión tributaria a los que serán de aplicación, en todo caso, las normas establecidas en el capítulo II de este título.

En la aplicación de todas estas normas al ámbito local cabe señalar que, de acuerdo con los preceptos del TRLRHL que los regulan, el establecimiento del régimen de autoliquidación tiene carácter potestativo para la Entidad local, que podrá hacerlo respecto a las tasas (art. 27.1), los precios públicos (art. 45), el IAE (art. 90.4), el IVM (art. 98), el ICO (art. 103.4), y el IPV (art. 110.4).

5.  LIQUIDACIONES

Es de señalar que en este punto el legislador se ha dejado influir por el modelo estatal, en el que prácticamente no existen apenas liquidaciones realizadas por los órganos de gestión, pues la abrumadora mayoría de los ingresos se producen por medio de autoliquidaciones, a diferencia de lo que ocurre en los tributos locales, donde son frecuentes las liquidaciones practicadas por los órganos de gestión, tal como ocurre para las contribuciones especiales y los tributos de cobro periódico por recibo, y en cuanto a los restantes el establecimiento del sistema de autoliquidación es potestativo para la Entidad local que puede hacerlo por medio de la respectiva ordenanza fiscal, o no establecerlo.

Es por ello que la letra i) del art. 117.1 LGT.03 sólo hace referencia a la práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas, y no regula en esta sección las liquidaciones, habiéndolo hecho antes, en la subsección 2.ª (arts. 101 y 102) de la Sección 1.ª del capítulo destinado a las normas comunes sobre procedimientos tributarios. Ello no quiere decir que las oficinas de gestión sólo puedan realizar esas liquidaciones, pues la letra n) del mismo artículo les encomienda la realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de inspección y recaudación. Además, la subsección 2.ª trata precisamente del procedimiento iniciado mediante declaración, que regula en los siguientes términos:


«Art. 128. Iniciación del procedimiento de gestión tributaria mediante declaración.

1. Cuando la normativa del tributo así lo establezca, la gestión del mismo se iniciará mediante la presentación de una declaración por el obligado tributario en la que manifieste la realización del hecho imponible y comunique los datos necesarios para que la Administración cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una liquidación provisional.

2. La Administración tributaria podrá iniciar de nuevo este procedimiento para la liquidación del tributo dentro del plazo de prescripción cuando el procedimiento iniciado mediante declaración hubiera terminado por caducidad.

Art. 129. Tramitación del procedimiento iniciado mediante declaración.

1. La Administración tributaria deberá notificar la liquidación en un plazo de seis meses desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la declaración o desde el siguiente a la comunicación de la Administración por la que se inicie el procedimiento en el supuesto al que se refiere el apartado 2 del artículo anterior.

En el supuesto de presentación de declaraciones extemporáneas, el plazo de seis meses para notificar la liquidación comenzará a contarse desde el día siguiente a la presentación de la declaración.

La normativa de cada tributo podrá señalar plazos diferentes para notificar la liquidación.

2. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, la Administración tributaria podrá utilizar los datos consignados por el obligado tributario en su declaración o cualquier otro que obre en su poder, podrá requerir al obligado para que aclare los datos consignados en su declaración o presente justificante de los mismos y podrá realizar actuaciones de comprobación de valores.

3. Realizadas las actuaciones de calificación y cuantificación oportunas, la Administración tributaria notificará, sin más tramite, la liquidación que proceda, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.

Cuando se hayan realizado actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo y los datos o valores tenidos en cuenta por la Administración tributaria no se correspondan con los consignados por el obligado en su declaración, deberá hacerse mención expresa de esta circunstancia en la propuesta de liquidación, que deberá notificarse, con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que la motiven, para que el obligado tributario alegue lo que convenga a su derecho.

En las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán intereses de demora desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo para el pago en período voluntario, sin perjuicio de la sanción que pueda proceder de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 192 de esta ley.

Art. 130. Terminación del procedimiento iniciado mediante declaración.

El procedimiento iniciado mediante declaración presentada por el obligado tributario terminará por alguna de las siguientes causas:

a) Por liquidación provisional practicada por la Administración tributaria.

b) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo previsto en el apartado 1 del artículo anterior sin haberse notificado la liquidación, sin perjuicio de que la Administración tributaria pueda iniciar de nuevo este procedimiento dentro del plazo de prescripción.»



Por eso parece oportuno ver ahora el contenido de los citados arts. 101 y 102:


«Art. 101. Las liquidaciones tributarias: concepto y clases.

1. La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.

La Administración tributaria no estará obligada a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro documento.

2. Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas.

3. Tendrán la consideración de definitivas:

a) Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de la obligación tributaria, salvo lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo.

b) Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.

4. En los demás casos, las liquidaciones tributarias tendrán el carácter de provisionales.

Podrán dictarse liquidaciones provisionales en el procedimiento de inspección en los siguientes supuestos:

a) Cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los correspondientes a otras obligaciones que no hubieran sido comprobadas, que hubieran sido regularizadas mediante liquidación provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme, o cuando existan elementos de la obligación tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el procedimiento, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

b) Cuando proceda formular distintas propuestas de liquidación en relación con una misma obligación tributaria.

Se entenderá que concurre esta circunstancia cuando el acuerdo al que se refiere el artículo 155 de esta ley no incluya todos los elementos de la obligación tributaria, cuando la conformidad del obligado no se refiera a toda la propuesta de regularización, cuando se realice una comprobación de valor y no sea el objeto único de la regularización y en el resto de supuestos que estén previstos reglamentariamente.

Art. 102. Notificación de las liquidaciones tributarias.

1. Las liquidaciones deberán ser notificadas a los obligados tributarios en los términos previstos en la sección 3.ª del capítulo II del título III de esta ley.

2. Las liquidaciones se notificarán con expresión de:

a) La identificación del obligado tributario.

b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados por el obligado tributario o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada por el mismo, con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así como de los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que hayan de presentarse y plazo para su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.

f) Su carácter de provisional o definitiva.

3. En los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, podrán notificarse colectivamente las sucesivas liquidaciones mediante edictos que así lo adviertan.

El aumento de base imponible sobre la resultante de las declaraciones deberá notificarse al contribuyente con expresión concreta de los hechos y elementos adicionales que lo motiven, excepto cuando la modificación provenga de revalorizaciones de carácter general autorizadas por las leyes.

4. Reglamentariamente podrán establecerse los supuestos en los que no será preceptiva la notificación expresa, siempre que la Administración así lo advierta por escrito al obligado tributario o a su representante.»



En que frente al régimen contenido en los arts. 120 a 125 LGT.63, y aparte de omitirse la mención de los desaparecidos Jurados Tributarios, destaca como novedades que hay una definición legal de las liquidaciones y la especificación, en el apartado 4 del art. 101, de las modalidades de liquidaciones provisionales que pueden practicarse en el curso del procedimiento inspector.

Aparte de este supuesto de exigibilidad de la cuota antes del devengo, pueden citarse los de depósito previo y de entregas a cuenta.

Volviendo al ámbito local, destacamos principalmente que en las contribuciones especiales el señalamiento inicial de cuotas, antes de comenzar las obras que las motivan, tiene a nuestro juicio neto carácter de liquidación provisional.

6.  INSPECCIÓN DE LOS TRIBUTOS

De la inspección de los tributos se ocupa el capítulo IV (arts. 141 a 159) del Título III de la LGT.03, con una extensión muy superior a la que tenía en la LGT.63 el capítulo 6 (arts. 140 a 146) de su Título III. Ello obedece esencialmente a que, por una parte, se han incorporado los preceptos correspondientes de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, y por otra se ha dado rango legal a preceptos que hasta ahora sólo venían recogidos en el RI. Por ello nos plegamos a la sistemática de la LGT.03, que consta de 2 Secciones, denominadas respectivamente «Disposiciones generales» y «Procedimiento de inspección».

6.1.  Funciones y facultades

Se regulan en la subsección 1.ª de la Sección primera, que consta de los siguientes artículos:


«Art. 141. La inspección tributaria.

La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a:

a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración.

b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los obligados tributarios.

c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los tributos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 93 y 94 de esta ley.

d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias, siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 134 y 135 de esta ley.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como para la aplicación de regímenes tributarios especiales.

f) La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben cumplir estas últimas.

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de comprobación e investigación.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada, conforme a lo establecido en los artículos 136 a 140 de esta ley.

i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración pública.

j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o no permanente, que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica y, en defecto de regulación expresa, por las normas de este capítulo con exclusión del artículo 149.

k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden por las autoridades competentes.

Art. 142. Facultades de la inspección de los tributos.

1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con trascendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias.

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugares mencionados en el párrafo anterior se opusiera a la entrada de los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará la autorización escrita de la autoridad administrativa que reglamentariamente se determine.

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 de esta ley.

3. Los obligados tributarios deberán atender a la inspección y le prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

El obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la documentación y demás elementos solicitados.

Excepcionalmente, y de forma motivada, la inspección podrá requerir la comparecencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija.

4. Los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán considerados agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas.

Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de las funciones de inspección.»



6.2.  Documentación de las actuaciones de la inspección

Así se denomina la subsección 2.ª de la Sección 1.ª, con este contenido:


«Art. 143. Documentación de las actuaciones de la inspección.

1. Las actuaciones de la inspección de los tributos se documentarán en comunicaciones, diligencias, informes y actas.

2. Las actas son los documentos públicos que extiende la inspección de los tributos con el fin de recoger el resultado de las actuaciones inspectoras de comprobación e investigación, proponiendo la regularización que estime procedente de la situación tributaria del obligado o declarando correcta la misma.

Art. 144. Valor probatorio de las actas.

1. Las actas extendidas por la inspección de los tributos tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

2. Los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de hecho.»



6.3.  Normas generales del procedimiento de inspección

La subsección 1.ª de la Sección 2.ª consta de los arts. 145 y 146, a cuyo tenor:


«Art. 145. Objeto del procedimiento de inspección.

1. El procedimiento de inspección tendrá por objeto comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y en el mismo se procederá, en su caso, a la regularización de la situación tributaria del obligado mediante la práctica de una o varias liquidaciones.

2. La comprobación tendrá por objeto los actos, elementos y valoraciones consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones.

3. La investigación tendrá por objeto descubrir la existencia, en su caso, de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios.

Art. 146. Medidas cautelares en el procedimiento de inspección.

1. En el procedimiento de inspección se podrán adoptar medidas cautelares debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.

Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la información de que se trate.

2. Las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas temporalmente a los fines anteriores sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

3. Las medidas adoptadas deberán ser ratificadas por el órgano competente para liquidar en el plazo de 15 días desde su adopción y se levantarán si desaparecen las circunstancias que las motivaron.»



6.4.  Iniciación y desarrollo

Se regula en la subsección 2.ª, artículos 147 a 152:


«Art. 147. Iniciación del procedimiento de inspección.

1. El procedimiento de inspección se iniciará:

a) De oficio.

b) A petición del obligado tributario, en los términos establecidos en el artículo 149 de esta ley.

2. Los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del procedimiento de inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones.

Art. 148. Alcance de las actuaciones del procedimiento de inspección.

1. Las actuaciones del procedimiento de inspección podrán tener carácter general o parcial.

2. Las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente. En otro caso, las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación con la obligación tributaria y período comprobado.

3. Cuando las actuaciones del procedimiento de inspección hubieran terminado con una liquidación provisional, el objeto de las mismas no podrá regularizarse nuevamente en un procedimiento de inspección que se inicie con posterioridad salvo que concurra alguna de las circunstancias a que se refiere el párrafo a) del apartado 4 del artículo 101 de esta ley y exclusivamente en relación con los elementos de la obligación tributaria afectados por dichas circunstancias.

Art. 149. Solicitud del obligado tributario de una inspección de carácter general.

1. Todo obligado tributario que esté siendo objeto de unas actuaciones de inspección de carácter parcial podrá solicitar a la Administración tributaria que las mismas tengan carácter general respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados, sin que tal solicitud interrumpa las actuaciones en curso.

2. El obligado tributario deberá formular la solicitud en el plazo de 15 días desde la notificación del inicio de las actuaciones inspectoras de carácter parcial.

3. La Administración tributaria deberá ampliar el alcance de las actuaciones o iniciar la inspección de carácter general en el plazo de seis meses desde la solicitud.

El incumplimiento de este plazo determinará que las actuaciones inspectoras de carácter parcial no interrumpan el plazo de prescripción para comprobar e investigar el mismo tributo y período con carácter general.

Art. 150. Plazo de las actuaciones inspectoras.

1. Las actuaciones del procedimiento de inspección deberán concluir en el plazo de 12 meses contado desde la fecha de notificación al obligado tributario del inicio del mismo. Se entenderá que las actuaciones finalizan en la fecha en que se notifique o se entienda notificado el acto administrativo resultante de las mismas. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución serán aplicables las reglas contenidas en el apartado 2 del artículo 104 de esta ley.

No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance y requisitos que reglamentariamente se determinen, por otro período que no podrá exceder de 12 meses, cuando en las actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando revistan especial complejidad. Se entenderá que concurre esta circunstancia atendiendo al volumen de operaciones de la persona o entidad, la dispersión geográfica de sus actividades, su tributación en régimen de consolidación fiscal o en régimen de transparencia fiscal internacional y en aquellos otros supuestos establecidos reglamentariamente.

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el obligado tributario ha ocultado a la Administración tributaria alguna de las actividades empresariales o profesionales que realice.

Los acuerdos de ampliación del plazo legalmente previsto serán, en todo caso, motivados, con referencia a los hechos y fundamentos de derecho.

2. La interrupción injustificada del procedimiento inspector por no realizar actuación alguna durante más de seis meses por causas no imputables al obligado tributario o el incumplimiento del plazo de duración del procedimiento al que se refiere el apartado 1 de este artículo no determinará la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su terminación, pero producirá los siguientes efectos respecto a las obligaciones tributarias pendientes de liquidar:

a) No se considerará interrumpida la prescripción como consecuencia de las actuaciones inspectoras desarrolladas hasta la interrupción injustificada o durante el plazo señalado en el apartado 1 de este artículo.

En estos supuestos, se entenderá interrumpida la prescripción por la reanudación de actuaciones con conocimiento formal del interesado tras la interrupción injustificada o la realización de actuaciones con posterioridad a la finalización del plazo al que se refiere el apartado 1 de este artículo. En ambos supuestos, el obligado tributario tendrá derecho a ser informado sobre los conceptos y períodos a que alcanzan las actuaciones que vayan a realizarse.

b) Los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la reanudación de las actuaciones que hayan sido imputados por el obligado tributario al tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras tendrán el carácter de espontáneos a los efectos del artículo 27 de esta ley.

Tendrán, asimismo, el carácter de espontáneos los ingresos realizados desde el inicio del procedimiento hasta la primera actuación practicada con posterioridad al incumplimiento del plazo de duración del procedimiento previsto en el apartado 1 de este artículo y que hayan sido imputados por el obligado tributario al tributo y período objeto de las actuaciones inspectoras.

3. El incumplimiento del plazo de duración al que se refiere el apartado 1 de este artículo determinará que no se exijan intereses de demora desde que se produzca dicho incumplimiento hasta la finalización del procedimiento.

4. Cuando se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 180 de esta ley, dicho traslado producirá los siguientes efectos respecto al plazo de duración de las actuaciones inspectoras:

a) Se considerará como un supuesto de interrupción justificada del cómputo del plazo de dichas actuaciones.

b) Se considerará como causa que posibilita la ampliación de plazo, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, en el supuesto de que el procedimiento administrativo debiera continuar por haberse producido alguno de los motivos a los que se refiere el apartado 1 del artículo 180 de esta ley.

5. Cuando una resolución judicial o económico-administrativa ordene la retroacción de las actuaciones inspectoras, éstas deberán finalizar en el período que reste desde el momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se refiere el apartado 1 de este artículo o en seis meses, si aquel período fuera inferior. El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución.

Lo dispuesto en el párrafo anterior también se aplicará a los procedimientos administrativos en los que, con posterioridad a la ampliación del plazo, se hubiese pasado el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se hubiera remitido el expediente al Ministerio Fiscal y debieran continuar por haberse producido alguno de los motivos a que se refiere el apartado 1 del artículo 180 de esta ley. En este caso, el citado plazo se computará desde la recepción de la resolución judicial o del expediente devuelto por el Ministerio Fiscal por el órgano competente que deba continuar el procedimiento.

Art. 151. Lugar de las actuaciones inspectoras.

1. Las actuaciones inspectoras podrán desarrollarse indistintamente, según determine la inspección:

a) En el lugar donde el obligado tributario tenga su domicilio fiscal, o en aquel donde su representante tenga su domicilio, despacho u oficina.

b) En el lugar donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas.

c) En el lugar donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible o del presupuesto de hecho de la obligación tributaria.

d) En las oficinas de la Administración tributaria, cuando los elementos sobre los que hayan de realizarse las actuaciones puedan ser examinados en ellas.

2. La inspección podrá personarse sin previa comunicación en las empresas, oficinas, dependencias, instalaciones o almacenes del obligado tributario, entendiéndose las actuaciones con éste o con el encargado o responsable de los locales.

3. Los libros y demás documentación a los que se refiere el apartado 1 del artículo 142 de esta ley deberán ser examinados en el domicilio, local, despacho u oficina del obligado tributario, en presencia del mismo o de la persona que designe, salvo que el obligado tributario consienta su examen en las oficinas públicas. No obstante, la inspección podrá analizar en sus oficinas las copias en cualquier soporte de los mencionados libros y documentos.

4. Tratándose de los registros y documentos establecidos por normas de carácter tributario o de los justificantes exigidos por éstas a los que se refiere el párrafo c) del apartado 2 del artículo 136 de esta ley, podrá requerirse su presentación en las oficinas de la Administración tributaria para su examen.

5. Reglamentariamente se podrán establecer criterios para determinar el lugar de realización de determinadas actuaciones de inspección.

6. Cuando el obligado tributario fuese una persona con discapacidad o con movilidad reducida, la inspección se desarrollará en el lugar que resulte más apropiado a la misma, de entre los descritos en el apartado 1 de este artículo.

Art. 152. Horario de las actuaciones inspectoras.

1. Las actuaciones que se desarrollen en oficinas públicas se realizarán dentro del horario oficial de apertura al público de las mismas y, en todo caso, dentro de la jornada de trabajo vigente.

2. Si las actuaciones se desarrollan en los locales del interesado se respetará la jornada laboral de oficina o de la actividad que se realice en los mismos, con la posibilidad de que pueda actuarse de común acuerdo en otras horas o días.

3. Cuando las circunstancias de las actuaciones lo exijan, se podrá actuar fuera de los días y horas a los que se refieren los apartados anteriores en los términos que se establezcan reglamentariamente.»



6.5.  Terminación de las actuaciones inspectoras

Se regula en la subsección 3.ª, comprensiva de los arts. 153 a 157, que disponen:


«Art. 153. Contenido de las actas.

Las actas que documenten el resultado de las actuaciones inspectoras deberán contener, al menos, las siguientes menciones:

a) El lugar y fecha de su formalización.

b) El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos y número de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las mismas.

c) Los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho de la obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los fundamentos de derecho en que se base la regularización.

d) En su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la propuesta de liquidación que proceda.

e) La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la regularización y con la propuesta de liquidación.

f) Los trámites del procedimiento posteriores al acta y, cuando ésta sea con acuerdo o de conformidad, los recursos que procedan contra el acto de liquidación derivado del acta, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

g) La existencia o inexistencia, en opinión del actuario, de indicios de la comisión de infracciones tributarias.

h) Las demás que se establezcan reglamentariamente.

Art. 154. Clases de actas según su tramitación.

1. A efectos de su tramitación, las actas de inspección pueden ser con acuerdo, de conformidad o de disconformidad.

2. Cuando el obligado tributario o su representante se niegue a recibir o suscribir el acta, ésta se tramitará como de disconformidad.

Art. 155. Actas con acuerdo.

1. Cuando para la elaboración de la propuesta de regularización deba concretarse la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados, cuando resulte necesaria la apreciación de los hechos determinantes para la correcta aplicación de la norma al caso concreto, o cuando sea preciso realizar estimaciones, valoraciones o mediciones de datos, elementos o características relevantes para la obligación tributaria que no puedan cuantificarse de forma cierta, la Administración tributaria, con carácter previo a la liquidación de la deuda tributaria, podrá concretar dicha aplicación, la apreciación de aquellos hechos o la estimación, valoración o medición mediante un acuerdo con el obligado tributario en los términos previstos en este artículo.

2. Además de lo dispuesto en el artículo 153 de esta ley, el acta con acuerdo incluirá necesariamente el siguiente contenido:

a) El fundamento de la aplicación, estimación, valoración o medición realizada.

b) Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de regularización.

c) Los elementos de hecho, fundamentos jurídicos y cuantificación de la propuesta de sanción que en su caso proceda, a la que será de aplicación la reducción prevista en el apartado 1 del artículo 188 de esta ley, así como la renuncia a la tramitación separada del procedimiento sancionador.

d) Manifestación expresa de la conformidad del obligado tributario con la totalidad del contenido a que se refieren los párrafos anteriores.

3. Para la suscripción del acta con acuerdo será necesaria la concurrencia de los siguientes requisitos:

a) Autorización del órgano competente para liquidar, que podrá ser previa o simultánea a la suscripción del acta con acuerdo.

b) La constitución de un depósito, aval de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, de cuantía suficiente para garantizar el cobro de las cantidades que puedan derivarse del acta.

4. El acuerdo se perfeccionará mediante la suscripción del acta por el obligado tributario o su representante y la inspección de los tributos.

5. Se entenderá producida y notificada la liquidación y, en su caso, impuesta y notificada la sanción, en los términos de las propuestas formuladas, si transcurridos 10 días contados desde el siguiente a la fecha del acta no se hubiera notificado al interesado acuerdo del órgano competente para liquidar rectificando los errores materiales que pudiera contener el acta con acuerdo.

Confirmadas las propuestas, el depósito realizado se aplicará al pago de dichas cantidades. Si se hubiera presentado aval o certificado de seguro de caución, el ingreso deberá realizarse en el plazo al que se refiere el apartado 2 del artículo 62 de esta ley, sin posibilidad de aplazar o fraccionar el pago.

6. El contenido del acta con acuerdo se entenderá íntegramente aceptado por el obligado y por la Administración tributaria. La liquidación y la sanción derivadas del acuerdo sólo podrán ser objeto de impugnación o revisión en vía administrativa por el procedimiento de declaración de nulidad de pleno derecho previsto en el artículo 217 de esta ley, y sin perjuicio del recurso que pueda proceder en vía contencioso-administrativa por la existencia de vicios en el consentimiento.

7. La falta de suscripción de un acta con acuerdo en un procedimiento inspector no podrá ser motivo de recurso o reclamación contra las liquidaciones derivadas de actas de conformidad o disconformidad.

Art. 156. Actas de conformidad.

1. Con carácter previo a la firma del acta de conformidad se concederá trámite de audiencia al interesado para que alegue lo que convenga a su derecho.

2. Cuando el obligado tributario o su representante manifieste su conformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos, se hará constar expresamente esta circunstancia en el acta.

3. Se entenderá producida y notificada la liquidación tributaria de acuerdo con la propuesta formulada en el acta si, en el plazo de un mes contado desde el día siguiente a la fecha del acta, no se hubiera notificado al interesado acuerdo del órgano competente para liquidar, con alguno de los siguientes contenidos:

a) Rectificando errores materiales.

b) Ordenando completar el expediente mediante la realización de las actuaciones que procedan.

c) Confirmando la liquidación propuesta en el acta.

d) Estimando que en la propuesta de liquidación ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas y concediendo al interesado plazo de audiencia previo a la liquidación que se practique.

4. Para la imposición de las sanciones que puedan proceder como consecuencia de estas liquidaciones será de aplicación la reducción prevista en el apartado 1 del artículo 188 de esta ley.

5. A los hechos y elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario o su representante prestó su conformidad les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 144 de esta ley.

Art. 157. Actas de disconformidad.

1. Con carácter previo a la firma del acta de disconformidad se concederá trámite de audiencia al interesado para que alegue lo que convenga a su derecho.

2. Cuando el obligado tributario o su representante no suscriba el acta o manifieste su disconformidad con la propuesta de regularización que formule la inspección de los tributos, se hará constar expresamente esta circunstancia en el acta, a la que se acompañará un informe del actuario en el que se expongan los fundamentos de derecho en que se base la propuesta de regularización.

3. En el plazo de 15 días desde la fecha en que se haya extendido el acta o desde la notificación de la misma, el obligado tributario podrá formular alegaciones ante el órgano competente para liquidar.

4. Antes de dictar el acto de liquidación, el órgano competente podrá acordar la práctica de actuaciones complementarias en los términos que se fijen reglamentariamente.

5. Recibidas las alegaciones, el órgano competente dictará la liquidación que proceda, que será notificada al interesado.»



6.6.  Disposiciones especiales

La subsección 4.ª, que es la última de la Sección 1.ª, se refiere a los casos de aplicación del método de estimación indirecta y a las actuaciones previas a un posible expediente de declaración de conflicto en la aplicación de la norma tributaria.


«Art. 158. Aplicación del método de estimación indirecta.

1. Cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, la inspección de los tributos acompañará a las actas incoadas para regularizar la situación tributaria de los obligados tributarios un informe razonado sobre:

a) Las causas determinantes de la aplicación del método de estimación indirecta.

b) La situación de la contabilidad y registros obligatorios del obligado tributario.

c) La justificación de los medios elegidos para la determinación de las bases, rendimientos o cuotas.

d) Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los medios elegidos.

2. La aplicación del método de estimación indirecta no requerirá acto administrativo previo que lo declare, pero en los recursos y reclamaciones que procedan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la procedencia de la aplicación de dicho método.

3. Los datos, documentos o pruebas relacionados con las circunstancias que motivaron la aplicación del método de estimación indirecta únicamente podrán ser tenidos en cuenta en la regularización o en la resolución de los recursos o reclamaciones que se interpongan contra la misma en los siguientes supuestos:

a) Cuando se aporten con anterioridad a la propuesta de regularización. En este caso, el período transcurrido desde la apreciación de dichas circunstancias hasta la aportación de los datos, documentos o pruebas no se incluirá en el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 150 de esta ley.

b) Cuando el obligado tributario demuestre que los datos, documentos o pruebas presentados con posterioridad a la propuesta de regularización fueron de imposible aportación en el procedimiento. En este caso, se ordenará la retroacción de las actuaciones al momento en que se apreciaron las mencionadas circunstancias.

Art. 159. Informe preceptivo para la declaración del conflicto en la aplicación de la norma tributaria.

1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de esta ley, para que la inspección de los tributos pueda declarar el conflicto en la aplicación de la norma tributaria deberá emitirse previamente un informe favorable de la Comisión consultiva que se constituya, en los términos establecidos reglamentariamente, por dos representantes del órgano competente para contestar las consultas tributarias escritas, actuando uno de ellos como Presidente, y por dos representantes de la Administración tributaria actuante.

2. Cuando el órgano actuante estime que pueden concurrir las circunstancias previstas en el apartado 1 del artículo 15 de esta ley lo comunicará al interesado, y le concederá un plazo de 15 días para presentar alegaciones y aportar o proponer las pruebas que estime procedentes.

Recibidas las alegaciones y practicadas, en su caso, las pruebas procedentes, el órgano actuante remitirá el expediente completo a la Comisión consultiva.

3. El tiempo transcurrido desde que se comunique al interesado la procedencia de solicitar el informe preceptivo hasta la recepción de dicho informe por el órgano de inspección será considerado como una interrupción justificada del cómputo del plazo de las actuaciones inspectoras previsto en el artículo 150 de esta ley.

4. El plazo máximo para emitir el informe será de tres meses desde la remisión del expediente a la Comisión consultiva. Dicho plazo podrá ser ampliado mediante acuerdo motivado de la comisión consultiva, sin que dicha ampliación pueda exceder de un mes.

5. Transcurrido el plazo al que se refiere el apartado anterior sin que la Comisión consultiva haya emitido el informe, se reanudará el cómputo del plazo de duración de las actuaciones inspectoras, manteniéndose la obligación de emitir dicho informe, aunque se podrán continuar las actuaciones y, en su caso, dictar liquidación provisional respecto a los demás elementos de la obligación tributaria no relacionados con las operaciones analizadas por la Comisión consultiva.

6. El informe de la Comisión consultiva vinculará al órgano de inspección sobre la declaración del conflicto en la aplicación de la norma.

7. El informe y los demás actos dictados en aplicación de lo dispuesto en este artículo no serán susceptibles de recurso o reclamación, pero en los que se interpongan contra los actos y liquidaciones resultantes de la comprobación podrá plantearse la procedencia de la declaración del conflicto en la aplicación de la norma tributaria.»



7.  RECAUDACIÓN

El capítulo V del Título III de la LGT.03 se refiere a las actuaciones y procedimiento de recaudación y comprende los arts. 160 a 177, divididos en tres Secciones, que en conjunto alcanzan también mayor extensión que el equivalente de la LGT.63 (arts. 126 a 139), fundamentalmente porque ha incorporado preceptos que antes contenía el RR, dándoles rango legal.

7.1.  Disposiciones generales

Se recogen en la Sección 1.ª, comprensiva de los arts. 160 a 162, que disponen:


«Art. 160. La recaudación tributaria.

1. La recaudación tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas conducentes al cobro de las deudas tributarias.

2. La recaudación de las deudas tributarias podrá realizarse:

a) En período voluntario, mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos previstos en el artículo 62 de esta ley.

b) En período ejecutivo, mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado tributario o, en su defecto, a través del procedimiento administrativo de apremio.

Art. 161. Recaudación en período ejecutivo.

1. El período ejecutivo se inicia:

a) En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria, el día siguiente al del vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 62 de esta ley.

b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al día siguiente de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para dicho ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el día siguiente a la presentación de la autoliquidación.

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichos expedientes.

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario del pago.

3. Iniciado el período ejecutivo, la Administración tributaria efectuará la recaudación de las deudas liquidadas o autoliquidadas a las que se refiere el apartado 1 de este artículo por el procedimiento de apremio sobre el patrimonio del obligado al pago.

4. El inicio del período ejecutivo determinará la exigencia de los intereses de demora y de los recargos del período ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de esta ley y, en su caso, de las costas del procedimiento de apremio.

Art. 162. Facultades de la recaudación tributaria.

1. Para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los funcionarios que desarrollen funciones de recaudación podrán comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o derechos de los obligados tributarios, tendrán las facultades que se reconocen a la Administración tributaria en el artículo 142 de esta ley, con los requisitos allí establecidos, y podrán adoptar medidas cautelares en los términos previstos en el artículo 146 de esta ley.

Todo obligado tributario deberá poner en conocimiento de la Administración, cuando ésta así lo requiera, una relación de bienes y derechos integrantes de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda tributaria, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 169 de esta ley.

2. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación desarrollarán las actuaciones materiales que sean necesarias en el curso del procedimiento de apremio. Los obligados tributarios deberán atenderles en sus actuaciones y les prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

Si el obligado tributario no cumpliera las resoluciones o requerimientos que al efecto se hubiesen dictado, se podrá acordar, previo apercibimiento, la ejecución subsidiaria de dichas resoluciones o requerimientos, mediante acuerdo del órgano competente.»



7.2.  Normas generales del procedimiento de apremio

La Sección 2.ª, dedicada al procedimiento de apremio, está dividida en cuatro subsecciones, la primera de las cuales comprende los arts. 163 a 166 LGT, que establecen las siguientes normas generales:


«Art. 163. Carácter del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio es exclusivamente administrativo. La competencia para entender del mismo y resolver todas sus incidencias corresponde únicamente a la Administración tributaria.

2. El procedimiento administrativo de apremio no será acumulable a los judiciales ni a otros procedimientos de ejecución. Su iniciación o tramitación no se suspenderá por la iniciación de aquéllos, salvo cuando proceda de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales, o con las normas del artículo siguiente.

La Administración tributaria velará por el ámbito de potestades que en esta materia le atribuye la Ley de conformidad con lo previsto en la legislación de conflictos jurisdiccionales.

3. El procedimiento de apremio se iniciará e impulsará de oficio en todos sus trámites y, una vez iniciado, sólo se suspenderá en los casos y en la forma prevista en la normativa tributaria.

Art. 164. Concurrencia de procedimientos.

1. Sin perjuicio del respeto al orden de prelación que para el cobro de los créditos viene establecido por la ley en atención a su naturaleza, en caso de concurrencia del procedimiento de apremio para la recaudación de los tributos con otros procedimientos de ejecución, ya sean singulares o universales, judiciales o no judiciales, la preferencia para la ejecución de los bienes trabados en el procedimiento vendrá determinada con arreglo a las siguientes reglas:

a) Cuando concurra con otros procesos o procedimientos singulares de ejecución, el procedimiento de apremio será preferente si el embargo efectuado en el curso del procedimiento de apremio sea el más antiguo.

A estos efectos se estará a la fecha de la diligencia de embargo del bien o derecho.

b) Cuando concurra con otros procesos o procedimientos concursales o universales de ejecución, el procedimiento de apremio será preferente para la ejecución de los bienes o derechos embargados en el mismo, siempre que la providencia de apremio se hubiera dictado con anterioridad a la fecha de declaración del concurso.

2. En caso de concurso de acreedores se aplicará lo dispuesto en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal y, en su caso, en la Ley General Presupuestaria, sin que ello impida que se dicte la correspondiente providencia de apremio y se devenguen los recargos del período ejecutivo si se dieran las condiciones para ello con anterioridad a la fecha de declaración del concurso.

3. Los juzgados y tribunales estarán obligados a colaborar con la Administración tributaria facilitando a los órganos de recaudación los datos relativos a procesos concursales o universales de ejecución que precisen para el ejercicio de sus funciones.

Asimismo tendrán este deber de colaboración, respecto de sus procedimientos, cualesquiera órganos administrativos con competencia para tramitar procedimientos de ejecución.

4. El carácter privilegiado de los créditos tributarios otorga a la Hacienda Pública el derecho de abstención en los procesos concursales. No obstante, la Hacienda Pública podrá suscribir en el curso de estos procesos los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal, así como acordar, de conformidad con el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas condiciones singulares de pago, que no pueden ser más favorables para el deudor que las recogidas en el convenio o acuerdo que ponga fin al proceso judicial. Este privilegio podrá ejercerse en los términos previstos en la legislación concursal. Igualmente podrá acordar la compensación de dichos créditos en los términos previstos en la normativa tributaria.

Para la suscripción y celebración de los acuerdos y convenios a que se refiere el párrafo anterior se requerirá únicamente la autorización del órgano competente de la Administración tributaria  (8) .

Art. 165. Suspensión del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio se suspenderá en la forma y con los requisitos previstos en las disposiciones reguladoras de los recursos y reclamaciones económico-administrativas, y en los restantes supuestos previstos en la normativa tributaria.

2. El procedimiento de apremio se suspenderá de forma automática por los órganos de recaudación, sin necesidad de prestar garantía, cuando el interesado demuestre que se ha producido en su perjuicio error material, aritmético o de hecho en la determinación de la deuda, que la misma ha sido ingresada, condonada, compensada, aplazada o suspendida o que ha prescrito el derecho a exigir el pago.

3. Cuando un tercero pretenda el levantamiento del embargo por entender que le pertenece el dominio o titularidad de los bienes o derechos embargados o cuando considere que tiene derecho a ser reintegrado de su crédito con preferencia a la Hacienda Pública, formulará reclamación de tercería ante el órgano administrativo competente  (9) .

4. Si se interpone tercería de dominio se suspenderá el procedimiento de apremio en lo que se refiere a los bienes y derechos controvertidos, una vez que se hayan adoptado las medidas de aseguramiento que procedan.

5. Si la tercería fuera de mejor derecho proseguirá el procedimiento hasta la realización de los bienes y el producto obtenido se consignará en depósito a resultas de la resolución de la tercería.

Art. 166. Conservación de actuaciones  (10) .

1. Cuando se declare la nulidad de determinadas actuaciones del procedimiento de apremio se dispondrá la conservación de las no afectadas por la causa de la nulidad.

2. La anulación de los recargos u otros componentes de la deuda tributaria distintos de la cuota o de las sanciones no afectará a la validez de las actuaciones realizadas en el curso del procedimiento de apremio respecto a los componentes de la deuda tributaria o sanciones no anulados.»



7.3.  Iniciación y desarrollo del procedimiento de apremio

Se regulan en la subsección 2.ª de la Sección 1.ª, que comprende los arts. 167 a 172, cuyo texto es el siguiente:


«Art. 167. Iniciación del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia notificada al obligado tributario en la que se identificará la deuda pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 de esta ley y se le requerirá para que efectúe el pago.

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el procedimiento de apremio y tendrá la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados tributarios.

3. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de recaudación.

c) Falta de notificación de la liquidación.

d) Anulación de la liquidación.

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del deudor o de la deuda apremiada.

4. Si el obligado tributario no efectuara el pago dentro del plazo al que se refiere el apartado 5 del artículo 62 de esta ley, se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la providencia de apremio.

Art. 168. Ejecución de garantías.

Si la deuda tributaria estuviera garantizada se procederá en primer lugar a ejecutar la garantía a través del procedimiento administrativo de apremio.

No obstante, la Administración tributaria podrá optar por el embargo y enajenación de otros bienes o derechos con anterioridad a la ejecución de la garantía cuando ésta no sea proporcionada a la deuda garantizada o cuando el obligado lo solicite, señalando bienes suficientes al efecto. En estos casos, la garantía prestada quedará sin efecto en la parte asegurada por los embargos.

Art. 169. Práctica del embargo de bienes y derechos.

1. Con respeto siempre al principio de proporcionalidad, se procederá al embargo de los bienes y derechos del obligado tributario en cuantía suficiente para cubrir:

a) El importe de la deuda no ingresada.

b) Los intereses que se hayan devengado o se devenguen hasta la fecha del ingreso en el Tesoro.

c) Los recargos del período ejecutivo.

d) Las costas del procedimiento de apremio.

2. Si la Administración y el obligado tributario no hubieran acordado otro orden diferente en virtud de lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo, se embargarán los bienes del obligado teniendo en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta para el obligado.

Si los criterios establecidos en el párrafo anterior fueran de imposible o muy difícil aplicación, los bienes se embargarán por el siguiente orden:

a) Dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito.

b) Créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a corto plazo.

c) Sueldos, salarios y pensiones.

d) Bienes inmuebles.

e) Intereses, rentas y frutos de toda especie.

f) Establecimientos mercantiles o industriales.

g) Metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería y antigüedades.

h) Bienes muebles y semovientes.

i) Créditos, efectos, valores y derechos realizables a largo plazo.

3. A efectos de embargo se entiende que un crédito, efecto, valor o derecho es realizable a corto plazo cuando, en circunstancias normales y a juicio del órgano de recaudación, pueda ser realizado en un plazo no superior a seis meses. Los demás se entienden realizables a largo plazo.

4. Siguiendo el orden establecido según los criterios del apartado 2 de este artículo, se embargarán sucesivamente los bienes o derechos conocidos en ese momento por la Administración tributaria hasta que se presuma cubierta la deuda. En todo caso, se embargarán en último lugar aquellos para cuya traba sea necesaria la entrada en el domicilio del obligado tributario.

A solicitud del obligado tributario se podrá alterar el orden de embargo si los bienes que señale garantizan el cobro de la deuda con la misma eficacia y prontitud que los que preferentemente deban ser trabados y no se causa con ello perjuicio a terceros.

5. No se embargarán los bienes o derechos declarados inembargables por las leyes ni aquellos otros respecto de los que se presuma que el coste de su realización pudiera exceder del importe que normalmente podría obtenerse en su enajenación.

Art. 170. Diligencia de embargo y anotación preventiva.

1. Cada actuación de embargo se documentará en diligencia, que se notificará a la persona con la que se entienda dicha actuación.

Efectuado el embargo de los bienes o derechos, la diligencia se notificará al obligado tributario y, en su caso, al tercero titular, poseedor o depositario de los bienes si no se hubiesen llevado a cabo con ellos las actuaciones, así como al cónyuge del obligado tributario cuando los bienes embargados sean gananciales y a los condueños o cotitulares de los mismos.

2. Si los bienes embargados fueran inscribibles en un registro público, la Administración tributaria tendrá derecho a que se practique anotación preventiva de embargo en el registro correspondiente. A tal efecto, el órgano competente expedirá mandamiento, con el mismo valor que si se tratara de mandamiento judicial de embargo, solicitándose, asimismo, que se emita certificación de las cargas que figuren en el registro. El registrador hará constar por nota al margen de la anotación de embargo la expedición de esta certificación, expresando su fecha y el procedimiento al que se refiera.

En ese caso, el embargo se notificará a los titulares de cargas posteriores a la anotación de embargo y anteriores a la nota marginal de expedición de la certificación.

La anotación preventiva así practicada no alterará la prelación que para el cobro de los créditos tributarios establece el artículo 77 de esta ley, siempre que se ejercite la tercería de mejor derecho. En caso contrario, prevalecerá el orden registral de las anotaciones de embargo.

3. Contra la diligencia de embargo sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:

a) Extinción de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Falta de notificación de la providencia de apremio.

c) Incumplimiento de las normas reguladoras del embargo contenidas en esta ley.

d) Suspensión del procedimiento de recaudación.

4. Cuando se embarguen bienes muebles, la Administración tributaria podrá disponer su depósito en la forma que se determine reglamentariamente.

5. Cuando se ordene el embargo de establecimiento mercantil o industrial o, en general, de los bienes y derechos integrantes de una empresa, si se aprecia que la continuidad de las personas que ejercen la dirección de la actividad pudiera perjudicar la solvencia del obligado tributario, el órgano competente, previa audiencia del titular del negocio u órgano de administración de la entidad, podrá acordar el nombramiento de un funcionario que ejerza de administrador o que intervenga en la gestión del negocio en la forma que reglamentariamente se establezca, fiscalizando previamente a su ejecución aquellos actos que se concreten en el acuerdo administrativo.

Art. 171. Embargo de bienes o derechos en entidades de crédito o de depósito.

1. Cuando la Administración tributaria tenga conocimiento de la existencia de fondos, valores, títulos u otros bienes entregados o confiados a una determinada oficina de una entidad de crédito u otra persona o entidad depositaria, podrá disponer su embargo en la cuantía que proceda. En la diligencia de embargo deberá identificarse el bien o derecho conocido por la Administración actuante, pero el embargo podrá extenderse, sin necesidad de identificación previa, al resto de los bienes o derechos existentes en dicha oficina.

Si de la información suministrada por la persona o entidad depositaria en el momento del embargo se deduce que los fondos, valores, títulos u otros bienes existentes no son homogéneos o que su valor excede del importe señalado en el apartado 1 del artículo 169, se concretarán por el órgano competente los que hayan de quedar trabados.

2. Cuando los fondos o valores se encuentren depositados en cuentas a nombre de varios titulares sólo se embargará la parte correspondiente al obligado tributario.

A estos efectos, en el caso de cuentas de titularidad indistinta con solidaridad activa frente al depositario o de titularidad conjunta mancomunada, el saldo se presumirá dividido en partes iguales, salvo que se pruebe una titularidad material diferente.

3. Cuando en la cuenta afectada por el embargo se efectúe habitualmente el abono de sueldos, salarios o pensiones, deberán respetarse las limitaciones establecidas en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, mediante su aplicación sobre el importe que deba considerarse sueldo, salario o pensión del deudor.

A estos efectos se considerará sueldo, salario o pensión el importe ingresado en dicha cuenta por ese concepto en el mes en que se practique el embargo o, en su defecto, en el mes anterior  (11) .

Art. 172. Enajenación de los bienes embargados.

1. La enajenación de los bienes embargados se realizará mediante subasta, concurso o adjudicación directa, en los casos y condiciones que se fijen reglamentariamente.

El acuerdo de enajenación únicamente podrá impugnarse si las diligencias de embargo se han tenido por notificadas de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 112 de esta ley. En ese caso, contra el acuerdo de enajenación sólo serán admisibles los motivos de impugnación contra las diligencias de embargo a los que se refiere el apartado 3 del artículo 170 de esta ley.

2. El procedimiento de apremio podrá concluir con la adjudicación de bienes a la Hacienda Pública cuando se trate de bienes inmuebles o de bienes muebles cuya adjudicación pueda interesar a la Hacienda Pública y no se hubieran adjudicado en el procedimiento de enajenación.

La adjudicación se acordará por el importe del débito perseguido, sin que, en ningún caso, pueda rebasar el 75 por ciento del tipo inicial fijado en el procedimiento de enajenación.

3. La Administración tributaria no podrá proceder a la enajenación de los bienes y derechos embargados en el curso del procedimiento de apremio hasta que el acto de liquidación de la deuda tributaria ejecutada sea firme, salvo en los supuestos de fuerza mayor, bienes perecederos, bienes en los que exista un riesgo de pérdida inminente de valor o cuando el obligado tributario solicite de forma expresa su enajenación.

4. En cualquier momento anterior a la adjudicación de bienes, la Administración tributaria liberará los bienes embargados si el obligado extingue la deuda tributaria y las costas del procedimiento de apremio  (12) .»



7.4.  Terminación del procedimiento de apremio

El art. 173, que es el único de la subsección 3.ª, dispone al respecto:


«1. El procedimiento de apremio termina:

a) Con el pago de la cantidad debida a que se refiere el apartado 1 del artículo 169 de esta ley.

b) Con el acuerdo que declare el crédito total o parcialmente incobrable, una vez declarados fallidos todos los obligados al pago.

c) Con el acuerdo de haber quedado extinguida la deuda por cualquier otra causa.

2. En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanudará, dentro del plazo de prescripción, cuando se tenga conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.»  (13) 



7.5.  Procedimiento frente a los responsables

La Sección 3.ª, «Procedimiento frente a responsables y sucesores», consta de dos subsecciones, la primera de las cuales se refiere a los responsables en los arts. 174 a 176, a cuyo tenor:


«Art. 174. Declaración de responsabilidad.

1. La responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la presentación de la autoliquidación, salvo que la ley disponga otra cosa  (14) .

2. En el supuesto de liquidaciones administrativas, si la declaración de responsabilidad se efectúa con anterioridad al vencimiento del período voluntario de pago, la competencia para dictar el acto administrativo de declaración de responsabilidad corresponde al órgano competente para dictar la liquidación. En los demás casos, dicha competencia corresponderá al órgano de recaudación.

3. El trámite de audiencia previo a los responsables no excluirá el derecho que también les asiste a formular con anterioridad a dicho trámite las alegaciones que estimen pertinentes y a aportar la documentación que consideren necesaria.

4. El acto de declaración de responsabilidad será notificado a los responsables. El acto de notificación tendrá el siguiente contenido:

a) Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad, con indicación del presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto.

b) Medios de impugnación que pueden ser ejercitados contra dicho acto, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.

c) Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el importe exigido al responsable.

5. En el recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad podrá impugnarse el presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sin que como consecuencia de la resolución de estos recursos o reclamaciones puedan revisarse las liquidaciones que hubieran adquirido firmeza sino únicamente el importe de la obligación del responsable que haya interpuesto el recurso o la reclamación.

No obstante, en los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 42 de esta Ley no podrán impugnarse las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sino el alcance global de la responsabilidad  (15) .

6. El plazo concedido al responsable para efectuar el pago en período voluntario será el establecido en el apartado 2 del artículo 62 de esta ley.

Si el responsable no realiza el pago en dicho plazo, la deuda le será exigida en vía de apremio, extendiéndose al recargo del período ejecutivo que proceda según el artículo 28 de esta ley.

Art. 175. Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria.

1. El procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria, según los casos, será el siguiente:

a) Cuando la responsabilidad haya sido declarada y notificada al responsable en cualquier momento anterior al vencimiento del período voluntario de pago de la deuda que se deriva, bastará con requerirle el pago una vez transcurrido dicho período.

b) En los demás casos, una vez transcurrido el período voluntario de pago de la deuda que se deriva, el órgano competente dictará acto de declaración de responsabilidad que se notificará al responsable.

2. El que pretenda adquirir la titularidad de explotaciones y actividades económicas y al objeto de limitar la responsabilidad solidaria contemplada en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 42 de esta ley, tendrá derecho, previa la conformidad del titular actual, a solicitar de la Administración certificación detallada de las deudas, sanciones y responsabilidades tributarias derivadas de su ejercicio. La Administración tributaria deberá expedir dicha certificación en el plazo de tres meses desde la solicitud. En tal caso quedará la responsabilidad del adquirente limitada a las deudas, sanciones y responsabilidades contenidas en la misma. Si la certificación se expidiera sin mencionar deudas, sanciones o responsabilidades o no se facilitara en el plazo señalado, el solicitante quedará exento de la responsabilidad a la que se refiere dicho artículo.

Art. 176. Procedimiento para exigir la responsabilidad subsidiaria.

Una vez declarados fallidos el deudor principal y, en su caso, los responsables solidarios, la Administración tributaria dictará acto de declaración de responsabilidad, que se notificará al responsable subsidiario.»



7.6.  Procedimiento de recaudación frente a los sucesores

Es materia regulada en el art. 177, que es el único de la subsección 2.ª y dispone:


«1. Fallecido cualquier obligado al pago de la deuda tributaria, el procedimiento de recaudación continuará con sus herederos y, en su caso, legatarios, sin más requisitos que la constancia del fallecimiento de aquél y la notificación a los sucesores, con requerimiento del pago de la deuda tributaria y costas pendientes del causante.

Cuando el heredero alegue haber hecho uso del derecho a deliberar, se suspenderá el procedimiento de recaudación hasta que transcurra el plazo concedido para ello, durante el cual podrá solicitar de la Administración tributaria la relación de las deudas tributarias pendientes del causante, con efectos meramente informativos.

Mientras la herencia se encuentre yacente, el procedimiento de recaudación de las deudas tributarias pendientes podrá continuar dirigiéndose contra sus bienes y derechos, a cuyo efecto se deberán entender las actuaciones con quien ostente su administración o representación.

2. Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, el procedimiento de recaudación continuará con sus socios, partícipes o cotitulares, una vez constatada la extinción de la personalidad jurídica.

Disuelta y liquidada una fundación, el procedimiento de recaudación continuará con los destinatarios de sus bienes y derechos.

La Administración tributaria podrá dirigirse contra cualquiera de los socios, partícipes, cotitulares o destinatarios, o contra todos ellos simultánea o sucesivamente, para requerirles el pago de la deuda tributaria y costas pendientes.»



8.  LA POTESTAD SANCIONADORA EN MATERIA TRIBUTARIA

También aquí el Título IV (arts. 178 a 212) de la LGT.03, que trata de la potestad sancionadora, alcanza mucho mayor detalle y extensión que lo hacía su equivalente en la LGT, constituido por el capítulo VI (arts. 77 a 89) de la LGT.63. La razón aquí es obvia, pues los principios constitucionales de legalidad y tipicidad, tanto de la infracción como de la sanción (arts. 25.1 y 26 CE), de prescripción y de presunción de inocencia (art. 24.2 CE) que, a semejanza del Derecho Penal, rigen el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración, han venido determinando, cada vez con mayores exigencias, que sea la ley la que especifique todos los extremos que conducen a la limitación de los derechos individuales de los administrados que constituyen las sanciones administrativas. A estos efectos, recuérdese que la LRJPA es sólo supletoria en materia tributaria y que, aunque todas estas consideraciones ya habían sido recogidas, tanto en la propia LGT.63 como en la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, la nueva Ley persigue incrementar la seguridad jurídica en su aplicación y potenciar el aspecto subjetivo de la conducta de los obligados en la propia tipificación de las infracciones, de modo que las sanciones más elevadas queden reservadas a los supuestos de mayor culpabilidad. Las medidas adoptadas para ello se explican en epígrafe V de la Exposición de Motivos con estos términos:


«En primer lugar, se adopta la clasificación tripartita de infracciones leves, graves y muy graves de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo que supone superar la distinción clásica entre el concepto de infracción grave, como generadora de perjuicio económico para la Hacienda Pública que es sancionada con multa porcentual, y el de infracción simple, como aquella que no genera perjuicio económico y es sancionada con multa fija. En el nuevo sistema, las infracciones que generan perjuicio económico se clasifican en leves, graves o muy graves según el grado de culpabilidad que concurra en la conducta del presunto infractor, de modo que la infracción será grave si ha existido ocultación, se han utilizado facturas falsas o existen anomalías contables que no superen una determinada proporción, y muy grave si se han utilizado medios fraudulentos. En ausencia de ambas circunstancias, la infracción será siempre leve, así como en los casos en que, por razón de la cuantía de la deuda descubierta, la propia ley le otorga esa calificación.

Por su parte, las infracciones que no generen perjuicio económico se incluyen en una de las tres categorías en función de la gravedad del comportamiento y se establece en algunos casos su sanción de forma porcentual tomando como base otras magnitudes distintas de la deuda dejada de ingresar. Se refuerzan especialmente las sanciones por incumplimiento del deber de suministrar información a la Administración tributaria y por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación de la misma.

Por otro lado, destaca la tipificación de nuevas infracciones, como la solicitud indebida de devoluciones omitiendo datos relevantes o falseando datos sin que se hayan llegado a obtener, o el incumplimiento del deber de sigilo por parte de retenedores y obligados a realizar ingresos a cuenta, así como la inclusión de sanciones reguladas hasta ahora en leyes especiales como la comunicación incorrecta o la no comunicación de datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta. Desaparece, en cambio, la tipificación genérica como infracción de cualquier incumplimiento de obligaciones o deberes exigidos por la normativa tributaria, por exigencias del principio de tipicidad en materia sancionadora.

En segundo lugar, por lo que se refiere a la cuantificación de las sanciones, y al objeto de incrementar la seguridad jurídica, se establecen en cada caso los criterios de graduación aplicables y el porcentaje fijo que representan, de modo que la suma de todos los concurrentes coincide con la sanción máxima que se puede imponer.

En tercer lugar, se revisa el sistema de reducción de las sanciones por conformidad o acuerdo del contribuyente.

Además de la reducción del 30 por ciento para el caso de conformidad con la propuesta de regularización, que se mantiene, se incluye una reducción del 50 por ciento para la nueva modalidad de actas con acuerdo, siempre que no se impugne la liquidación ni la sanción en vía contencioso-administrativa y se ingrese antes de la finalización del período voluntario si se ha aportado aval o certificado de seguro de caución.

También se incluye, con el objeto de reducir el número de recursos contra sanciones, una reducción del 25 por ciento para todos los casos, salvo las actas con acuerdo, en que el importe de la sanción se ingrese en plazo voluntario y no se interponga recurso contra la sanción, ni contra la liquidación.

Por último, a diferencia de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, la nueva ley contiene las normas fundamentales del procedimiento sancionador en materia tributaria; destacando en este sentido, al igual que en otras partes de la ley, las especialidades tributarias respecto a las normas generales del procedimiento sancionador en materia administrativa, que serán de aplicación en lo no previsto en la norma tributaria.

Se establece la regla general del procedimiento separado aunque, en aras de la economía procesal, se excepciona en los supuestos de actas con acuerdo y en los casos de renuncia del obligado tributario, con el fin de mejorar la seguridad jurídica. También se mantiene en la ley el plazo máximo de tres meses desde la liquidación para iniciar el procedimiento sancionador que resulte de un procedimiento de verificación de datos, comprobación o inspección y se amplía a los procedimientos sancionadores que resulten de un procedimiento iniciado mediante declaración. En materia de recursos contra sanciones, se mantiene que la ejecución de las mismas quedará automáticamente suspendida sin necesidad de aportar garantía por la presentación de un recurso o reclamación y, de acuerdo con la más reciente doctrina jurisprudencial, se establece que no se exigirán intereses de demora hasta que la sanción sea firme en vía administrativa.

Igualmente, la impugnación de las sanciones no determina la pérdida de la reducción por conformidad excepto en el mencionado caso de las actas con acuerdo.»



Dicho Título IV se estructura en cuatro capítulos, que tratan respectivamente de los Principios de la potestad sancionadora en materia tributaria (arts. 178 a 180), Disposiciones generales sobre infracciones y sanciones tributarias (arts. 181 a 190), Clasificación de las infracciones y sanciones tributarias (arts. 191 a 206) y Procedimiento sancionador en materia tributaria (arts. 207 a 212). Para su estudio, nos permitimos clasificar el contenido de este Título IV de la siguiente forma.

8.1.  Principios inspiradores

Son los del capítulo I, que consta de los arts. 178 a 180, del siguiente tenor:


«Art. 178. Principios de la potestad sancionadora.

La potestad sancionadora en materia tributaria se ejercerá de acuerdo con los principios reguladores de la misma en materia administrativa con las especialidades establecidas en esta ley.

En particular serán aplicables los principios de legalidad, tipicidad, responsabilidad, proporcionalidad y no concurrencia. El principio de irretroactividad se aplicará con carácter general, teniendo en consideración lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 10 de esta ley.

Art. 179. Principio de responsabilidad en materia de infracciones tributarias.

1. Las personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta ley podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción tributaria cuando resulten responsables de los mismos.

2. Las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria en los siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.

b) Cuando concurra fuerza mayor.

c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se adoptó la misma.

d) Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones tributarias. Entre otros supuestos, se entenderá que se ha puesto la diligencia necesaria cuando el obligado haya actuado amparándose en una interpretación razonable de la norma o cuando el obligado tributario haya ajustado su actuación a los criterios manifestados por la Administración tributaria competente en las publicaciones y comunicaciones escritas a las que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley. Tampoco se exigirá esta responsabilidad si el obligado tributario ajusta su actuación a los criterios manifestados por la Administración en la contestación a una consulta formulada por otro obligado, siempre que entre sus circunstancias y las mencionadas en la contestación a la consulta exista una igualdad sustancial que permita entender aplicables dichos criterios y éstos no hayan sido modificados.

e) Cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas informáticos de asistencia facilitados por la Administración tributaria para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

3. Los obligados tributarios que voluntariamente regularicen su situación tributaria o subsanen las declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes presentadas con anterioridad de forma incorrecta no incurrirán en responsabilidad por las infracciones tributarias cometidas con ocasión de la presentación de aquéllas.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 27 de esta ley y de las posibles infracciones que puedan cometerse como consecuencia de la presentación tardía o incorrecta de las nuevas declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes.

Art. 180. Principio de no concurrencia de sanciones tributarias.

1. Si la Administración tributaria estimase que la infracción pudiera ser constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo que quedará suspendido mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente por el Ministerio Fiscal.

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición de sanción administrativa.

De no haberse apreciado la existencia de delito, la Administración tributaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuerdo con los hechos que los tribunales hubieran considerado probados, y se reanudará el cómputo del plazo de prescripción en el punto en el que estaba cuando se suspendió. Las actuaciones administrativas realizadas durante el período de suspensión se tendrán por inexistentes  (16) .

2. Una misma acción u omisión que deba aplicarse como criterio de graduación de una infracción o como circunstancia que determine la calificación de una infracción como grave o muy grave no podrá ser sancionada como infracción independiente.

3. La realización de varias acciones u omisiones constitutivas de varias infracciones posibilitará la imposición de las sanciones que procedan por todas ellas.

Entre otros supuestos, la sanción derivada de la comisión de la infracción prevista en el artículo 191 de esta ley será compatible con la que proceda, en su caso, por la aplicación de los artículos 194 y 195 de esta ley.

Asimismo, la sanción derivada de la comisión de la infracción prevista en el artículo 198 de esta ley será compatible con las que procedan, en su caso, por la aplicación de los artículos 199 y 203 de esta ley.

4. Las sanciones derivadas de la comisión de infracciones tributarias resultan compatibles con la exigencia del interés de demora y de los recargos del período ejecutivo.»



8.2.  Sujetos responsables de las infracciones y sanciones tributarias

Es materia regulada en la Sección 1.ª (arts. 181 y 182) del capítulo II:


«Art. 181. Sujetos infractores.

1. Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta ley que realicen las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en las leyes.

Entre otros, serán sujetos infractores los siguientes:

a) Los contribuyentes y los sustitutos de los contribuyentes.

b) Los retenedores y los obligados a practicar ingresos a cuenta.

c) Los obligados al cumplimiento de obligaciones tributarias formales.

d) La sociedad dominante en el régimen de consolidación fiscal.

e) Las entidades que estén obligadas a imputar o atribuir rentas a sus socios o miembros.

f) El representante legal de los sujetos obligados que carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.

2. El sujeto infractor tendrá la consideración de deudor principal a efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 41 de esta ley en relación con la declaración de responsabilidad.

3. La concurrencia de varios sujetos infractores en la realización de una infracción tributaria determinará que queden solidariamente obligados frente a la Administración al pago de la sanción.

Art. 182. Responsables y sucesores de las sanciones tributarias  (17) .

1. Responderán solidariamente del pago de las sanciones tributarias, derivadas o no de una deuda tributaria, las personas o entidades que se encuentren en los supuestos de los párrafos a) y c) del apartado 1 y en los del apartado 2 del artículo 42 de esta ley, en los términos establecidos en dicho artículo.

El procedimiento para declarar y exigir la responsabilidad solidaria será el previsto en el artículo 175 de esta ley.

2. Responderán subsidiariamente del pago de las sanciones tributarias las personas o entidades que se encuentren en el supuesto del párrafo a), g) y h) del apartado 1 del artículo 43 de esta ley, en los términos establecidos en dicho artículo.

El procedimiento para declarar y exigir la responsabilidad subsidiaria será el previsto en el artículo 176 de esta ley.

3. Las sanciones tributarias no se transmitirán a los herederos y legatarios de las personas físicas infractoras.

Las sanciones tributarias por infracciones cometidas por las sociedades y entidades disueltas se transmitirán a los sucesores de las mismas en los términos previstos en el artículo 40 de esta ley.»



8.3.  Concepto y clases de infracciones y sanciones tributarias

Se regulan en los arts. 183 a 186, que constituyen la Sección 2.ª del capítulo II:


«Art. 183. Concepto y clases de infracciones tributarias.

1. Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en esta u otra ley.

2. Las infracciones tributarias se clasifican en leves, graves y muy graves.

3. Las infracciones y sanciones en materia de contrabando se regirán por su normativa específica.

Art. 184. Calificación de las infracciones tributarias.

1. Las infracciones tributarias se calificarán como leves, graves o muy graves de acuerdo con lo dispuesto en cada caso en los artículos 191 a 206 de esta ley.

Cada infracción tributaria se calificará de forma unitaria como leve, grave o muy grave y, en el caso de multas proporcionales, la sanción que proceda se aplicará sobre la totalidad de la base de la sanción que en cada caso corresponda, salvo en el supuesto del apartado 6 del artículo 191 de esta ley.

2. A efectos de lo establecido en este título, se entenderá que existe ocultación de datos a la Administración tributaria cuando no se presenten declaraciones o se presenten declaraciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexistentes o con importes falsos, o en las que se omitan total o parcialmente operaciones, ingresos, rentas, productos, bienes o cualquier otro dato que incida en la determinación de la deuda tributaria, siempre que la incidencia de la deuda derivada de la ocultación en relación con la base de la sanción sea superior al 10 por ciento.

3. A efectos de lo establecido en este título, se consideran medios fraudulentos:

a) Las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los libros o registros establecidos por la normativa tributaria.

Se consideran anomalías sustanciales:

1.º El incumplimiento absoluto de la obligación de llevanza de la contabilidad o de los libros o registros establecidos por la normativa tributaria.

2.º La llevanza de contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio económico, no permitan conocer la verdadera situación de la empresa.

3.º La llevanza incorrecta de los libros de contabilidad o de los libros o registros establecidos por la normativa tributaria, mediante la falsedad de asientos, registros o importes, la omisión de operaciones realizadas o la contabilización en cuentas incorrectas de forma que se altere su consideración fiscal. La apreciación de esta circunstancia requerirá que la incidencia de la llevanza incorrecta de los libros o registros represente un porcentaje superior al 50 por ciento del importe de la base de la sanción.

b) El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados, siempre que la incidencia de los documentos o soportes falsos o falseados represente un porcentaje superior al 10 por ciento de la base de la sanción.

c) La utilización de personas o entidades interpuestas cuando el sujeto infractor, con la finalidad de ocultar su identidad, haya hecho figurar a nombre de un tercero, con o sin su consentimiento, la titularidad de los bienes o derechos, la obtención de las rentas o ganancias patrimoniales o la realización de las operaciones con trascendencia tributaria de las que se deriva la obligación tributaria cuyo incumplimiento constituye la infracción que se sanciona.

Art. 185. Clases de sanciones tributarias.

1. Las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias de carácter accesorio.

2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional.

Art. 186. Sanciones no pecuniarias por infracciones graves o muy graves.

1. Cuando la multa pecuniaria impuesta por infracción grave o muy grave sea de importe igual o superior a 30.000 euros y se hubiera utilizado el criterio de graduación de comisión repetida de infracciones tributarias, se podrán imponer, además, las siguientes sanciones accesorias:

a) Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a aplicar beneficios e incentivos fiscales de carácter rogado durante un plazo de un año si la infracción cometida hubiera sido grave o de dos años si hubiera sido muy grave.

b) Prohibición para contratar con la Administración pública que hubiera impuesto la sanción durante un plazo de un año si la infracción cometida hubiera sido grave o de dos años si hubiera sido muy grave.

2. Cuando la multa pecuniaria impuesta por infracción muy grave sea de importe igual o superior a 60.000 euros y se haya utilizado el criterio de graduación de comisión repetida de infracciones tributarias, se podrán imponer, además, las siguientes sanciones accesorias:

a) Pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a aplicar beneficios e incentivos fiscales de carácter rogado durante un plazo de tres, cuatro o cinco años, cuando el importe de la sanción impuesta hubiera sido igual o superior a 60.000, 150.000 o 300.000 euros, respectivamente.

b) Prohibición para contratar con la Administración pública que hubiera impuesto la sanción durante un plazo de tres, cuatro o cinco años, cuando el importe de la sanción impuesta hubiera sido igual o superior a 60.000, 150.000 o 300.000 euros, respectivamente.

3. Cuando las autoridades o las personas que ejerzan profesiones oficiales cometan infracciones derivadas de la vulneración de los deberes de colaboración de los artículos 93 y 94 de esta ley y siempre que, en relación con dicho deber, hayan desatendido tres requerimientos según lo previsto en el artículo 203 de esta ley, además de la multa pecuniaria que proceda, podrá imponerse como sanción accesoria la suspensión del ejercicio de profesiones oficiales, empleo o cargo público por un plazo de tres meses.

La suspensión será por un plazo de doce meses si se hubiera sancionado al sujeto infractor con la sanción accesoria a la que se refiere el párrafo anterior en virtud de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la comisión de la infracción.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, se considerarán profesiones oficiales las desempeñadas por registradores de la propiedad y mercantiles, notarios y todos aquellos que, ejerciendo funciones públicas, no perciban directamente haberes del Estado, comunidades autónomas, entidades locales u otras entidades de derecho público.

4. Cuando se imponga la sanción prevista en el artículo 202.3 de esta Ley se podrán imponer, además, las sanciones accesorias previstas en el apartado 1 de este artículo»  (18) .



8.4.  Cuantificación de las sanciones tributarias pecuniarias

Los arts. 187 y 188, que constituyen la Sección 3.ª, disponen al respecto:


«Art. 187.Criterios de graduación de las sanciones tributarias.

1. Las sanciones tributarias se graduarán exclusivamente conforme a los siguientes criterios, en la medida en que resulten aplicables:

a) Comisión repetida de infracciones tributarias.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor hubiera sido sancionado por una infracción de la misma naturaleza, ya sea leve, grave o muy grave, en virtud de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la comisión de la infracción.

A estos efectos se considerarán de la misma naturaleza las infracciones previstas en un mismo artículo del capítulo III de este título. No obstante, las infracciones previstas en los artículos 191, 192 y 193 de esta ley se considerarán todas ellas de la misma naturaleza.

Cuando concurra esta circunstancia, la sanción mínima se incrementará en los siguientes porcentajes, salvo que se establezca expresamente otra cosa:

Cuando el sujeto infractor hubiera sido sancionado por una infracción leve, el incremento será de cinco puntos porcentuales.

Cuando el sujeto infractor hubiera sido sancionado por una infracción grave, el incremento será de 15 puntos porcentuales.

Cuando el sujeto infractor hubiera sido sancionado por una infracción muy grave, el incremento será de 25 puntos porcentuales.

b) Perjuicio económico para la Hacienda Pública.

El perjuicio económico se determinará por el porcentaje resultante de la relación existente entre:

1.º La base de la sanción, y

2.º La cuantía total que hubiera debido ingresarse en la autoliquidación o por la adecuada declaración del tributo o el importe de la devolución inicialmente obtenida.

Cuando concurra esta circunstancia, la sanción mínima se incrementará en los siguientes porcentajes:

Cuando el perjuicio económico sea superior al 10 por ciento e inferior o igual al 25 por ciento, el incremento será de 10 puntos porcentuales.

Cuando el perjuicio económico sea superior al 25 por ciento e inferior o igual al 50 por ciento, el incremento será de 15 puntos porcentuales.

Cuando el perjuicio económico sea superior al 50 por ciento e inferior o igual al 75 por ciento, el incremento será de 20 puntos porcentuales.

Cuando el perjuicio económico sea superior al 75 por ciento, el incremento será de 25 puntos porcentuales.

c) Incumplimiento sustancial de la obligación de facturación o documentación.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando dicho incumplimiento afecte a más del 20 por ciento del importe de las operaciones sujetas al deber de facturación en relación con el tributo u obligación tributaria y período objeto de la comprobación o investigación o cuando, como consecuencia de dicho incumplimiento, la Administración tributaria no pueda conocer el importe de las operaciones sujetas al deber de facturación.

En el supuesto previsto en el apartado 4 del artículo 201 de esta ley, se entenderá producida esta circunstancia cuando el incumplimiento afecte a más del 20 por ciento de los documentos de circulación expedidos o utilizados en el período objeto de comprobación o investigación.

d) Acuerdo o conformidad del interesado.

En los procedimientos de verificación de datos y comprobación limitada, salvo que se requiera la conformidad expresa, se entenderá producida la conformidad siempre que la liquidación resultante no sea objeto de recurso o reclamación económico-administrativa.

En el procedimiento de inspección se aplicará este criterio de graduación cuando el obligado tributario suscriba un acta con acuerdo o un acta de conformidad.

Cuando concurra esta circunstancia, la sanción que resulte de la aplicación de los criterios previstos en los párrafos anteriores de este apartado se reducirá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente.

2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente.

Art. 188.Reducción de las sanciones.

1. La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestas según los artículos 191 a 197 de esta ley se reducirá en los siguientes porcentajes:

a) Un 50 por ciento en los supuestos de actas con acuerdo previstos en el artículo 155 de esta ley.

b) Un 30 por ciento en los supuestos de conformidad.

2. El importe de la reducción practicada conforme a lo dispuesto en el apartado anterior se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) En los supuestos previstos en el párrafo a) del apartado anterior, cuando se haya interpuesto contra la regularización o la sanción el correspondiente recurso contencioso-administrativo o, en el supuesto de haberse presentado aval o certificado de seguro de caución en sustitución del depósito, cuando no se ingresen las cantidades derivadas del acta con acuerdo en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley o en los plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento que se hubiera concedido por la Administración tributaria con garantía de aval o certificado de seguro de caución  (19) .

b) En los supuestos de conformidad, cuando se haya interpuesto recurso o reclamación contra la regularización.

3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la comisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en su caso, la reducción por conformidad a la que se refiere el párrafo b) del apartado 1 de este artículo, se reducirá en el 25 por ciento si concurren las siguientes circunstancias:

a) Que se realice el ingreso total del importe restante de dicha sanción en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley o en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento que la Administración tributaria hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el obligado al pago hubiera solicitado con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley  (20) .

b) Que no se interponga recurso o reclamación contra la liquidación o la sanción.

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, cuando se haya interpuesto recurso o reclamación en plazo contra la liquidación o la sanción.

La reducción prevista en este apartado no será aplicable a las sanciones que procedan en los supuestos de actas con acuerdo.

4. Cuando según lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este artículo se exija el importe de la reducción practicada, no será necesario interponer recurso independiente contra dicho acto si previamente se hubiera interpuesto recurso o reclamación contra la sanción reducida.

Si se hubiera interpuesto recurso contra la sanción reducida se entenderá que la cuantía a la que se refiere dicho recurso será el importe total de la sanción, y se extenderán los efectos suspensivos derivados del recurso a la reducción practicada que se exija.»



8.5.  Extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones y de las sanciones tributarias

Con esta denominación, la Sección 4.ª comprende los arts. 189 y 190, que señalan:


«Art. 189. Extinción de la responsabilidad derivada de las infracciones tributarias.

1. La responsabilidad derivada de las infracciones tributarias se extinguirá por el fallecimiento del sujeto infractor y por el transcurso del plazo de prescripción para imponer las correspondientes sanciones.

2. El plazo de prescripción para imponer sanciones tributarias será de cuatro años y comenzará a contarse desde el momento en que se cometieron las correspondientes infracciones.

3. El plazo de prescripción para imponer sanciones tributarias se interrumpirá:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del interesado, conducente a la imposición de la sanción tributaria.

Las acciones administrativas conducentes a la regularización de la situación tributaria del obligado interrumpirán el plazo de prescripción para imponer las sanciones tributarias que puedan derivarse de dicha regularización.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal, así como por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de dichos procedimientos.

4. La prescripción se aplicará de oficio por la Administración tributaria, sin necesidad de que la invoque el interesado.

Art. 190. Extinción de las sanciones tributarias.

1. Las sanciones tributarias se extinguen por el pago o cumplimiento, por prescripción del derecho para exigir su pago, por compensación, por condonación y por el fallecimiento de todos los obligados a satisfacerlas.

2. Será de aplicación a las sanciones tributarias lo dispuesto en el capítulo IV del título II de esta ley.

En particular, la prescripción del derecho para exigir el pago de las sanciones tributarias se regulará por las normas establecidas en la sección tercera del capítulo y título citados relativas a la prescripción del derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas.

3. La recaudación de las sanciones se regulará por las normas incluidas en el capítulo V del título III de esta ley.

4. Las sanciones tributarias ingresadas indebidamente tendrán la consideración de ingresos indebidos a los efectos de esta ley.»



8.6.  Clasificación de las infracciones y sanciones tributarias

Es materia de la que se ocupa el capítulo III, que consta de los arts. 191 a 206. En cada uno de dichos artículos se tipifica la infracción correspondiente, clasificando sus manifestaciones en leves, graves y muy graves en función de los criterios que se señalan, y se indican las bases y límites superior e inferior de las cuantías de las sanciones, así como los criterios para su graduación. Por su gran extensión, omitimos transcribirlos, limitándonos a señalar la denominación de las infracciones y el artículo que las regula:

- Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación (art. 191).

- Infracción tributaria por incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos necesarios para practicar liquidaciones (art. 192).

- Infracción tributaria por obtener indebidamente devoluciones (art. 193).

- Infracción tributaria por solicitar indebidamente devoluciones, beneficios o incentivos fiscales (art. 194).

- Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios aparentes (art. 195).

- Infracción tributaria por imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas (art. 196).

- Infracción tributaria por imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas (art. 197).

- Infracción tributaria por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico o por incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal o por incumplir las condiciones de determinadas autorizaciones (art. 198).

- Infracción tributaria por presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico o contestaciones a requerimientos individualizados de información (art. 199).

- Infracción tributaria por incumplir obligaciones contables y registrales (art. 200).

- Infracción tributaria por incumplir obligaciones de facturación o documentación (art. 201).

- Infracción tributaria por incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identificación fiscal o de otros números o códigos (art. 202)  (21) .

- Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria (art. 203).

- Infracción tributaria por incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar ingresos a cuenta (art. 204).

- Infracción tributaria por incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta (art. 205).

- Infracción por incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta (art. 206).

8.7.  Procedimiento sancionador en materia tributaria

Se regula en el capítulo IV del Título IV de la LGT.03, que comprende los arts. 207 a 212. Por la importancia de la materia, los transcribimos íntegros:


«Art. 207. Regulación del procedimiento sancionador en materia tributaria.

El procedimiento sancionador en materia tributaria se regulará:

a) Por las normas especiales establecidas en este título y la normativa reglamentaria dictada en su desarrollo.

b) En su defecto, por las normas reguladoras del procedimiento sancionador en materia administrativa.

Art. 208. Procedimiento para la imposición de sanciones tributarias.

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria se tramitará de forma separada a los de aplicación de los tributos regulados en el título III de esta ley, salvo renuncia del obligado tributario, en cuyo caso se tramitará conjuntamente.

2. En los supuestos de actas con acuerdo y en aquellos otros en que el obligado tributario haya renunciado a la tramitación separada del procedimiento sancionador, las cuestiones relativas a las infracciones se analizarán en el correspondiente procedimiento de aplicación de los tributos de acuerdo con la normativa reguladora del mismo, conforme se establezca reglamentariamente.

En las actas con acuerdo, la renuncia al procedimiento separado se hará constar expresamente en las mismas, y la propuesta de sanción debidamente motivada, con el contenido previsto en el apartado 4 del artículo 210 de esta ley, se incluirá en el acta con acuerdo.

Reglamentariamente se regulará la forma y plazo de ejercicio del derecho a la renuncia al procedimiento sancionador separado.

3. Los procedimientos sancionadores garantizarán a los afectados por ellos los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se le pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.

b) A formular alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento jurídico que resulten procedentes.

c) Los demás derechos reconocidos por el artículo 34 de esta Ley  (22) .

4. La práctica de notificaciones en el procedimiento sancionador en materia tributaria se efectuará de acuerdo con lo previsto en la sección 3.ª del capítulo II del título III de esta ley.

Art. 209. Iniciación del procedimiento sancionador en materia tributaria.

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria se iniciará siempre de oficio, mediante la notificación del acuerdo del órgano competente.

2. Los procedimientos sancionadores que se incoen como consecuencia de un procedimiento iniciado mediante declaración o de un procedimiento de verificación de datos, comprobación o inspección no podrán iniciarse respecto a la persona o entidad que hubiera sido objeto del procedimiento una vez transcurrido el plazo de tres meses desde que se hubiese notificado o se entendiese notificada la correspondiente liquidación o resolución.

Art. 210. Instrucción del procedimiento sancionador en materia tributaria.

1. En la instrucción del procedimiento sancionador serán de aplicación las normas especiales sobre el desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios a las que se refiere el artículo 99 de esta ley.

2. Los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en alguno de los procedimientos de aplicación de los tributos regulados en el título III de esta ley y vayan a ser tenidos en cuenta en el procedimiento sancionador deberán incorporarse formalmente al mismo antes de la propuesta de resolución.

3. En el curso del procedimiento sancionador se podrán adoptar medidas cautelares de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 146 de esta ley.

4. Concluidas las actuaciones, se formulará propuesta de resolución en la que se recogerán de forma motivada los hechos, su calificación jurídica y la infracción que aquéllos puedan constituir o la declaración, en su caso, de inexistencia de infracción o responsabilidad.

En la propuesta de resolución se concretará asimismo la sanción propuesta con indicación de los criterios de graduación aplicados, con motivación adecuada de la procedencia de los mismos.

La propuesta de resolución será notificada al interesado, indicándole la puesta de manifiesto del expediente y concediéndole un plazo de 15 días para que alegue cuanto considere conveniente y presente los documentos, justificantes y pruebas que estime oportunos.

5. Cuando al tiempo de iniciarse el expediente sancionador se encontrasen en poder del órgano competente todos los elementos que permitan formular la propuesta de imposición de sanción, ésta se incorporará al acuerdo de iniciación. Dicho acuerdo se notificará al interesado, indicándole la puesta de manifiesto del expediente y concediéndole un plazo de 15 días para que alegue cuanto considere conveniente y presente los documentos, justificantes y pruebas que estime oportunos.

Art. 211. Terminación del procedimiento sancionador en materia tributaria.

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria terminará mediante resolución o por caducidad.

Cuando en un procedimiento sancionador iniciado como consecuencia de un procedimiento de inspección el interesado preste su conformidad a la propuesta de resolución, se entenderá dictada y notificada la resolución por el órgano competente para imponer la sanción, de acuerdo con dicha propuesta, por el transcurso del plazo de un mes a contar desde la fecha en que dicha conformidad se manifestó, sin necesidad de nueva notificación expresa al efecto, salvo que en dicho plazo el órgano competente para imponer la sanción notifique al interesado acuerdo con alguno de los contenidos a los que se refieren los párrafos del apartado 3 del artículo 156 de esta ley.

2. El procedimiento sancionador en materia tributaria deberá concluir en el plazo máximo de seis meses contados desde la notificación de la comunicación de inicio del procedimiento. Se entenderá que el procedimiento concluye en la fecha en que se notifique el acto administrativo de resolución del mismo. A efectos de entender cumplida la obligación de notificar y de computar el plazo de resolución serán aplicables las reglas contenidas en el apartado 2 del artículo 104 de esta ley.

3. La resolución expresa del procedimiento sancionador en materia tributaria contendrá la fijación de los hechos, la valoración de las pruebas practicadas, la determinación de la infracción cometida, la identificación de la persona o entidad infractora y la cuantificación de la sanción que se impone, con indicación de los criterios de graduación de la misma y de la reducción que proceda de acuerdo con lo previsto en el artículo 188 de esta ley. En su caso, contendrá la declaración de inexistencia de infracción o responsabilidad.

4. El vencimiento del plazo establecido en el apartado 2 de este artículo sin que se haya notificado resolución expresa producirá la caducidad del procedimiento.

La declaración de caducidad podrá dictarse de oficio o a instancia del interesado y ordenará el archivo de las actuaciones. Dicha caducidad impedirá la iniciación de un nuevo procedimiento sancionador.

5. Son órganos competentes para la imposición de sanciones:

a) El Consejo de Ministros, si consisten en la suspensión del ejercicio de profesiones oficiales, empleo o cargo público.

b) El Ministro de Hacienda, el órgano equivalente de las comunidades autónomas, el órgano competente de las entidades locales u órganos en quienes deleguen, cuando consistan en la pérdida del derecho a aplicar beneficios o incentivos fiscales cuya concesión le corresponda o que sean de directa aplicación por los obligados tributarios, o de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o en la prohibición para contratar con la Administración pública correspondiente.

c) El órgano competente para el reconocimiento del beneficio o incentivo fiscal, cuando consistan en la pérdida del derecho a aplicar el mismo, salvo lo dispuesto en el párrafo anterior.

d) El órgano competente para liquidar o el órgano superior inmediato de la unidad administrativa que ha propuesto el inicio del procedimiento sancionador.

Art. 212. Recursos contra sanciones.

1. El acto de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de recurso o reclamación independiente.

En el supuesto de que el contribuyente impugne también la deuda tributaria, se acumularán ambos recursos o reclamaciones, siendo competente el que conozca la impugnación contra la deuda.

2. Se podrá recurrir la sanción sin perder la reducción por conformidad prevista en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 188 de esta ley siempre que no se impugne la regularización.

Las sanciones que deriven de actas con acuerdo no podrán ser impugnadas en vía administrativa. La impugnación de dicha sanción en vía contencioso-administrativa supondrá la exigencia del importe de la reducción practicada.

3. La interposición en tiempo y forma de un recurso o reclamación administrativa contra una sanción producirá los siguientes efectos:

a) La ejecución de las sanciones quedará automáticamente suspendida en período voluntario sin necesidad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía administrativa.

b) No se exigirán intereses de demora por el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.»








	 (1) 

	De los que, al tiempo de repasar estas líneas, sólo se han promulgado el RD 2063/2004, de 15 de octubre (BOE del 28), por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario, y el RD 520/2005, de 13 de mayo (BOE del 27), en materia de revisión en vía administrativa.
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	El número 5 de este artículo 27 fue introducido por el apartado uno del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Véanse los arts. 16, 18, a 28, 62 a 68, 70 a 76, 116, 122 a 125, 131, 132, 136, 137 y 144 a 165 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria, Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.
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	Véanse: Artículo 1165 del Código Civil, artículos 588, 607, 621, 634 y 635 LEC, y artículos 79 y 80 del Reglamento General de Recaudación.
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	Véanse artículos 97 a 115 del Reglamento General de Recaudación.
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	Véase artículo 116 del Reglamento General de Recaudación.
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	Véase artículo 196 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria.
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	Número 5 del artículo 174 redactado por el apartado nueve del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Número 1 del artículo 180 redactado por el apartado diez del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Números 1 y 2 del artículo 182 redactado por el apartado once del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.


	 Ver Texto 
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	Número 4 del artículo 186 introducido por el apartado doce del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Letra a) del número 2 del artículo 188 redactada por el apartado trece del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Letra a) del número 3 del artículo 188 redactada por el apartado catorce del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Artículo 202 redactado por el apartado quince del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal.
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	Número 3 del artículo 208 introducido en su actual redacción por el apartado dieciséis del artículo quinto de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal. Y el número 4 renumerado por el apartado dieciséis del artículo quinto de la misma Ley.
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Artículo 14. Revisión de actos en vía administrativa 




1. Respecto de los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados en materia de gestión tributaria, se estará a lo dispuesto en el artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y en los párrafos siguientes:

a) La devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores materiales en el ámbito de los tributos locales se ajustarán a lo dispuesto en los artículos 32 y 220 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

b) No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por sentencia judicial firme.

Los actos dictados en materia de gestión de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, también estarán sometidos a los procedimientos especiales de revisión conforme a lo previsto en este apartado.

2. Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales, sólo podrá interponerse el recurso de reposición que a continuación se regula.

a) Objeto y naturaleza.- Son impugnables, mediante el presente recurso de reposición, todos los actos dictados por las entidades locales en vía de gestión de sus tributos propios y de sus restantes ingresos de derecho público. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la posibilidad de formular reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales; en tales casos, cuando los actos hayan sido dictados por una entidad local, el presente recurso de reposición será previo a la reclamación económico-administrativa.

b) Competencia para resolver.- Será competente para conocer y resolver el recurso de reposición el órgano de la entidad local que haya dictado el acto administrativo impugnado.

c) Plazo de interposición.- El recurso de reposición se interpondrá dentro del plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del período de exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes u obligados al pago.

d) Legitimación.- Podrán interponer el recurso de reposición:

1.º Los sujetos pasivos y, en su caso, los responsables de los tributos, así como los obligados a efectuar el ingreso de derecho público de que se trate.

2.º Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos y directos resulten afectados por el acto administrativo de gestión.

e) Representación y dirección técnica.- Los recurrentes podrán comparecer por sí mismos o por medio de representante, sin que sea preceptiva la intervención de abogado ni procurador.

f) Iniciación.- El recurso de reposición se interpondrá por medio de escrito en el que se harán constar los siguientes extremos:

1.º Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso, de su representante, con indicación del número del documento nacional de identidad o del código identificador.

2.º El órgano ante quien se formula el recurso.

3.º El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, número del expediente y demás datos relativos a aquel que se consideren convenientes.

4.º El domicilio que señale el recurrente a efectos de notificaciones.

5.º El lugar y la fecha de interposición del recurso.

En el escrito de interposición se formularán las alegaciones tanto sobre cuestiones de hecho como de derecho.

Con dicho escrito se presentarán los documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercita.

Si se solicita la suspensión del acto impugnado, al escrito de iniciación del recurso se acompañarán los justificantes de las garantías constituidas de acuerdo con el párrafo i) siguiente.

g) Puesta de manifiesto del expediente.- Si el interesado precisare del expediente de gestión o de las actuaciones administrativas para formular sus alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante la oficina gestora a partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que finalice el plazo de interposición del recurso.

La oficina o dependencia de gestión, bajo la responsabilidad de su jefe, tendrá la obligación de poner de manifiesto al interesado el expediente o las actuaciones administrativas que se requieran.

h) Presentación del recurso.- El escrito de interposición del recurso se presentará en la sede del órgano de la entidad local que dictó el acto administrativo que se impugna o en su defecto en las dependencias u oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

i) Suspensión del acto impugnado.- La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, con las consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses y recargos. Los actos de imposición de sanciones tributarias quedarán automáticamente suspendidos conforme a lo previsto en la Ley General Tributaria.

No obstante, y en los mismos términos que en el Estado, podrá suspenderse la ejecución del acto impugnado mientras dure la sustanciación del recurso aplicando lo establecido en el Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo, y en el Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas, con las siguientes especialidades:

1.º En todo caso será competente para tramitar y resolver la solicitud el órgano de la entidad local que dictó el acto.

2.º Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán susceptibles de impugnación en vía contencioso-administrativa.

3.º Cuando se interponga recurso contencioso-administrativo contra la resolución del recurso de reposición, la suspensión acordada en vía administrativa se mantendrá, siempre que exista garantía suficiente, hasta que el órgano judicial competente adopte la decisión que corresponda en relación con dicha suspensión.

j) Otros interesados.- Si del escrito inicial o de las actuaciones posteriores resultaren otros interesados distintos del recurrente, se les comunicará la interposición del recurso para que en el plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho convenga.

k) Extensión de la revisión.- La revisión somete a conocimiento del órgano competente, para su resolución, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas en el recurso.

Si el órgano estima pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas por los interesados, las expondrá a los que estuvieren personados en el procedimiento y les concederá un plazo de cinco días para formular alegaciones.

l) Resolución del recurso.- El recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su presentación, con excepción de los supuestos regulados en los párrafos j) y k) anteriores, en los que el plazo se computará desde el día siguiente al que se formulen las alegaciones o se dejen transcurrir los plazos señalados.

El recurso se entenderá desestimado cuando no haya recaído resolución en plazo.

La denegación presunta no exime de la obligación de resolver el recurso.

m) Forma y contenido de la resolución.- La resolución expresa del recurso se producirá siempre de forma escrita.

Dicha resolución, que será siempre motivada, contendrá una sucinta referencia a los hechos y a las alegaciones del recurrente, y expresará de forma clara las razones por las que se confirma o revoca total o parcialmente el acto impugnado.

n) Notificación y comunicación de la resolución.- La resolución expresa deberá ser notificada al recurrente y a los demás interesados, si los hubiera, en el plazo máximo de 10 días desde que aquélla se produzca.

ñ) Impugnación de la resolución.- Contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse de nuevo este recurso, pudiendo los interesados interponer directamente recurso contencioso-administrativo, todo ello sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la interposición de reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales.



Este artículo recoge la redacción del equivalente de la LRHL, dada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, si bien en la letra a) del apartado 1 sustituye la cita que se hacía de «los artículos 155 y 156 de la Ley General Tributaria y en el artículo 10 de la Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente» por la más actualizada de «los artículos 32 y 220 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria».

Dicha redacción de la Ley 50/1998 había introducido sobre la inicial las siguientes modificaciones:

- Incluir en el apartado 1 los anteriores apartados 2 y 3 [que se convirtieron en letras a) y b)], añadiendo el último párrafo, relativo a los restantes ingresos de Derecho público.

- Sustituir por el actual apartado 2 los anteriores apartados 4 y 5, que decían:

4. Contra los actos de las Entidades locales sobre aplicación y efectividad de los tributos locales podrá formularse, ante el mismo órgano que los dictó, el recurso de reposición a que se refiere el artículo 108 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, previo al contencioso-administrativo, en el plazo de un mes, a contar desde la notificación expresa o la exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes.

Para interponer el recurso de reposición, contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, no se requerirá el previo pago de la cantidad exigida; no obstante, la interposición del recurso no detendrá en ningún caso, la acción administrativa para la cobranza, a menos que el interesado solicite dentro del plazo para interponer el recurso, la suspensión de la ejecución del acto impugnado, a cuyo efecto será indispensable para solicitar dicha suspensión, acompañar garantía que cubra el total de la deuda tributaria, en cuyo supuesto se otorgará la suspensión instada. A tal efecto, no se admitirán otras garantías, a elección del recurrente, que las siguientes:

a) Depósito en dinero efectivo o en valores públicos en la Caja General de Depósitos o en sus sucursales, o, en su caso, en la Corporación o Entidad interesada.

b) Aval o fianza de carácter solidario prestado por un Banco o banquero registrado oficialmente, por una Caja de Ahorros Confederada, Caja Postal de Ahorros o por Cooperativa de Crédito calificada.

c) Fianza provisional y solidaria prestada por dos contribuyentes de la localidad de reconocida solvencia, sólo para débitos inferiores a 100.000 pesetas.

En casos muy cualificados y excepcionales, podrán, sin embargo, las Entidades acreedoras acordar discrecionalmente, a instancia de parte, la suspensión del procedimiento, sin prestación de garantía alguna cuando el recurrente alegue y justifique en su solicitud la imposibilidad de prestarla o demuestre fehacientemente la existencia de errores materiales o aritméticos en los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales.

La concesión de la suspensión llevará siempre aparejada la obligación de satisfacer intereses de demora por todo el tiempo de aquélla y sólo producirá efectos en el recurso de reposición.

5. La Jurisdicción Contencioso-Administrativa será la única competente para dirimir todas las controversias de hecho y de derecho que se susciten entre las Entidades locales y los sujetos pasivos, los responsables y cualquier otro obligado tributario, en relación con las cuestiones a que se refiere la presente Ley.

REVISIÓN EN VÍA ADMINISTRATIVA DE LOS ACTOS DE GESTIÓN DE TRIBUTOS Y DEMÁS INGRESOS DE DERECHO PÚBLICO

La revisión en vía administrativa de los actos administrativos en general es materia actualmente regulada por la LRJPA, que distingue entre revisión de oficio y revisión a instancia de parte:

- La primera abarca la revisión de los actos nulos, la de los actos anulables (sea por graves infracciones jurídicas, por errores materiales o de hecho, o por otros defectos que exigen su expresa declaración de lesividad como paso previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa) y la revocación (que exige previa declaración de lesividad para revocar los actos anulables favorables al administrado, pero permite la de los actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico).

- La revisión a instancia de parte se realiza a través de los recursos: los de alzada y de reposición (calificados como ordinarios) y el extraordinario de revisión. Y contra los actos, expresos o tácitos, de resolución de dichos recursos cabe a los administrados interponer recurso contencioso-administrativo ante la Jurisdicción de este nombre.

Este régimen general de revisión de los actos administrativos tiene una significada excepción cuando se trata de la materia tributaria, pues la D.A. 5.ª de la propia LRJPA, con la redacción que le dio la Ley 4/1999, de 13 de enero, establece:


«Procedimientos administrativos en materia tributaria.

1. Los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos se regirán por la Ley General Tributaria, por la normativa sobre derechos y garantías de los contribuyentes, por las Leyes propias de los tributos y las demás normas dictadas en su desarrollo y aplicación. En defecto de norma tributaria aplicable, regirán supletoriamente las disposiciones de la presente Ley.

En todo caso, en los procedimientos tributarios, los plazos máximos para dictar resoluciones, los efectos de su incumplimiento, así como, en su caso, los efectos de la falta de resolución serán los previstos en la normativa tributaria.

2. La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en los artículos 153 a 171 de la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma.»



Los arts. 153 a 171 LGT.63 a que se remite el apartado 2 del transcrito, constituían el capítulo VIII de su Título III, que comprendía tres Secciones, dedicadas respectivamente a los procedimientos especiales de revisión (arts. 153 a 159), el recurso de reposición (arts. 160 a 162), y las reclamaciones económico-administrativas (arts. 163 a 171). La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria vigente, regula esta materia en los arts. 213 a 249.

Este régimen de la Ley General Tributaria no era aplicable, sin más, a los tributos locales, puesto que la LRBRL ya había establecido reglas especiales en sus arts. 108, 110 y 113.1, cuyo texto actual es el siguiente:


«Art. 108. Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el título X de esta ley  (1) .

Art. 110. 1. Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 153 y 154 de la Ley General Tributaria.

2. En los demás casos, las entidades locales no podrán anular sus propios actos declarativos de derechos, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para el interés público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley de dicha Jurisdicción.

Art. 113. 1. Contra los actos que pongan fin a las reclamaciones formuladas en relación con los acuerdos de las Corporaciones en materia de Presupuestos, imposición, aplicación y efectividad de tributos o aprobación y modificación de Ordenanzas fiscales, los interesados podrán interponer directamente el recurso contencioso-administrativo.»



Y el apartado 3 del art. 113 dispone que «La interposición del recurso previsto en el párrafo primero y de las reclamaciones establecidas en los artículos 49, 108 y 112, número 3, no suspenderá por sí sola la efectividad del acto o acuerdo impugnado.»

De esta manera, cuando el 23 de abril de 1986 entró en vigor el régimen de recursos en materia de tributos locales previsto en dicha Ley (para el que su D.T. 10.ª había establecido la moratoria de un año, en que rigió el sistema anterior), se abrió una brecha -no cerrada, sino ampliada como veremos- entre los medios de impugnación que tiene el administrado frente a los actos de la Administración tributaria del Estado y los previstos para impugnar actos de la misma naturaleza emanados de las Entidades locales. Régimen diferente que el ciudadano de a pie, e incluso algunos asesores fiscales, no han acabado de asimilar, como lo demuestra el hecho de que, más de veinticinco años después, y a pesar de ser habitualmente correctos los ofrecimientos de recursos efectuados por las Entidades locales, raro es el mes en que no se presentan ante los Tribunales Económico Administrativos del Estado reclamaciones de esta clase contra los actos dictados por las Entidades locales en ejercicio de sus competencias propias.

Por su parte, el art. 14 LRHL, en su versión inicial, hizo también referencia expresa a los procedimientos especiales de devolución de ingresos indebidos y de rectificación de errores materiales y de hecho, regulando de forma sucinta el recurso de reposición específico para los tributos locales. Las modificaciones posteriores del artículo extendieron la aplicación de estos procedimientos de revisión a los restantes ingresos de Derecho público y regularon de forma más detallada el recurso de reposición, para lo que adaptaron a las particularidades organizativas de las Entidades locales el régimen establecido en el Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo. Norma hoy derogada por la letra a) del número 1 de la Disposición Derogatoria Única del Real Decreto 520/2003, de 17 de diciembre.

Así las cosas, la LMMGL ha incluido en el Título X LRBRL, dedicado al régimen de organización de los municipios de gran población, el nuevo art. 137 que dispone la obligatoria existencia en dichos municipios de un Órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas. Precepto que -según la nueva D.A. 14.ª.1 de la misma LRBRL- no resulta de aplicación a aquellos Cabildos Insulares canarios que se rigen por dicho Título X.

Con lo que la vía de reacción del administrado frente a los actos de aplicación y efectividad de los tributos y demás ingresos públicos de las Entidades locales no sólo es diferente de la aplicable a los tributos estatales sino que también varía en función de que se trate de los municipios de gran población sujetos al Título X LRBRL o de las demás Entidades locales.

Todos estos preceptos específicos han de ser puestos en relación con la legislación general tributaria. Al respecto, la LGT.03 dedica su Título V a la «Revisión en vía administrativa», disponiendo en el art. 213.1, primero de dicho Título, que los actos y actuaciones de aplicación de los tributos y los actos de imposición de sanciones tributarias podrán revisarse, conforme a lo establecido en los capítulos siguientes, mediante: a) Los procedimientos especiales de revisión. b) El recurso de reposición. c) Las reclamaciones económico-administrativas.

El capítulo II del Título V regula como procedimientos especiales de revisión los de declaración de nulidad de pleno derecho (art. 217), declaración de lesividad de actos anulables (art. 218), de revocación de actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones (art. 219), de rectificación de errores (art. 220) y de devolución de ingresos indebidos (art. 221).

Pero la D.A. 4.ª de la misma LGT.03 establece en su apartado 1 que «La normativa aplicable a los tributos y restantes ingresos de derecho público de las entidades locales en materia de recurso de reposición y reclamaciones económico-administrativas será la prevista en las disposiciones reguladoras de las Haciendas Locales».

Finalmente, no debe olvidarse que -como veremos en su momento- el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el Impuesto sobre Actividades Económicas son impuestos municipales pero de gestión compartida, ya que competen a la Administración del Estado la gestión catastral y la inspección catastral del primero y la gestión censal y la inspección del segundo, mientras que la gestión tributaria de ambos es de la competencia del Ayuntamiento de la imposición.

De esta manera, el estudio del artículo que ahora comentamos nos hace entrar en un camino lleno de especialidades, excepciones y salvedades que resulta dificultoso para las propias Corporaciones locales, tanto en lo relativo a elegir el procedimiento adecuado en cada caso como para cumplir la indispensable advertencia de recursos en las notificaciones de los respectivos actos. Pero que es mucho más gravoso para el administrado, a quien la equivocada elección del medio de impugnación puede acarrearle la pérdida de su derecho, dada la brevedad de los plazos preclusivos de éstos. Ello nos obliga a extremar la precisión respecto a los diversos supuestos, a cuyo efecto seguimos el orden la de la LGT.03.

1.  PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE REVISIÓN

Hemos visto más arriba que el art. 110 LRBRL, después de haber señalado en su apartado 1 la competencia del Pleno para resolver los procedimientos especiales que entonces prevenían los arts. 153 y 154 LGT.63, añade en su apartado 2 que «En los demás casos, las entidades locales no podrán anular sus propios actos declarativos de derechos, y su revisión requerirá la previa declaración de lesividad para el interés público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, con arreglo a la Ley de dicha Jurisdicción».

Este apartado 2 recogió, aparentemente, el contenido del art. 159 LGT.63. Pero no fue así pues este último comenzaba diciendo «Fuera de los casos previstos en los artículos 153 a 156», de modo que la LRBRL omitió toda referencia a los artículos 155 y 156. Omisión ya denunciada en su momento por RUBIO DE URQUÍA (2) , al comentar el art. 14 LRHL, diciendo:


«Sin embargo, la mencionada regulación omitió, en su contenido, toda referencia a otros procedimientos especiales de revisión, como pueden ser el procedimiento de devolución de ingresos indebidos o el de rectificación de errores materiales o de hecho y aritméticos. Esta omisión, unida a la confusa remisión que el art. 53 de la propia LRBRL hace al "procedimiento administrativo común" ha obligado al legislador a aclarar y completar, en la medida de lo posible, la regulación de esta materia, introduciendo, así, en el ámbito de los tributos locales, una ordenación relativamente coherente y completa de los distintos procedimientos especiales de revisión en vía administrativa, cuyo contenido se puede estructurar en los términos siguientes: la revisión de actos nulos de pleno derecho; la revisión de actos contrarios a la ley o insuficientemente fundados; la devolución de ingresos indebidos; la rectificación de errores materiales o de hecho y aritméticos; la revisión de actos lesivos para el interés público, y otras cuestiones...»

«Tal omisión ha tenido que ser subsanada por la LRHL pues, de lo contrario, y a la vista de los términos literales en que está redactado el art. 110.2 LRBRL, podría haberse entendido que en el ámbito de los tributos locales sólo eran de aplicación los tres procedimientos especiales de revisión específicamente contemplados en el citado art. 110.»



Así pues, sólo tras la entrada en vigor de la LRHRL quedó claro que los procedimientos especiales de revisión, entonces previstos en la Sección 1.ª del Capítulo VIII del Título III LGT.63, eran todos ellos aplicables a los tributos locales: los de declaración de nulidad de pleno derecho (art. 153) y de revisión de actos contrarios a la ley o insuficientemente motivados (art. 154), por la remisión del art. 110.1 LRBRL. Los de devolución de ingresos indebidos (art. 155) y de rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos (art. 156) por el llamamiento hecho por el que era apartado 2 de la versión inicial del art. 14 LRHL, y luego por la letra b) del apartado 1 en la redacción dada por la Ley 50/1998, que es la recogida por el TRLRHL. Y el procedimiento del art. 159 LGT.63, a través de la versión del mismo contenida en el art. 110.2 LRBRL.

Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que la nueva LGT.03 tiene una sistemática distinta y ha introducido importantes variaciones en esta materia, que no sólo afectan a una más detallada regulación de los procedimientos, sino también a su clasificación y objeto. Así:

- El procedimiento de nulidad de pleno derecho que regulaba el art. 153 LGT.63 ahora se regula en el 217 LGT.03.

- El de devolución de ingresos indebidos, antes regulado en el art. 155 LGT.63, ahora lo está en el 32 LGT.03.

- Y el de rectificación de errores, previsto en el 156 LGT.63, es objeto actualmente del art. 220 LGT.03.

Sin embargo, para los actos a que se refería el art. 154 LGT.63, en que concurren unas causas concretas de revisión, la nueva LGT.03 no prevé un tratamiento homogéneo, sino que distingue cuáles fueron los efectos de esos actos posiblemente contrarios a la ley o insuficientemente motivados  (3) : a) Si el efecto perverso consistió en perjudicar los legítimos intereses de los contribuyentes, se habilita, en congruencia con el art. 105.1 LRJPA (4) , un nuevo procedimiento, llamado «de revocación de actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones» y regulado en el art. 219 LGT.03. b) Si, por el contrario, el acto adoptado con infracción del ordenamiento jurídico favoreció indebidamente al administrado, se mantiene la prohibición de revocar los actos declarativos de derechos, y se tiene que acudir al procedimiento que antes prevenía el art. 159 LGT.63 y ahora regula el 218 LGT.03.

El TRLRHL no contiene ningún precepto que adapte al ámbito local esta nueva dualidad de procedimientos, alternativos e incompatibles, para revisar de oficio unos actos presuntamente viciados de infringir el ordenamiento jurídico, según hayan sido favorables o perjudiciales a los interesados. Adaptación que en todo caso habría sobrepasado el mandato del legislador, pues la autorización concedida se limitaba, como recuerda la Exposición de Motivos del RDL 2/2004, a la mera formulación de un texto único y no incluyó autorización para regularizar, aclarar y armonizar los textos legales a refundir. Y la cita del art. 154 LGT.63, que no tiene paralelo idéntico en la LGT.03, se contiene en la LRBRL, para la que no había encomienda de refundición.

Por ello cabría pensar que se ha abierto una nueva divergencia en materia de procedimientos especiales de revisión, consistente en que la Administración del Estado, tan pronto como llega a tener constancia sobrevenida de que se ha producido un acto que perjudicó indebidamente al interesado, puede rectificarlo por el procedimiento, más sencillo, del art. 219 LGT.03. Mientras que las Entidades locales se verían obligadas, incluso en tales casos, a acudir al procedimiento de lesividad y posterior impugnación en vía contencioso-administrativa.

Como esta conclusión llevaría al absurdo, la rechazamos frontalmente, basándonos para ello en lo siguiente: la única especialidad que para las Entidades locales en materia de revisión administrativa de los actos de naturaleza tributaria recoge la LGT.03 -posterior a la LRBRL y que por consiguiente deroga los preceptos de ésta que sean incompatibles con ella- es la contenida en su D.A. 4.ª, que se refiere exclusivamente al «recurso de reposición» y las «reclamaciones económico-administrativas». De lo que se deduce claramente que el art. 110.2 LRBRL ha sido parcialmente derogado, o modificado, por la LGT.03 y en consecuencia, todos los nuevos procedimientos especiales de revisión son directamente aplicables a las Entidades locales, con las solas especialidades derivadas de su régimen organizativo.

Veamos, pues, en el orden establecido por la LGT.03, los procedimientos especiales de revisión que son, como hemos dicho, los de declaración de nulidad de pleno derecho, de declaración de lesividad de actos anulables, de revocación de actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones, de rectificación de errores, y de devolución de ingresos indebidos.

1.1.  Declaración de nulidad de pleno derecho

La nulidad de pleno derecho supone la invalidez del acto en su grado máximo, siendo tales supuestos más restringidos en el Derecho Administrativo que el Derecho común, pues en aquél sólo se dará en los casos taxativamente enumerados por la norma. No precisa ser declarada por el órgano competente para ello en cada caso, lo que pugna con el principio de presunción de validez declarado por el art. 57.1 de la LRJPA, tal como ha puesto de manifiesto FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R.  (5) , ya que en cuanto los actos de la Administración son válidos y producen sus efectos desde el momento en que se dicten en tanto no sean declarados nulos, despliegan sus efectos, cualquiera que sea el grado de invalidez en que incurran.

Caracteriza a la nulidad absoluta, como anteriormente señalábamos, por un lado y según el art. 102 LRJPA, la imprescriptibilidad de la acción para hacer valer la infracción determinante de la nulidad; igualmente, la imposibilidad de subsanación, si bien, y según el art. 65 de la misma Ley, los actos nulos que contengan los elementos constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste; y finalmente, la eficacia ex tunc, pues la declaración de nulidad priva de efectos al acto desde el momento en que se produjo.

En el ámbito tributario, se regula en el art. 217 LGT.03:


«1. Podrá declararse la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en materia tributaria, así como de las resoluciones de los órganos económico-administrativos, que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los siguientes supuestos:

a) Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.

b) Que hayan sido dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.

c) Que tengan un contenido imposible.

d) Que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta.

e) Que hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido para ello o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad en los órganos colegiados.

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal.

2. El procedimiento para declarar la nulidad a que se refiere este artículo podrá iniciarse:

a) Por acuerdo del órgano que dictó el acto o de su superior jerárquico.

b) A instancia del interesado.

3. Se podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar dictamen del órgano consultivo, cuando el acto no sea firme en vía administrativa o la solicitud no se base en alguna de las causas de nulidad del apartado 1 de este artículo o carezca manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.

4. En el procedimiento se dará audiencia al interesado y serán oídos aquellos a quienes reconoció derechos el acto o cuyos intereses resultaron afectados por el mismo.

La declaración de nulidad requerirá dictamen favorable previo del Consejo de Estado u órgano equivalente de la respectiva comunidad autónoma, si lo hubiere.

5. En el ámbito de competencias del Estado, la resolución de este procedimiento corresponderá al Ministro de Hacienda.

6. El plazo máximo para notificar resolución expresa será de un año desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento.

El transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior sin que se hubiera notificado resolución expresa producirá los siguientes efectos:

a) La caducidad del procedimiento iniciado de oficio, sin que ello impida que pueda iniciarse de nuevo otro procedimiento con posterioridad.

b) La desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si el procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado.

7. La resolución expresa o presunta o el acuerdo de inadmisión a trámite de las solicitudes de los interesados pondrán fin a la vía administrativa.»



Precepto directamente aplicable al ámbito local, con la sola salvedad de su apartado 5, en cuyo lugar rige el art. 110.1 LRBRL, que otorga la competencia para la resolución del expediente al Pleno de la Corporación.

En cuanto a la preceptiva intervención del Consejo de Estado u órgano equivalente de la respectiva comunidad autónoma, si lo hubiere -cuyo dictamen tiene carácter vinculante, pues se requiere que sea favorable para declarar la nulidad- recuérdese que el primer párrafo del art. 48 LRBRL establece actualmente que «En los asuntos en que sea preceptivo el dictamen del Consejo de Estado, la correspondiente solicitud se cursará por conducto del Presidente de la Comunidad Autónoma».

1.2.  Declaración de lesividad de actos anulables

Para que los actos administrativos puedan ser anulados, cuando sean declarativos de derechos, es preciso que, previamente, se declare la lesividad de los mismos. Así lo establecen el art. 110.2 de la LRBRL y el 103.1 de la LRJPA, precepto éste que fija, en su número 2, un plazo de prescripción de cuatro años desde que se dictó el acto que se considere lesivo para el interés público y no desde su notificación; y otro plazo, en su número 3, para la caducidad del procedimiento, de seis meses desde su iniciación sin que la lesividad se hubiera declarado. Igualmente, se regula la declaración de lesividad en la LJCA, arts. 19.2, 43, 46.5 y 49.6.

La declaración de lesividad es un acto administrativo de carácter de diligencia preliminar o presupuesto procesal de actividad, lo que significa que la Administración no puede acudir al proceso contencioso-administrativo sin dicha declaración. Ha desaparecido de la vigente LGT el procedimiento especial de revisión de actos anulables regulado en el art. 154 de la LGT de 1963, exigiéndose ahora para su revisión los mismos requisitos que se recogen en el art. 61 de la LRPA.

El procedimiento de declaración de lesividad se iniciará siempre de oficio, de acuerdo con lo establecido en el art. 218 LGT.03, que dispone:


«1. Fuera de los casos previstos en el artículo 217 y 220 de esta ley, la Administración tributaria no podrá anular en perjuicio de los interesados sus propios actos y resoluciones.

La Administración tributaria podrá declarar lesivos para el interés público sus actos y resoluciones favorables a los interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior impugnación en vía contencioso-administrativa.

2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se notificó el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el procedimiento.

3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo.

4. En el ámbito de la Administración General del Estado, la declaración de lesividad corresponderá al Ministro de Hacienda.»



Por su parte, el art. 9.1 del Real Decreto 520/2005 dispone que el órgano competente para resolver dictará la resolución procedente, y en el caso de declararse la lesividad, deberá remitir dicha resolución junto con la copia cotejada del expediente administrativo al órgano encargado de la defensa y representación en juicio de la Administración autora del acto, a fin de proceder a su posterior impugnación.

El art. 217 se refiere, como hemos visto, a la declaración de nulidad de pleno Derecho; el 220, que luego veremos, al procedimiento de rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos. Obsérvese que no se hace la mención del artículo 219, pues éste regula la revocación de actos desfavorables a los interesados. Tampoco se exceptúa el supuesto del art. 221, relativo a la devolución de ingresos indebidos, pues los casos en éste regulados supusieron consecuencias desfavorables para quienes están legitimados para pedir esa devolución.

En el ámbito local, el órgano competente para declarar la lesividad depende de la Entidad de que se trate: en las que se rigen por el Título X LRBRL, el autor del acto revisable [arts. 123.1.l), 124.4.m) y 127.1.k)]. En las demás Entidades locales, el Pleno [arts. 22.2.k) y 33.2.j)], si bien corresponde al Alcalde o al Presidente [arts. 21.1.l) y 34.1.j)] la iniciativa para proponer la declaración cuando se trata de asuntos de la competencia de éstos. Y en la Ley de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid, los arts. 11.1 m), 14.2 l) y 17.1 j) atribuyen a los referidos órganos la revisión de oficio y la declaración de lesividad de sus propios actos, también según sus competencias. En el régimen de los municipios de gran población, el Alcalde puede delegar la competencia en la Junta de Gobierno local, en tanto que cuando corresponde al Pleno o a la Junta de Gobierno local la competencia tiene carácter de indelegable. En los municipios de régimen común la competencia del Alcalde para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de su competencia tiene carácter de indelegable, en tanto que el Pleno puede delegarla tanto en el Alcalde como en la Junta de Gobierno.

Para la declaración de lesividad del acto administrativo no se exige quórum, bastando la mayoría simple. El acuerdo ha de estar precedido de informe preceptivo del Secretario o, en su caso, de la Asesoría Jurídica, y, en defecto de ambos, de un Letrado (arts. 54.3 TRRL y 221.1 ROF). Este informe sobre la procedencia de que el acto sea declarado lesivo se contempla, también, en el art. 8, apartados 4 y 5 del Real Decreto 520/2005. No es necesario el pronunciamiento del Consejo de Estado u Órgano equivalente de la Comunidad Autónoma, pues al existir un control judicial, será la jurisdicción contenciosa la que garantice el cumplimiento de la legalidad.

Declarada la lesividad del acto o acuerdo o de la disposición de carácter general, se remite el expediente al Juzgado o a la Sala de lo contencioso-administrativo, correspondiente, en el plazo de dos meses desde que se dictó el acuerdo declarando lesivo el acto, plazo fijado por el art. 46.5 de la LJCA.

El plazo para la declaración de lesividad es de cuatro años, contados desde que se notificó el acto administrativo. Y transcurridos tres meses desde el inicio del procedimiento sin que se haya producido la declaración de lesividad, se produce la caducidad del procedimiento.

1.3.  Revocación de actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones

Conforme al art. 10.3 del Real Decreto 520/2005, los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones podrán ser revocados aun cuando hayan sido objeto de impugnación en vía económico-administrativa siempre que no se haya dictado resolución o acuerdo de terminación por el correspondiente Tribunal.

El procedimiento de revocación se regula en los arts. 10 a 12 del repetido Real Decreto 520/2005, disponiendo el art. 10 que el procedimiento se iniciará de oficio, sin perjuicio de que los interesados puedan promover su iniciación por la Administración competente mediante escrito dirigido al órgano que dictó el acto.

En el ámbito tributario, se regula en el art. 219 LGT.03, que dispone:


«1. La Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se estime que infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya producido indefensión a los interesados.

La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las normas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

2. La revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción.

3. El procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio, y será competente para declararla el órgano que se determine reglamentariamente, que deberá ser distinto del órgano que dictó el acto.

En el expediente se dará audiencia a los interesados y deberá incluirse un informe del órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de la revocación del acto.

4. El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde la notificación del acuerdo de iniciación del procedimiento.

Transcurrido el plazo establecido en el párrafo anterior sin que se hubiera notificado resolución expresa, se producirá la caducidad del procedimiento.

5. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento pondrán fin a la vía administrativa.»



Es, como dijimos, un procedimiento nuevo creado por la LGT.03, que fue mirado con recelo en el dictamen del Consejo de Estado sobre el proyecto de la Ley, por considerar que únicamente cabe introducir el mecanismo de la revocación en el ámbito tributario si en su regulación se introducen las garantías indispensables para asegurar una adecuada protección del interés público, pues los actos tributarios son, en su gran mayoría, actos de gravamen para los particulares, lo que hace imprescindible revestir los procedimientos para su anulación con las máximas garantías, pues aunque no se viera limitado derecho alguno de los contribuyentes con la anulación de tales actos, sí podría resultar claramente afectado el interés público en ellos presente si se articulase un procedimiento de revocación en unos términos tan amplios y flexibles que llegara a constituir una especie de recurso contra las liquidaciones, pudiera dar lugar a supuestos de fraude o en la práctica funcionara como un mecanismo de transacción.

Con todo, entendemos que tales presagios no tienen por qué cumplirse, pues:

1.º) El nuevo procedimiento está en línea con el art. 105.1 LRJPA (6)  y con las directrices que en su día inspiraron la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes y nace con el propósito manifiesto de legislador de la LGT.03 de evitar la conflictividad innecesaria, pues los motivos que autorizan la instrucción de este procedimiento son, en definitiva, los mismos que se encauzaban a través del entonces previsto en el art. 154 LGT.63, que ahora se limitan a los supuestos en que el acto a revisar perjudicó injustamente al administrado (pues aquellos en que la perjudicada fue la Administración han se seguir necesariamente el de lesividad que ahora regula en art. 218 LGT.03), a los que se añade el de indefensión (pues la jurisprudencia había declarado reiteradamente que la omisión de trámite de audiencia previa del interesado, cuando es preceptiva, determinaba la nulidad del expediente, si producía indefensión).

2.º) Se trata de un procedimiento especial, es decir, que sólo actúa cuando el acto ha ganado firmeza porque el interesado dejó transcurrir los plazos preclusivos para su impugnación por los procedimientos ordinarios (recurso de reposición y/o reclamación económico administrativa). Por lo que ciertamente evita la conflictividad el hecho que la Administración tributaria pueda iniciar este nuevo expediente para revocar un acto objetivamente injusto sin tener que acudir al más complicado que prevenía el art. 154 LGT.63 (que reservaba la competencia al Ministro de Hacienda o, por delegación, al Director General del Ramo) o al de lesividad (en casos en que realmente no se había producido lesión económica del interés público).

3.º) En principio, la revocación así tramitada no perjudicará a la Hacienda pública, pues el segundo párrafo del apartado 1 expresamente establece que no puede constituir, en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las normas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. Y excluye cualquier transacción o componenda, ya que ha de declararse, según precisa el párrafo primero del apartado 3, por órgano distinto del que dictó el acto y es preceptivo el informe previo de la asesoría jurídica, y

4.º) Finalmente, tampoco se crea un nuevo recurso por el que los particulares puedan alargar indebidamente la asunción de sus obligaciones tributarias, pues el procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio.

Resta añadir que, pese a que el art. 219 LGT.03 dicta las normas esenciales del procedimiento, éste no será operativo hasta que se determine, por vía reglamentaria según señala el apartado 3, el órgano competente para su resolución. Determinación reglamentaria que se ha producido mediante el RD 520/2005, de 13 de mayo (BOE del día 27), por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, que lo determina en su artículo 12. Reglamento que es de aplicación directa en el ámbito local, por la remisión que en su artículo 1.2.º hace al artículo 1.º de la LGT.

La revocación sólo es posible en tanto no haya transcurrido el plazo de prescripción, tal como dispone el art. 219.2 de la LGT.

Finalmente, el plazo máximo para notificar la resolución expresa, es de seis meses desde la notificación del acuerdo de inicio del procedimiento. Transcurrido dicho plazo, opera el instituto de la caducidad.

1.4.  Rectificación de errores

Una primera consideración que hemos de tener en cuenta es la relativa a que la rectificación de errores de hecho contemplada en el art. 105 de la LRJPA y en el art. 220 de la LGT para los actos de esta naturaleza, sólo es aplicable a los actos administrativos emanados de la propia Administración Tributaria, sin que sea aplicable a las autoliquidaciones practicadas por los contribuyentes o sus sustitutos.

Como señala el apartado 1.b) del precepto aquí comentado, se regula en el art. 220 LGT.03, que dispone:


«Rectificación de errores.

1. El órgano u organismo que hubiera dictado el acto o la resolución de la reclamación rectificará en cualquier momento, de oficio o a instancia del interesado, los errores materiales, de hecho o aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo de prescripción.

En particular, se rectificarán por este procedimiento los actos y las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas en los que se hubiera incurrido en error de hecho que resulte de los propios documentos incorporados al expediente.

La resolución corregirá el error en la cuantía o en cualquier otro elemento del acto o resolución que se rectifica.

2. El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde que se presente la solicitud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento.

El transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior sin que se hubiera notificado resolución expresa producirá los siguientes efectos:

a) La caducidad del procedimiento iniciado de oficio, sin que ello impida que pueda iniciarse de nuevo otro procedimiento con posterioridad.

b) La desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si el procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado.

3. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa.»



Como novedades sobre la escueta regulación del anterior art. 156 LGT.63, reducida a lo que ahora establece el párrafo primero del apartado 1 del transcrito, destaca que se modifica el plazo. Antes se decía «siempre que no hubieren transcurrido cinco años desde que se dictó el acto objeto de rectificación», ahora, en cambio, se establece «siempre que no hubiera transcurrido el plazo de prescripción», que es de cuatro años.

El apartado 2, que señala el plazo para dictar resolución expresa y las consecuencias de su incumplimiento, es nuevo.

No obstante, sigue sin definirse el concepto de «error de hecho», quizás porque ya fue definido desde antiguo por la propia Administración (acuerdo TEAC 15 enero 1935), considerándose como tales «los de carácter material aritmético, numérico o accidental, independientes de toda opinión que pueda sustentarse; mientras que errores de derecho son los que plantean cuestiones de fondo o de concepto, ya se refieran a la apreciación de los hechos, a la valoración de las pruebas, a la interpretación de las disposiciones legales o a la calificación jurídico fiscal; de tal forma que, cuando para la apreciación de la existencia de un error es necesario invocar, interpretar o aplicar disposiciones legales, no se está en el caso de un error de hecho». Más brevemente, la Jurisprudencia del Tribunal Supremo lo define como aquel «que tiene una realidad independiente de toda opinión o criterio que se sustente y de posible apreciación o subsanación sin invocar o aplicar disposiciones de tipo legal ni hacer interpretación de las demás»; en la aplicación de cuya doctrina se ha declarado que no son errores de hecho, sino de derecho, los relativos a la no aplicación concreta de una bonificación que era en realidad procedente (la citada Sentencia de 17 de mayo de 1971) o la aplicación de un gravamen incorrecto (ad exemplum, STS de 8 de mayo de 1990).

En el ámbito local, en lugar del apartado 3 del art. 220 LGT, y de acuerdo con la D.A. 4.ª.1 de la misma Ley antes vista, será aplicable el régimen de recursos que resulte de lo dispuesto en el apartado 2 del art. 14 TRLRHL y en el art. 137 LRBRL.

El procedimiento puede iniciarse de oficio o a instancia de parte. Si se inicia de oficio, se notificará, junto con el acuerdo correspondiente, la propuesta de rectificación al interesado, concediéndole el trámite de audiencia durante quince días. Si se inicia a instancia del interesado, la Administración puede resolver directamente, siempre que no figuren en el procedimiento otros interesados, a los que, en su caso, ha de concedérseles el trámite de audiencia, por idéntico plazo de quince días.

En aquellos supuestos en los que se aprecie que al dictar el acto se ha podido incurrir en error, cabe la suspensión del procedimiento sin exigencia de garantía.

La resolución ha de notificarse en el plazo máximo de seis meses, pues transcurrido dicho plazo se produce la caducidad del procedimiento iniciado de oficio o se entiende desestimada por silencio la solicitud de rectificación del interesado.

Conforme al número 3 del art. 220, las resoluciones dictadas en este procedimiento son susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa, si bien para los entes locales se sigue el régimen general de impugnación del art. 14.2 TRLRHL, por lo que tras el recurso de reposición queda expedita la via contencioso-administrativa.

1.5.  Devolución de ingresos indebidos

El concepto de ingreso indebido se recoge en el art. 32 LGT.03, al que se remite el apartado 1.b) del art. 14 TRLRHL objeto de este comentario, que dispone al respecto:


«1. La Administración tributaria devolverá a los obligados tributarios, a los sujetos infractores o a los sucesores de unos y otros, los ingresos que indebidamente se hubieran realizado en el Tesoro Público con ocasión del cumplimiento de sus obligaciones tributarias o del pago de sanciones, conforme a lo establecido en el artículo 221 de esta ley.

2. Con la devolución de ingresos indebidos la Administración tributaria abonará el interés de demora regulado en el artículo 26 de esta ley, sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos, el interés de demora se devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

Las dilaciones en el procedimiento por causa imputable al interesado no se tendrán en cuenta a efectos del cómputo del período a que se refiere el párrafo anterior.

3. Cuando se proceda a la devolución de un ingreso indebido derivado de una autoliquidación ingresada en varios plazos, se entenderá que la cantidad devuelta se ingresó en el último plazo y, de no resultar cantidad suficiente, la diferencia se considerará satisfecha en los plazos inmediatamente anteriores.»



Su aplicación a las Entidades locales viene determinada no sólo por la remisión del art. 14.b) TRLRHL, sino también por la D.A. 4.ª.2 LGT.03, que amplía su campo de aplicación a un supuesto poco frecuente en el ámbito estatal, al establecer que «Lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 32 de esta ley será aplicable a la devolución de ingresos indebidos derivados de pagos fraccionados de deudas de notificación colectiva y periódica realizados a las entidades locales».

El art. 221 LGT.03, al que se remite el 32 de la misma Ley, regula el procedimiento para la devolución, en los siguientes términos:


«1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos se iniciará de oficio o a instancia del interesado, en los siguientes supuestos:

a) Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o sanciones.

b) Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto administrativo o de una autoliquidación.

c) Cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o sanciones tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción.

d) Cuando así lo establezca la normativa tributaria.

Reglamentariamente se desarrollará el procedimiento previsto en este apartado, al que será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 220 de esta ley.

2. Cuando el derecho a la devolución se hubiera reconocido mediante el procedimiento previsto en el apartado 1 de este artículo o en virtud de un acto administrativo o una resolución económico-administrativa o judicial, se procederá a la ejecución de la devolución en los términos que reglamentariamente se establezcan.

3. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta ley.

4. Cuando un obligado tributario considere que la presentación de una autoliquidación ha dado lugar a un ingreso indebido, podrá instar la rectificación de la autoliquidación de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 120 de esta ley.

5. En la devolución de ingresos indebidos se liquidarán intereses de demora de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 32 de esta ley.

6. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición y de reclamación económico-administrativa.»



En que las prevenciones de los apartados 1, 3 y 4 han dado rango legal a lo que hasta ahora se regulaba por norma reglamentaria.

La aplicación al ámbito local del apartado 6 se efectuará, al igual que vimos para la corrección de errores, según resulte de los arts. 14.2 TRLRHL y 137 LRBRL. Sin olvidar que estos procedimientos son aplicables también a los precios públicos y demás ingresos de Derecho público de las Entidades locales.

El Reglamento al que aluden el último párrafo del apartado 1 y el apartado 2, se ha promulgado por el RD 520/2005, de 13 de mayo, que desarrolla la LGT en materia de revisión en vía administrativa, artículos 14 a 20, quedando derogado el Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, salvo sus artículos 8 a 11, 13 y 14 y la Disposición Adicional 3.ª y el apartado 3 de la Disposición Adicional 5.ª (5 bis).

Hemos de distinguir la devolución de ingresos indebidos de la devolución de ingresos derivados de la normativa de cada tributo, que se recoge en el art. 31 de la LGT. Estas devoluciones corresponden a cantidades ingresadas o soportadas debidamente como consecuencia de la aplicación del tributo de que se trate. Tiene importancia la distinción en relación de la obligación de abono de intereses de demora, pues mientras en la devolución de ingresos indebidos ha de abonarse el interés regulado en el art. 26 de la LGT, sin necesidad de que el sujeto pasivo lo solicite, en este supuesto los intereses tan sólo se abonarán si no se ordena la devolución en el plazo fijado en la norma reguladora o, en todo caso, en el plazo de seis meses.

El derecho a obtener la devolución podrá reconocerse en los supuestos previstos en el art. 15 del Real Decreto 520/2005.

El plazo de prescripción tanto para el supuesto de ingresos debidos como indebidos es el mismo, tal como establece el art. 66 c) de la LGT: cuatro años, comenzando el cómputo para los del art. 31, el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución, o, en su defecto, desde el día siguiente a aquel en que la devolución pudo solicitarse, tal como establece el art. 67.1 c) de la LGT. En el supuesto de tratarse de ingresos indebidos, cuyo plazo también es el de cuatro años, ha de estarse a lo dispuesto en el art. 32 de la LGT. El plazo de prescripción se interrumpe por cualquier acto de la Administración o del obligado tributario, de sus herederos o causahabientes, que conste fehacientemente, dirigido a la obtención de la devolución del ingreso. Una vez reconocida la procedencia de la devolución, el derecho para exigirla prescribe igualmente a los cuatro años, contados desde la fecha de la notificación del reconocimiento de dicha obligación.

El procedimiento puede iniciarse de oficio o a instancia del interesado, conforme al art. 221 de la LGT.

1.6.  Actos no susceptibles de revisión

«Cuando hayan sido confirmados por sentencia judicial firme, no serán revisables en ningún caso los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones ni las resoluciones de las reclamaciones económico-administrativas (art. 213.3 LGT.03)

En el mismo sentido, el párrafo primero del apartado 1.b) del art. 14 TRLRHL dispone que «No serán en ningún caso revisables los actos administrativos confirmados por sentencia judicial firme».

2.  REVISIÓN A INSTANCIA DE PARTE (RÉGIMEN DE RECURSOS)

2.1.  El recurso de reposición como regla general

Se regula en el apartado 2 del artículo 14 TRLRHL, reproducido al inicio del presente comentario y cuya extensión nos libera de volver a hacerlo, limitándonos a su glosa, que abarca los siguientes puntos.

2.1.1.  Necesidad

La expresión «sólo podrá interponerse» de la redacción actual, debida a la Ley 50/1998, resulta más contundente que la primitiva «podrá formularse» de la redacción inicial de la LRHL, que, puesta en relación con el inciso final del art. 113 LRBRL, cuando señala que contra los actos que pongan fin a las reclamaciones en relación con los acuerdos de las Corporaciones locales en materia de ... aplicación y efectividad de tributos ... «los interesados podrán interponer directamente el recurso contencioso-administrativo» permitió plantear la cuestión de si dicho recurso de reposición tenía carácter potestativo, es decir, si cabía interposición directa del recurso contencioso-administrativo, sin haber acudido previamente al recurso de reposición contra el acto concreto de aplicación y efectividad de tributos.

La cuestión fue estudiada en STS 4 octubre 1995 (LA LEY JURIS: 17129-R/1995), que se pronunció decididamente sobre la necesidad de acudir previamente a la reposición, con arreglo a los siguientes razonamientos:

«El art. 52.1 LRBRL establece el principio general según el cual el ejercicio de acciones ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa requiere la interposición por los interesados del previo recurso de reposición "en los casos en que proceda", supuestos que se especifican, cuando se trata de acuerdos en materia tributaria, en sus artículos 108 y 113, el primero de los cuales establece que contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, como es la liquidación objeto del presente proceso, podrá formularse ante el mismo órgano que los dictó el correspondiente recurso de reposición y contra la denegación expresa o tácita de dicho recurso los interesados podrán interponer directamente recurso contencioso-administrativo y el segundo, el artículo 113, que contra los actos que pongan fin a las reclamaciones formuladas en relación con los acuerdos de las Corporaciones locales en materia de ... aplicación y efectividad de tributos ... los interesados podrán interponer directamente el recurso contencioso-administrativo. La interpretación de estos preceptos suscita en primer lugar la cuestión de si el recurso de reposición aludido en el artículo 108 tiene simple carácter potestativo y, en caso de que la respuesta fuera negativa, si existe contradicción con lo preceptuado en el artículo 113 que permite acudir "directamente" al recurso contencioso-administrativo. La expresión "podrán" que utiliza el artículo 108 no implica que el recurso de reposición sea una posibilidad cuyo ejercicio se atribuya a los interesados con carácter potestativo, pues hace referencia, como en otros muchos casos en que se habla de la concesión a los administrados de posibilidades de reclamación, a la decisión de ejercitar acciones que lógicamente es una facultad atribuida a la libre y exclusiva determinación de aquéllos pero que, en tal caso, ha de someterse a los presupuestos procesales establecidos legalmente. Este criterio de interpretación no entraña contradicción alguna con el artículo 113 de la misma Ley o con el párrafo final del propio artículo 108, cuando hablan de que puede interponerse "directamente" recurso contencioso-administrativo porque tal expresión resalta únicamente la improcedencia de acudir a la vía económico-administrativa como sucedía en la legislación anterior. El mismo art. 211.2 ROF, citado por la parte apelante, corrobora este criterio de interpretación puesto que otorga carácter potestativo al recurso de reposición en materia de presupuestos, imposición y ordenación de los tributos, pero no en la de aplicación y efectividad de estos últimos.»


En esto se diferencia, pues, del recurso de reposición regulado en el RD 520/2005, de 13 de mayo (BOE de 27 de mayo), de carácter potestativo, ya que los interesados pueden interponer directamente la reclamación económico-administrativa; si bien, si el interesado interpusiese el recurso de reposición, no podrá promover la reclamación económico-administrativa hasta que aquél se haya resuelto expresa o presuntamente, conforme se establece en su art. 21.

2.1.2.  Objeto y naturaleza

La expresa inclusión -en el primer inciso del apartado 2 de este art. 14 TRLRHL- de la frase «sus restantes ingresos de Derecho público» determina que también ha de acudirse a este procedimiento, en vez del previsto en la LRJPA, cuando se trata de ingresos de esa naturaleza, pero no tributarios, cual es el caso -por ejemplo- de los precios públicos y de las cuotas de urbanización giradas, dentro del sistema de cooperación, de acuerdo con la legislación urbanística.

Las excepciones aludidas en el inciso final de la letra a) del mismo apartado 2, referentes a la posibilidad de formular reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales, las veremos en el apartado 2.3 del presente comentario.

2.1.3.  Analogías y diferencias respecto a la regulación del recurso de reposición en materia de tributos estatales

La redacción actual se inspiró en el contenido del RD 2244/1979, de 7 de septiembre, hoy derogado, por el que se reglamentaba el recurso de reposición previo al económico-administrativo, parte de cuyos preceptos se han incorporado a los arts. 222 a 225 LGT.03, que tratan del recurso de reposición.

Así pues, comparando los párrafos o letras del art. 14.2 TRLRHL con los arts. de la LGT, cabe señalar:

- La competencia para resolver corresponde en ambos casos al órgano que dictó el acto administrativo impugnado.

- El plazo de interposición antes era diferente, pero se ha unificado en el de un mes señalado en el art. 223.1 LGT.03, con lo que en este punto la legislación específica local ha sido pionera de la estatal.

- Legitimados para recurrir son en el ámbito local [letra d)] los sujetos pasivos y, en su caso, los responsables de los tributos, así como los obligados a efectuar el ingreso de derecho público de que se trate, y cualquier otra persona cuyos intereses legítimos y directos resulten afectados por el acto administrativo de gestión, supuestos similares a los previstos en el articulo 232 de la LGT, a que se remite el artículo 223.3 de la misma norma.

- La representación y dirección técnica [letra e)], el contenido del escrito de iniciación [letra f)], y la puesta de manifiesto del expediente [letra g)] son prácticamente idénticos a sus homólogos de la LGT.

- El lugar de presentación del recurso habrá de ser en la sede del Órgano «de la Entidad Local» [letra h)], aunque se admite también que sea en las Dependencias u Oficinas a que se refiere el art. 38.4 LRJPA.

- En cuanto a la suspensión del acto impugnado, la letra i), después de sentar (al igual que hace el reglamento estatal) que la interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado con las consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses, recargos y sanciones, acepta la posibilidad de efectuar la suspensión en los mismos términos que el Estado, a cuyo efecto se remite al RD 2244/1979 y al Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas, RD 391/1996, de 1 de marzo. Disposiciones sustituidas por el repetido Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, que regula la materia en su artículo 25. Pero resalta las especialidades propias del ámbito local, a saber: l.ª) La competencia para concederla corresponde al órgano de la entidad local que dictó el acto. 2.ª) Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán susceptibles de impugnación en vía contencioso-administrativa (puesto que no hay reclamación económico-administrativa a la que acudir), y 3.ª) Cuando se interponga recurso contencioso-administrativo contra la resolución del recurso de reposición, la suspensión acordada en vía administrativa se mantendrá, siempre que exista garantía suficiente, hasta que el órgano judicial competente adopte la decisión que corresponda en relación con dicha suspensión. El contenido del art. 233 del nuevo texto legal, trata este punto de la forma siguiente:


«Suspensión de la ejecución del acto impugnado en vía económico-administrativa.

1. La ejecución del acto impugnado quedará suspendida automáticamente a instancia del interesado si se garantiza el importe de dicho acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que pudieran proceder, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Si la impugnación afectase a una sanción tributaria, la ejecución de la misma quedará suspendida automáticamente sin necesidad de aportar garantías de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 212 de esta ley.

2. Las garantías necesarias para obtener la suspensión automática a la que se refiere el apartado anterior serán exclusivamente las siguientes:

a) Depósito de dinero o valores públicos.

b) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución.

c) Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de reconocida solvencia para los supuestos que se establezcan en la normativa tributaria.

3. Cuando el interesado no pueda aportar las garantías necesarias para obtener la suspensión a que se refiere el apartado anterior, se acordará la suspensión previa prestación de otras garantías que se estimen suficientes, y el órgano competente podrá modificar la resolución sobre la suspensión en los casos previstos en el segundo párrafo del apartado siguiente.

4. El tribunal podrá suspender la ejecución del acto con dispensa total o parcial de garantías cuando dicha ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación.

En los supuestos a los que se refiere este apartado, el tribunal podrá modificar la resolución sobre la suspensión cuando aprecie que no se mantienen las condiciones que motivaron la misma, cuando las garantías aportadas hubieran perdido valor o efectividad, o cuando conozca de la existencia de otros bienes o derechos susceptibles de ser entregados en garantía que no hubieran sido conocidos en el momento de dictarse la resolución sobre la suspensión.

5. Se podrá suspender la ejecución del acto recurrido sin necesidad de aportar garantía cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho.

6. Si la reclamación no afecta a la totalidad de la deuda tributaria, la suspensión se referirá a la parte reclamada, y quedará obligado el reclamante a ingresar la cantidad restante.

7. La suspensión de la ejecución del acto se mantendrá durante la tramitación del procedimiento económico-administrativo en todas sus instancias.

La suspensión producida en el recurso de reposición se podrá mantener en la vía económico-administrativa en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

8. Se mantendrá la suspensión producida en vía administrativa cuando el interesado comunique a la Administración tributaria en el plazo de interposición del recurso contencioso-administrativo que ha interpuesto dicho recurso y ha solicitado la suspensión en el mismo.

Dicha suspensión continuará, siempre que la garantía que se hubiese aportado en vía administrativa conserve su vigencia y eficacia, hasta que el órgano judicial adopte la decisión que corresponda en relación con la suspensión solicitada.

Tratándose de sanciones, la suspensión se mantendrá, en los términos previstos en el párrafo anterior y sin necesidad de prestar garantía, hasta que se adopte la decisión judicial.

9. Cuando deba ingresarse total o parcialmente el importe derivado del acto impugnado como consecuencia de la resolución de la reclamación, se liquidará interés de demora por todo el período de suspensión, teniendo en consideración lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 26 y en el apartado 3 del artículo 212 de esta ley.

10. Cuando se trate de actos que no tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida, el tribunal podrá suspender su ejecución cuando así lo solicite el interesado y justifique que su ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

11. La ejecución del acto o resolución impugnado mediante un recurso extraordinario de revisión no podrá suspenderse en ningún caso.

12. Reglamentariamente se regularán los requisitos, órganos competentes y procedimiento para la tramitación y resolución de las solicitudes de suspensión.»



Donde la expresión «el tribunal» ha de entender sustituida por «el órgano competente para la resolución de recurso».

- Las prevenciones del art. 14.2 TRLRHL relativas a otros interesados [letra j)] y extensión de la revisión [letra k)] coinciden sensiblemente con las de su homólogo art. 26 RD 520/2005. Debemos, sin embargo, recordar que las amplias facultades revisoras previstas en la letra k) no autorizan, en ningún caso, la reformatio in peius, prohibida de forma general por el art. 113.3 LRJPA.

- El plazo para adoptar resolución expresa (un mes) y las consecuencias de su incumplimiento de la letra l) tienen un tratamiento semejante, habiéndose llegado a la unificación, adaptándose el modelo estatal al local, puesto que el art. 225.3 LGT.03 dispone en su párrafo primero que «El plazo máximo para notificar la resolución será de un mes contado desde el día siguiente al de presentación del recurso».

- La imposibilidad de interponer nuevo recurso de reposición contra la resolución de un recurso de reposición, prevista en el art. 21 RD 520/2005, se recoge en el primer inciso de la letra ñ) del apartado 2 del art. 14 TRLRHL.

- Las prevenciones de las letras m) y n) sobre forma y contenido de la resolución y sobre su notificación y comunicación son equivalentes a las del artículo 27 del citado Real Decreto.

- El contenido del inciso final de la letra ñ), acerca de que los interesados pueden «interponer directamente recurso contencioso-administrativo, todo ello sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la interposición de reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales», mantiene las especialidades del régimen local.

2.2.  El régimen especial de los municipios de las grandes ciudades: reclamación económico administrativa, previo en su caso el recurso de reposición de carácter potestativo

Este régimen especial, propio de los municipios que se rigen por el Título X LRBRL, viene establecido en el art. 137, integrado en dicho Título, que dispone:


«Órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas.

1. Existirá un órgano especializado en las siguientes funciones:

a) El conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público, que sean de competencia municipal.

b) El dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.

c) En el caso de ser requerido por los órganos municipales competentes en materia tributaria, la elaboración de estudios y propuestas en esta materia.

2. La resolución que se dicte pone fin a la vía administrativa y contra ella sólo cabrá la interposición del recurso contencioso-administrativo.

3. No obstante, los interesados podrán, con carácter potestativo, presentar previamente contra los actos previstos en el apartado 1 a) el recurso de reposición regulado en el artículo 14 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. Contra la resolución, en su caso, del citado recurso de reposición, podrá interponerse reclamación económico-administrativa ante el órgano previsto en el presente artículo.

4. Estará constituido por un número impar de miembros, con un mínimo de tres, designados por el Pleno, con el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros que legalmente lo integren, de entre personas de reconocida competencia técnica, y cesarán por alguna de las siguientes causas:

- A petición propia.

- Cuando lo acuerde el Pleno con la misma mayoría que para su nombramiento.

- Cuando sean condenados mediante sentencia firme por delito doloso.

- Cuando sean sancionados mediante resolución firme por la comisión de una falta disciplinaria muy grave o grave.

Solamente el Pleno podrá acordar la incoación y la resolución del correspondiente expediente disciplinario, que se regirá, en todos sus aspectos, por la normativa aplicable en materia de régimen disciplinario a los funcionarios del Ayuntamiento.

5. Su funcionamiento se basará en criterios de independencia técnica, celeridad y gratuidad. Su composición, competencias, organización y funcionamiento, así como el procedimiento de las reclamaciones se regulará por reglamento aprobado por el Pleno, de acuerdo en todo caso con lo establecido en la Ley General Tributaria y en la normativa estatal reguladora de las reclamaciones económico-administrativas, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias en consideración al ámbito de actuación y funcionamiento del órgano.

6. La reclamación regulada en el presente artículo se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la Ley prevé la reclamación económico-administrativa ante los Tribunales Económico-Administrativos del Estado.»



La compatibilidad de este precepto con el contenido de la D.A. 4.ª.1 LGT.03 (que sólo se remite a «las disposiciones reguladoras de las Haciendas Locales») se salva sin necesidad de argumentar que los preceptos de la LRBRL que regulan aspectos relacionados con las haciendas locales también son «disposiciones reguladoras de las Haciendas Locales», puesto que el último inciso de la letra ñ) del art. 14.2 TRLRHL recoge expresamente esta peculiaridad.

De la nueva reclamación económico-administrativa -establecida de forma bastante atípica, por cierto, en un precepto de naturaleza organizativa, como son los del Título X LRBRL-, cabe resaltar los siguientes caracteres:

1.º) Se trata de una verdadera reclamación económico-administrativa.

2.º) Pero no se regula por los arts. 226 a 249 LGT.03, sino por un Reglamento [orgánico, según el art. 123.1.c) LRBRL y, por tanto, aprobado con el quórum de mayoría absoluta, exigido por el art. 122.2. LRBRL], que habrá de basarse en criterios de independencia técnica, celeridad y gratuidad y sujetarse a la LGT y a la normativa estatal reguladora de las reclamaciones económico-administrativas, con las adaptaciones necesarias al régimen organizativo del municipio.

3.º) Al igual que ocurre con las reclamaciones económico-administrativas en el ámbito estatal, cabe la previa interposición del recurso de reposición, con carácter potestativo.

4.º) Es también un procedimiento gratuito para el reclamante. Esto ofrece un único riesgo, consistente en que, precisamente por su gratuidad, los administrados hagan uso abusivo del mismo, mediante reclamaciones multitudinarias, basadas más en el propósito de manifestar su rechazo a la gestión política del Ayuntamiento (por ejemplo, una actualización al alza de las tarifas del tributo de que se trate) que en la inadecuación a Derecho de los actos concretos de su aplicación.

5.º) El órgano encargado de su resolución no es el Tribunal Económico Administrativo del Estado que podría serlo por razón del territorio y de la cuantía, sino un órgano de la respectiva Entidad local, que es la única competente para determinar su composición (respetando que ha de tener un número impar de miembros, con un mínimo de tres) y para designar a los componentes (que han de ser personas de reconocida competencia técnica).

6.º) Este órgano tiene unas competencias adicionales -las de las letras b) y c) del apartado 1- que no existen en los Tribunales Económico Administrativos estatales, y

7.º) La independencia funcional del órgano se garantiza tanto por el quórum especial exigido para el nombramiento de sus miembros, sin limitación de tiempo, como por las causas tasadas de su posible cese.

Todas estas características ventajosas, con el único inconveniente señalado, nos inducen a señalar, como ya hemos hecho en otra ocasión (6  (7) , que una vez reconocida palmariamente la conveniencia de restaurar las reclamaciones económico administrativas en el ámbito tributario local, puesto que así se hace en los grandes Ayuntamientos (que, precisamente, cuentan con medios humanos más abundantes y de presumible mejor preparación técnica, que al menos en teoría garantiza un mayor acierto de los servicios administrativos de gestión), nada habría costado al Gobierno incluir ese artículo como modificación del 108 LRBRL, que es de aplicación general a todas las Entidades locales. Pues el único inconveniente de esta homologación del régimen de impugnación de los actos de gestión tributaria local con el de las Haciendas estatal y autonómicas, que es la improcedencia de gravar la insuficiente capacidad económica de los pequeños y medianos municipios para soportar una carga burocrática más, tiene un remedio fácil, ya experimentado por la propia LRBRL en materias de contabilidad y gestión tributaria con resultados satisfactorios: crear ese órgano especializado, con las mismas funciones, en cada Diputación Provincial, Entidad equivalente o Comunidad Autónoma uniprovincial, que las asumiría con competencia propia, respecto a esos pequeños y medianos municipios.

La Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid, en su art. 25 regula el Tribunal Económico Administrativo Municipal de Madrid, siguiendo, en líneas generales, la dirección marcada por la LRBRL en esta materia, si bien se separa en cuanto que, a diferencia del régimen general, sólo en el caso de ser requerido por los órganos municipales competentes en materia tributaria, elaborarán estudios y propuestas en esta materia y dictaminarán los proyectos de ordenanzas fiscales.

2.3.  Referencia a los supuestos en que procede la reclamación económico-administrativa ante los TEA del Estado

A estos supuestos se refieren tanto el último inciso de la letra ñ) del art. 14.2 TRLRHL como el apartado 6 del art. 137 LRBRL, salvedad que viene obligada por el hecho de que la especialidad del régimen de recursos de las haciendas locales comprende los actos de aplicación y efectividad de sus tributos realizados en ejercicio de competencias propias y también, en virtud de lo establecido en el último inciso del párrafo primero del art. 7.3 TRLRHL, cuando una Entidad local de ámbito superior las ejerce por delegación de alguna o varias de las Entidades locales integradas en su territorio.

Por consiguiente, no se aplica cuando es la Comunidad Autónoma la que actúa por delegación de la Entidad local, en que procederá el régimen propio de la Comunidad Autónoma.

Tampoco se aplica cuando la Administración del Estado actúa en ejercicio de competencias que la Ley le atribuye como propias (en materia de gestión e inspección catastrales del IBI y de gestión censal e inspección del IAE), o cuando, en virtud de lo previsto en el art. 8.3 TRLRHL, realiza actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva, relacionadas con los ingresos de Derecho público propios de una Entidad local que hayan de efectuarse fuera de su territorio y de la Comunidad Autónoma a que pertenece. Estos actos tienen el mismo régimen de recursos que los demás emanados de la Administración tributaria estatal: recurso de reposición y/o reclamación económico-administrativa ante los Tribunales Económico Administrativos del Estado.

Pero con ello no se agotan todas las posibilidades, pues pueden darse otras dos: que, con carácter transitorio y excepcional, sea el Estado quien asuma por delegación competencias de la Entidad local titular del tributo. O que, por el contrario y como opción normal, sea el Estado quien delegue en el Ayuntamiento o en otra Entidad local de ámbito superior, algunas de las funciones de la gestión catastral del IBI o las de gestión censal e inspección en cuanto a las cuotas municipales del IAE.

La primera de estas hipótesis tuvo su manifestación en el apartado 1 de la D.T. 11.ª LRHL, para los dos primeros años de aplicación del IBI y del IAE y, aunque fue objeto de prórrogas, ya no existe en la actualidad, por lo que no ha sido incorporada al TRLRHL.

Pero la segunda se configuró como opción duradera y aparece actualmente regulada en los siguientes preceptos:

- En materia del IBI:

El art. 4 TRLCAT establece en su primer párrafo que «La formación y el mantenimiento del Catastro Inmobiliario, así como la difusión de la información catastral, es de competencia exclusiva del Estado. Estas funciones, que comprenden, entre otras, la valoración, la inspección y la elaboración y gestión de la cartografía catastral, se ejercerán por la Dirección General del Catastro, directamente o a través de las distintas fórmulas de colaboración que se establezcan con las diferentes Administraciones, entidades y corporaciones públicas». Es decir, que mediante fórmulas de colaboración algunas de esas funciones pueden realizarse por Entidades locales.

Ahora bien, esa delegación no interfiere el régimen de recursos, pues, refiriéndose a todos los procedimientos de incorporación de los bienes inmuebles en el Catastro Inmobiliario o de las alteraciones de sus características (declaraciones, comunicaciones y solicitudes; subsanación de discrepancias; inspección catastral, y valoración), el art. 12.4 del mismo Texto dispone que «Los actos citados en el apartado anterior son susceptibles de ser revisados en los términos establecidos en el Título V de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin que la interposición de la reclamación económico-administrativa suspenda su ejecutoriedad, salvo que excepcionalmente sea acordada la suspensión por el tribunal económico-administrativo competente, cuando así lo solicite el interesado y justifique que su ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación, ordenando, en su caso, la adopción de las medidas cautelares que sean necesarias para asegurar la protección del interés público y la eficacia de la resolución impugnada».

Por lo que se refiere a los actos de asignación individualizada de valores catastrales resultantes de procedimientos de valoración colectiva de carácter general y parcial, que han de ser notificados a los respectivos titulares, el art. 29.3 dispone que «Los actos objeto de notificación podrán ser recurridos en vía económico-administrativa sin que la interposición de la reclamación suspenda su ejecutoriedad».

Con lo que la única particularidad, cuando esos actos de gestión o inspección catastral procedan de una Entidad local en virtud del correspondiente convenio, consistirá en que el recurso de reposición a interponer con carácter previo a la reclamación económico administrativa es el regulado en el art. 14.2 TRLRHL (8) .

Ha de advertirse que el art. 27.4 TRLCAT también dispone que «Las ponencias de valores serán recurribles en vía económico-administrativa, sin que la interposición de la reclamación suspenda la ejecutoriedad del acto». Pero estos actos de la aprobación de las Ponencias siempre emanan de los órganos de la Dirección General del Catastro, de acuerdo con el segundo párrafo del art. 4 TRLCAT.

- En materia del IAE:

El art. 91 TRLRHL atribuye al Estado las funciones de gestión censal en su apartado 1, pero el último párrafo de éste añade que «Tratándose de cuotas municipales, las funciones a que se refiere el párrafo primero de este apartado, podrán ser delegadas en los ayuntamientos, diputaciones provinciales, cabildos o consejos insulares y otras entidades reconocidas por las leyes y comunidades autónomas que lo soliciten, en los términos que reglamentariamente se establezca».

Paralelamente, el apartado 3 del mismo art. 91 señala que «La inspección de este impuesto se llevará a cabo por los órganos competentes de la Administración tributaria del Estado, sin perjuicio de las delegaciones que puedan hacerse en los ayuntamientos, diputaciones provinciales, cabildos o consejos insulares y otras entidades locales reconocidas por las leyes y comunidades autónomas que lo soliciten, y de las fórmulas de colaboración que puedan establecerse con dichas entidades, todo ello en los términos que se disponga por el Ministro de Hacienda».

Y el apartado 4 del citado artículo dispone:


«4. En todo caso el conocimiento de las reclamaciones que se interpongan contra los actos de gestión censal dictados por la Administración tributaria del Estado a que se refiere el párrafo primero del apartado 1 de este artículo, así como los actos de igual naturaleza dictados en virtud de la delegación prevista en el párrafo tercero del mismo apartado, corresponderá a los Tribunales Económico-Administrativos del Estado.

De igual modo, corresponderá a los mencionados Tribunales Económico-Administrativos el conocimiento de las reclamaciones que se interpongan contra los actos dictados en virtud de la delegación prevista en el apartado 3 de este artículo que supongan inclusión, exclusión o alteración de los datos contenidos en los censos del impuesto.»



El desarrollo reglamentario de estas previsiones se contiene en los arts. 4.1.b), 15.2 y 14.4.b) RD 243/1995, de 17 de febrero.

El detalle de las materias aludidas en el presente epígrafe lo veremos al comentar los artículos del TRLRHL que en él hemos citado.

2.4.  Posibilidad del recurso extraordinario de revisión en materia tributaria local

El art. 110.1 LRBRL hace referencia expresa a los procedimientos especiales de revisión de los arts. 153 y 154 LGT.63 (cuyos equivalentes en la LGT.03 hemos visto más arriba), pero omite la cita del art. 171 de dicha Ley, relativo al recurso extraordinario de revisión en materia tributaria, que ahora se regula en el art. 244 LGT.03, en los siguientes términos:


«1. El recurso extraordinario de revisión podrá interponerse por los interesados contra los actos firmes de la Administración tributaria y contra las resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que aparezcan documentos de valor esencial para la decisión del asunto que fueran posteriores al acto o resolución recurridos o de imposible aportación al tiempo de dictarse los mismos y que evidencien el error cometido.

b) Que al dictar el acto o la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme anterior o posterior a aquella resolución.

c) Que el acto o la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme.

2. La legitimación para interponer este recurso será la prevista en el apartado 3 del artículo 241.

3. Se declarará la inadmisibilidad del recurso cuando se aleguen circunstancias distintas a las previstas en el apartado anterior.

4. Será competente para resolver el recurso extraordinario de revisión el Tribunal Económico-Administrativo Central.

Para declarar la inadmisibilidad el tribunal podrá actuar de forma unipersonal.

5. El recurso se interpondrá en el plazo de tres meses a contar desde el conocimiento de los documentos o desde que quedó firme la sentencia judicial.

6. En la resolución del recurso extraordinario de revisión será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 240 de esta ley.»
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